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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Orden del Día de la Décima Novena Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

6 de Mayo del año 2015.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:
A.- Intervención de la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar segunda lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo al Artículo 97 y modificar el contenido de la Fracción II del Artículo 158-P, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.

8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Intervención del Diputado Francisco Tobías Hernández, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para que esta Sexagésima Legislatura, apruebe la inscripción en letras doradas sobre los muros de honor del Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, el nombre de los Hermanos Flores Magón, la cual presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

B.- Intervención del Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para crear la Ley para los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.
C.- Intervención del Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Enríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la cual se adiciona la fracción V al Artículo 154 Bis de la Ley Estatal de Salud.

D.- Intervención del Diputado José Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de las fracciones I, II, III, IV y X recorriendo el actual contenido de la fracción X a la XI que se crea, del Artículo 8 de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.
E.- Intervención del Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar tres párrafos al Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, y adicionar tres párrafos al inciso k) de la fracción VI del Artículo 41 del Estatuto Jurídico  para los trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios, y se modifica el contenido de la fracción IV del Artículo 294 y se adicionan tres párrafos al Artículo 302 del Código Municipal, todos del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.
9.- Lectura, discusión, y en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:
A.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de la Defensa de los Derechos Humanos y Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila, planteada por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.

10.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA DÉCIMA OCTAVA  SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LAS INSTALACIONES QUE OCUPA LA UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE COAHUILA, EXTENSIÓN PARRAS, EN EL MUNICIPIO DE PARRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA, Y EN EL MARCO DE LA CELEBRACIÓN DEL CONGRESO ITINERANTE, DIO INICIO LA DÉCIMA OCTAVA SESIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO, SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 25 MINUTOS, DEL 29 DE ABRIL DEL 2015, ESTANDO PRESENTES LA TOTALIDAD DE LA LEGISLATURA. 

PASADO LO ANTERIOR LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN LA MISMA SE TOMARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE DISPENSÓ LA LECTURA AL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DISPENSÓ LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACURDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- LA DIPUTADA LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, DIO UN MENSAJE EN EL MARCO DEL INICIO DEL CONGRESO ITINERANTE.

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, CON RELACIÓN A INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA.
7.- SE APROBARON DOS DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, REFERENTES A DOS VALIDACIONES DE LOS MUNICIPIOS DE ARTEAGA Y MATAMOROS, COAHUILA DE ZARAGOZA.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LOS SIGUIENTES PUNTOS DE ACUERDO:

8.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, PARA QUE REALICE LOS TRABAJOS DE CONCLUSIÓN DE LA CARRETERA QUE CONECTA A LOS MUNICIPIOS DE PARRAS Y VIESCA, COAHUILA DE ZARAGOZA; ASIMISMO, PARA QUE SE LLEVE A CABO LA REHABILITACIÓN DE LA SUPERFICIE DE RODAMIENTO DE LA CARRETERA QUE UNE A PAILA CON LA CUCHILLA EN EL TRAMO SALTILLO-TORREÓN, CORRESPONDIENTE AL TRAMO UBICADO ENTRE EL KILÓMETRO 160 Y EL 185”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO DEL ESTADO, REALICE UNA CAMPAÑA DE PROMOCIÓN TURÍSTICA DEL MUNICIPIO DE PARRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA ATRAER VISITANTES DE LA ENTIDAD, DE OTRAS PARTES DEL PAÍS Y DEL EXTRANJERO. ASIMISMO, PARA QUE CONSIDERE DENTRO DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS 2016, EL DESTINAR RECURSOS PÚBLICOS DE MANERA ESPECÍFICA E INDEPENDIENTE AL DESARROLLO COMUNITARIO DE DICHO AYUNTAMIENTO, CON LA FINALIDAD DE MANTENER SU CARÁCTER PUEBLO MÁGICO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

10.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS , “CON OBJETO DE QUE ESTE PLENO SOLICITE A LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA (CONAGUA) Y A LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO (CEAS), QUE EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS ATRIBUCIONES, Y EN CASO, EN COORDINACIÓN CON LAS INSTANCIAS QUE ESTIMEN PERTINENTES, REALICEN LAS ACCIONES NECESARIAS PARA DOTAR DE POZOS DE AGUA A TODOS LOS EJIDOS DEL MUNICIPIO DE PARRAS DE LA FUENTE”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS QUE LA SIGNARON.
11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL TITULAR EN EL ESTADO DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACIÓN (SAGARPA), ASÍ COMO AL TITULAR DE DESARROLLO RURAL, QUE SE ANALICE LA VIABILIDAD DE OTORGAR RECURSOS EXTRAORDINARIOS A LOS AGRICULTORES DE PARRAS DE LA FUENTE Y GENERAL CEPEDA, DEBIDO A LA PERDIDA DE GRAN PARTE DE LA COSECHA DEBIDO A LA GRANIZADA QUE EN SEMANAS PASADAS AZOTO ESTA REGIÓN”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, “SOLICITAR A LA SECRETARÍAS DE SALUD FEDERAL, ESTATAL  ATENDER LA FALTA DE MÉDICOS ESPECIALISTAS QUE EXISTE EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO LEONEL CONTRERAS PÁMANES.
13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LAS SECRETARÍAS DE SALUD Y DE EDUCACIÓN, A QUE EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS COMPETENCIAS, INTENSIFIQUEN LOS PROGRAMAS ESPECÍFICOS DE INFORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN EN CONTRA DE LAS ADICCIONES Y EMBARAZOS NO PLANEADOS, DIRIGIDOS A ADOLESCENTES Y JÓVENES DEL MUNICIPIO DE PARRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, Y LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL DIRECTOR DEL INSTITUTO NACIONAL DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) Y A SU HOMÓLOGO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DEL ESTADO (ISSSTE), ASÍ COMO A LAS SECRETARÍAS DE SALUD DEL GOBIERNO FEDERAL Y DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS ATRIBUCIONES REALICEN LAS ACCIONES NECESARIAS PARA DOTAR DE LOS MEDICAMENTOS E INSUMOS NECESARIOS A LAS CLÍNICAS DE AMBOS INSTITUTOS Y AL CENTRO DE SALUD UBICADOS EN EL MUNICIPIO DE PARRAS DE LA FUENTE, COAHUILA ”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LARIZA MONTIEL LUIS, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA A ACELERAR EL PROCESO DE CREACIÓN DE LA UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PARRAS”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE TRABAJO DEL GOBIERNO FEDERAL, ASÍ COMO A SU SIMILAR EN EL ESTADO DE COAHUILA, QUE EN COORDINACIÓN CON LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y LA SECRETARÍA DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO DE COAHUILA, IMPLEMENTEN UN PLAN DE ACCIONES PARA ABATIR EL DESEMPLEO EN EL MUNICIPIO DE PARRAS DE LA FUENTE, COAHUILA, APROVECHANDO EL POTENCIAL DE DESARROLLO CON EL QUE CUENTA ESTA REGIÓN”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO, CON LOS DEMÁS DIPUTADOS QUE LA SIGNARON.
17.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LOS DISTINTOS ÓRDENES DE GOBIERNO ESTATAL Y MUNICIPAL, QUE CONJUNTAMENTE CON LA INICIATIVA PRIVADA Y LA CIUDADANÍA EN GENERAL, SE IMPULSE EL CONSUMO DE PRODUCTOS LOCALES EN TODAS LAS FERIAS, CONVENCIONES, CONGRESOS Y TODA CLASE DE EVENTOS REALIZADOS EN EL ESTADO. ASIMISMO, SE PROMUEVA LA COMERCIALIZACIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS PRODUCTOS ELABORADOS EN COAHUILA DE ZARAGOZA, CON EL OBJETO DE ENRAIZAR EN LOS COAHUILENSES EL SENTIDO DE PERTENENCIA Y CONCIENTIZACIÓN POR EL DESARROLLO ECONÓMICO DE NUESTRO ESTADO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
18.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTE DEL GOBIERNO DEL ESTADO, A CONVOCAR A LAS LÍNEAS QUE OFRECEN EL SERVICIO DE TRANSPORTE FORÁNEO DE PASAJEROS HACIA Y DESDE PARRAS DE LA FUENTE, A INTEGRAR Y DESARROLLAR UN PROYECTO DE ESTACIÓN TERMINAL QUE AGRUPE SUS OPERACIONES EN LA CABECERA MUNICIPAL”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ RICARDO SALDÍVAR VAQUERA, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
SE DIO LECTURA A LOS SIGUIENTES PRONUNCIAMIENTOS:

19.- SOBRE “LA CONMEMORACIÓN DEL DÍA DEL TRABAJO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBIERON.
20.- “CON MOTIVO DEL DÍA INTERNACIONAL DEL TRABAJO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SERGIO GARZA CASTILLO, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA E IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO Y LOS DIPUTADOS JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ Y MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE, INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL.
21.- “CON RELACIÓN A LA BATALLA DE SANTA ISABEL”, QUE  PRESENTÓ EL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR CONCLUIDA LA SESIÓN SIENDO LAS 14:00 HORAS, DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR EL MIÉRCOLES 6 DE MAYO DE 2015, A LAS 11:00 HORAS. 

EN EL MUNICIPIO DE PARRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA 

A 29 DE ABRIL DEL AÑO 2015.
DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.
	DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES.

	SECRETARI0.
	SECRETARIO.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

06 DE MAYO DE 2015

1.- INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SISTEMA ESTATAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑOS Y NIÑAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

SE TURNÓ A LAS COMISIONES UNIDAS DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y ESPECIAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

2.- INFORMES DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA CORRESPONDIENTES AL PRIMER TRIMESTRE DE 2015, DE LAS SIGUIENTES ENTIDADES:

- COMISIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE COAHUILA.

- INSTITUTO ESTATAL DE EDUCACIÓN PARA ADULTOS.

- INSTITUTO SUPERIOR DE MÚZQUIZ.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE MONCLOVA.

- PROMOTORA PARA EL DESARROLLO MINERO DE COAHUILA.

- FONDO DE GARANTÍA A LA PEQUEÑA Y MEDIANA MINERÍA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO DE ESTUDIOS SUPERIORES DE LA REGIÓN CARBONÍFERA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE PARRAS.

- HOSPITAL MUNICIPAL DE TORREÓN.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN MATAMOROS.

 - PROMOTORA INMOBILIARIA PARA EL DESARROLLO ECONÓMICO DE COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ALLENDE.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE SALTILLO.

- FIDEICOMISO PUENTE INTERNACIONAL PIEDRAS NEGRAS II.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DEL NORTE DE COAHUILA.

- COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE COAHUILA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE LA REGIÓN CARBONÍFERA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DEL PARQUE ECOLÓGICO FUNDADORES DE TORREÓN.

- CONSEJO PROMOTOR PARA EL DESARROLLO DE LAS RESERVAS TERRITORIALES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y BENEFICIOS SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE LA MUJER DEL MUNICIPIO DE TORREÓN.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUA Y SANEAMIENTO DE TORREÓN.

- COLEGIO DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA DEL ESTADO.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE CULTURA.

- PODER EJECUTIVO.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE PIEDRAS NEGRAS.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ACUÑA.

- SERVICIO MÉDICO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE CULTURA DE SALTILLO.

- COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE COAHUILA.

- AUDITORIA SUPERIOR DEL ESTADO.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE SALTILLO.

- UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE COAHUILA.

- FONDO DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- INSTITUTO COAHUILENSE DEL CATASTRO Y LA INFORMACIÓN TERRITORIAL.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MATAMOROS.

- COMPAÑÍA DE AGUAS DE RAMOS ARIZPE.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SAN PEDRO.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE SAN PEDRO.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE SAN PEDRO.

- FIDEICOMISO DEL FONDO PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA DE LA REGIÓN LAGUNA.

- AGUAS DE SALTILLO.

- COMISIÓN ESTATAL DEL VIVIENDA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE COAHUILA. 

- INSTITUTO MUNICIPAL DEL TRANSPORTE DE SALTILLO.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE PLANEACIÓN DE SALTILLO.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MÚZQUIZ, SAN JUAN DE SABINAS Y SABINAS.

- FIDEICOMISO IRREVOCABLE DE INVERSIÓN Y ADMINISTRACIÓN PARA EL PROGRAMA ESPECIAL DE FINANCIAMIENTO A LA VIVIENDA DEL MAGISTERIO DE COAHUILA.

- COMISIÓN ESTATAL PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA URBANA Y RUSTICA EN COAHUILA.

- COLEGIO DE BACHILLERES DE COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CUATRO CIÉNEGAS.

- SISTEMA MUNICIPAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE FRANCISCO I. MEDERO.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE FRANCISCO I. MEDERO.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE CIUDAD ACUÑA.

- FONDO DE GARANTÍAS PARA EL IMPULSO A LA MICROEMPRESA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
- PODER JUDICIAL.

- INSTITUTO ESTATAL DEL DEPORTE DE COAHUILA.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y OTROS BENEFICIOS SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL MUNICIPIO DE SALTILLO.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CANDELA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

- SEGURO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- PROMOTORA PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE LA INFRAESTRUCTURA FISICA EDUCATIVA.

- INSTITUTO DE SERVICIOS DE SALUD, REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN ESPECIAL E INTEGRAL DEL ESTADO.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SALTILLO.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE VIESCA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE GENERAL CEPEDA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ARTEAGA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CASTAÑOS.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SABINAS.

- UNIVERSIDAD POLITÉCNICA DE MONCLOVA-FRONTERA.

- UNIVERSIDAD POLITÉCNICA DE RAMOS ARIZPE.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SAN BUENAVENTURA.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

3.- INFORMES DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA CORRESPONDIENTES AL PRIMER TRIMESTRE DE 2015, DE LOS SIGUIENTES MUNICIPIOS:

MORELOS, JIMÉNEZ, ALLENDE, RAMOS ARIZPE,  ACUÑA, ABASOLO, OCAMPO, LAMADRID, PIEDRAS NEGRAS, ZARAGOZA, GENERAL CEPEDA, MATAMOROS, SIERRA MOJADA, PARRAS, PROGRESO, CUATRO CIÉNEGAS, FRANCISCO I. MADERO, NAVA, ESCOBEDO, JUÁREZ, CANDELA, SABINAS, MÚZQUIZ, ARTEAGA, SAN JUAN DE SABINAS, SALTILLO, TORREÓN, VIESCA, HIDALGO, SAN PEDRO, CASTAÑOS, SAN BUENAVENTURA Y NADADORES.     

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

4.- ESCRITO QUE PRESENTAN DIVERSOS CIUDADANOS DEL MUNICIPIO DE PARRAS, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN LA INTERVENCIÓN DE ESTE CONGRESO, PARA QUE SE GESTIONE LA INSTALACIÓN DE EMPRESAS QUE GENEREN FUENTES DE EMPLEO EN DICHO MUNICIPIO. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO

5.- INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LA LEY ESTATAL DE SALUD, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA

6.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE JUÁREZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL CABILDO DE DICHO AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UNA DE 121-26-14.92 HECTÁREAS QUE CONFORMAN LA CABECERA MUNICIPAL DEL PROPIO MUNICIPIO, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

7.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE ACUÑA, MEDIANTE LA CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DE UN BIEN INMUEBLE  CON UNA SUPERFICIE DE 30,000 M2, UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO PARQUE INDUSTRIAL AMISTAD DE ESA CIUDAD,  CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE COAHUILA, CON OBJETO DE CONSTRUIR LA ESCUELA DE BACHILLERES DE ACUÑA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 28 DE ABRIL DE 2015.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 28 de abril de 2015, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta respetuosamente a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, para que realice los trabajos de conclusión de la carretera que conecta a los Municipios de Parras y Viesca, Coahuila de Zaragoza; asimismo, para que se lleve a cabo la rehabilitación de la superficie de rodamiento de la carretera que une a Paila con la cuchilla en el tramo Saltillo-Torreón, correspondiente al tramo ubicado entre el kilómetro 160 y el 185”, planteada por el Diputado José María Fraustro Siller, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
2.- Se formulo comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo del Estado, el punto de acuerdo, por el que se “Solicita respetuosamente a la Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo del Estado, realice una campaña de promoción turística del Municipio de Parras, Coahuila de Zaragoza, para atraer visitantes de la entidad, de otras partes del país y del extranjero. Asimismo, para que considere dentro del presupuesto de egresos 2016, el destinar recursos públicos de manera específica e independiente al desarrollo comunitario de dicho Ayuntamiento, con la finalidad de mantener su carácter pueblo mágico”, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Comisión Nacional del Agua y al la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento el punto de acuerdo, por el que esta “Soberanía solicite a la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) y a la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento (CEAS), que en el ámbito de sus respectivas atribuciones, y en caso, en coordinación con las instancias que estimen pertinentes, realicen las acciones necesarias para dotar de pozos de agua a todos los ejidos del Municipio de Parras de la Fuente”, planteada por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras conjuntamente con los demás Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
4.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Delegado de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación en el Estado y al Secretario de Desarrollo Rural, el punto de acuerdo, por el que esta “Soberanía solicite al Titular en el Estado de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), así como al Titular de Desarrollo Rural, que se analice la viabilidad de otorgar recursos extraordinarios a los agricultores de Parras de la Fuente y General Cepeda, debido a la perdida de gran parte de la cosecha debido a la granizada que en semanas pasadas azoto esta región”, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, para los efectos procedentes.

5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaria de Salud Federal y a la Secretaria de salud del Estado, el punto de acuerdo, con relación a la “Falta de médicos especialistas que existe en el Estado de Coahuila de Zaragoza”, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, para los efectos procedentes.
6.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a las Secretarías de Salud y de Educación en el Estado, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta a las Secretarías de Salud y de Educación, a que en el ámbito de sus respectivas competencias, intensifiquen los programas específicos de información y sensibilización en contra de las adicciones y embarazos no planeados, dirigidos a adolescentes y jóvenes del Municipio de Parras, Coahuila de Zaragoza”, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, para los efectos procedentes.

7.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Instituto Nacional del Seguro Social (IMSS) y al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales del Estado (ISSSTE), el punto de acuerdo, por el que se “solicite al Director del Instituto Nacional del Seguro Social (IMSS) y a su homólogo del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales del Estado (ISSSTE), así como a las Secretarías de Salud del Gobierno Federal y del Estado de Coahuila de Zaragoza, que en el ámbito de sus respectivas atribuciones realicen las acciones necesarias para dotar de los medicamentos e insumos necesarios a las clínicas de ambos institutos y al Centro de Salud ubicados en el Municipio de Parras de la Fuente, Coahuila”, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los demás Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.

8.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaria de Educación Pública, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta a la Secretaría de Educación Pública a acelerar el proceso de creación de la Universidad Tecnológica de Parras”, planteada por el Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

9.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría del Trabajo del Gobierno Federal, y del Estado de Coahuila, a la Secretaría de Economía y la Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo de Coahuila, el punto de acuerdo, por el que se “Solicita a la Secretaría de Trabajo del Gobierno Federal, así como a su similar en el Estado de Coahuila, que en coordinación con la Secretaría de Economía y la Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo de Coahuila, implementen un plan de acciones para abatir el desempleo en el Municipio de Parras de la Fuente, Coahuila, aprovechando el potencial de desarrollo con el que cuenta esta región”, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los demás Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.

10.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los distintos órdenes de Gobierno Estatal y Municipal, el punto de acuerdo, por el que se “Solicita respetuosamente a los distintos órdenes de gobierno estatal y municipal, que conjuntamente con la iniciativa privada y la ciudadanía en general, se impulse el consumo de productos locales en todas las ferias, convenciones, congresos y toda clase de eventos realizados en el Estado. Asimismo, se promueva la comercialización y promoción de los productos elaborados en Coahuila de Zaragoza, con el objeto de enraizar en los coahuilenses el sentido de pertenencia y concientización por el desarrollo económico de nuestro Estado”, planteada por el Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
11.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Subsecretaría de Transporte del Gobierno del Estado, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta a la Subsecretaría de Transporte del Gobierno del Estado, a convocar a las líneas que ofrecen el servicio de transporte foráneo de pasajeros hacia y desde Parras de la Fuente, a integrar y desarrollar un proyecto de estación terminal que agrupe sus operaciones en la cabecera municipal”, planteada por el Diputado José Ricardo Saldívar Vaquera, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 06  DE MAYO DE 2015.

LA PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras  conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 21 Fracciones IV y 152 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO ADCIONAR UN SEGUNDO PÁRRAFO  AL ARTÍCULO 97 Y MODIFICAR  EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO  158-P  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone en materia de derechos humanos, lo que se lee a continuación:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Es deber de las autoridades brindar todo el apoyo que sea posible de acuerdo a sus presupuestos a los grupos vulnerables, comprendidos en estos: las personas de capacidades diferentes, los ancianos, los pensionados, las mujeres embarazadas en situación de pobrezas y las niñas y niños que viven en circunstancias difíciles sociales y económicas.

A tal efecto, los legisladores federales y estatales han creado ordenamientos destinados a garantizar los derechos básicos de los grupos vulnerables; entre estos derechos destacan lo que se refieren a recibir beneficios y estímulos fiscales en el pago de diversos impuestos y derechos, incluyendo tarifas de agua potable, transporte público, y descuentos en el acceso a eventos culturales, por mencionar algunos que citaremos más adelante. Los beneficios fiscales o estímulos y los descuentos  en el pago de derechos, así como en las tarifas de los diversos servicios constituyen un apoyo enorme para los grupos vulnerables, y el ser privados de ellos por decisiones discrecionales e injustificadas de las autoridades o de los particulares les generan una enorme afectación en su situación económica y personal.

Las leyes que establecen derechos para los grupos vulnerables pueden dividirse en dos:

A) Las leyes generales o secundarias que son estables y los derechos ahí plasmados son permanentes.

B) Las leyes de ingresos, especialmente las estatales y municipales, que establecen cada año, a voluntad discrecional de los cabildos y de los congresos beneficios fiscales en ciertos rubros como el predial, el agua potable y a veces e otros impuestos y derechos; pero, con notables diferencias en cuanto a las personas que son consideradas para recibir estos beneficios y en relación a los porcentajes aplicables en los descuentos correspondientes, y ejemplificamos: unas contemplan sólo a personas de capacidades diferentes, y adultos mayores, otras contemplan también a los pensionados, y finalmente, unos pocos ordenamientos municipales  y estatales a las mujeres embarazadas en situación de vulnerabilidad económica, así como a las viudas en situación similar.

Al hablar de los grupos vulnerables, es pertinente citar los derechos que desde el ámbito federal fueron establecidos poco a poco, plasmando el legislador en estos ordenamientos la imperiosa necesidad de que no sólo el gobierno federal, sino los estados y municipios concurrieran de manera igual en la observancia de las prerrogativas y garantías establecidas para los grupos vulnerables. Así las cosas, vale la pena citar algunos dispositivos de la LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES de la federación:

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas mayores los siguientes derechos:

I. De la integridad, dignidad y preferencia:

a. A una vida con calidad. Es obligación de las Instituciones Públicas, de la comunidad, de la familia y la sociedad, garantizarles el acceso a los programas que tengan por objeto posibilitar el ejercicio de este derecho….

................

VI. De la asistencia social:


a. A ser sujetos de programas de asistencia social en caso de desempleo, discapacidad o pérdida de sus medios de subsistencia….

Artículo 10.- Son objetivos de la Política Nacional sobre personas adultas mayores los siguientes:

………….

XIII. Establecer las bases para la asignación de beneficios sociales, descuentos y exenciones para ese sector de la población, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables…

Ley General para la Inclusión de Personas con Discapacidad:

Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal en materia de esta Ley, las siguientes:

…..

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o morales que realicen acciones a favor de las personas con discapacidad, adecuen sus instalaciones en términos de accesibilidad, o de cualquier otra forma se adhieran a las políticas públicas en la materia, en términos de la legislación aplicable…

En el marco jurídico de Coahuila, tenemos que las leyes del adulto mayor y de las personas de capacidades diferentes contemplan lo siguiente:

LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

Artículo 10. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce y garantiza a las personas adultas mayores, los siguientes derechos:

VI. A la asistencia social, por tanto, se reconoce que tienen derecho a:

8. Ser beneficiario de subsidios y estímulos fiscales en las contribuciones estatales y municipales que apruebe el Congreso del Estado en las Leyes de Ingresos correspondientes y demás ordenamientos legales aplicables.

La Ley para el Desarrollo e Inclusión de Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila de Zaragoza:

Artículo 3°.- La responsabilidad de vigilancia, seguimiento y aplicación de esta ley, estará a cargo de: 

I. 
Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado; 

II. 
Los organismos públicos autónomos; b

III. 
Los ayuntamientos. 

El Ejecutivo coordinará las acciones por conducto del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, quien contará con las siguientes atribuciones: 

……………..

i) 
Suscribir convenios con el sector gubernamental y los sectores productivos y empresariales, para que se otorguen descuentos, facilidades económicas o administrativas en la adquisición de bienes y servicios públicos o privados, a las personas con discapacidad o sus familias; 

j) 
Promover la armonización de Leyes y Reglamentos a nivel federal, estatal o municipal, respecto de las disposiciones establecidas en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

Finalmente, la Convención para los Derechos de las Personas Con Discapacidad establece:

Artículo 28 

Nivel de vida adecuado y protección social 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad  a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye  alimentación, vestido y vivienda adecua dos, y a la mejora continua de sus  condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y  promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por motivos de discapacidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos de discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las necesidades relacionadas con su discapacidad

b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular  las mujeres y niñas y las  personas mayores con discapacidad, a programas de protección social y estrategias de reducción de la pobreza; 

En este orden de ideas, es de amplio conocimiento que los derechos que se refieren a estímulos fiscales y descuentos en servicios públicos para las personas con discapacidad, adultos mayores, mujeres embarazadas (Ley Para la Protección de la Maternidad en Coahuila), pensionados y otros, no se aplican siempre en todos los ordenamientos de ingresos estatales y municipales; en su caso, se contemplan de forma discrecional, y por montos también discrecionales, incumpliendo las autoridades con las disposiciones de las leyes federales y locales ya señaladas con anterioridad.

En esta tesitura consideramos que el deber de contemplar los beneficios fiscales, estímulos y en su caso los descuentos a favor de los grupos vulnerables, debe quedar plasmado en nuestra Constitución Política para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y darle así la obligatoriedad y el rango que estos beneficios ameritan a favor de los grupos mencionados.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se adiciona un segundo párrafo al artículo 97 y se modifica el contenido de la fracción II del artículo 158-P  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:

Artículo 97. …… 

Incluyendo también los descuentos, beneficios o estímulos fiscales previstos para los adultos mayores, las personas de capacidades diferentes, los pensionados y demás grupos vulnerables. Estos beneficios serán establecidos conforme a las posibilidades presupuestales existentes y en base a las demandas de estos grupos.

Artículo 158-P………
I….

II. El Congreso del Estado discutirá y aprobará las leyes de ingresos de los Municipios, en los términos de las disposiciones aplicables, las cuales deberán contener los beneficios y estímulos fiscales que se aplicarán a los adultos mayores, las personas de capacidades diferentes, los pensionados y demás grupos vulnerables, conforme a las posibilidades económicas y necesidades de cada municipio. La deuda pública municipal se sujetará a los principios que establece esta Constitución y demás disposiciones aplicables;

………….

Transitorios

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo Coahuila, a 21 de abril del 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso Lujambio Irazábal”

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
          DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


                  COORDINADOR

DIP. JOSE ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

INICIATIVA DE DECRETO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL EULALIO GUTIERREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA QUE ESTA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA APRUEBE LA INSCRIPCIÓN, EN LETRAS DORADAS, SOBRE LOS MUROS DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL NOMBRE DE LOS “HERMANOS FLORES MAGÓN”
HONORABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E.-
COMPAÑERAS Y COMPAÑEROS DIPUTADOS,

Los Hermanos Flores Magón fueron mexicanos ejemplares, de pensamiento ecuménico que trascendió a la geografía y al tiempo, debido a la extraordinaria proposición de ideas democráticas de avanzada. Dichas ideas, llevadas a la práctica mediante el activismo determinista, valiente y bien estructurado, constituyeron, primero, un detonante para el reconocimiento pleno de los derechos políticos de los mexicanos, en especial los de libertad de expresión, asociación y participación, después como un recordatorio perenne de la importancia de su materialización.   


Ricardo Flores Magón nació en Eloxochitán, Oaxaca, el 16 de septiembre de 1874, y murió en los Estados Unidos de Norte América, en una prisión federal de Leavenworth, Kansas, el 22 de noviembre de 1922.
 Ricardo era el segundo de tres hermanos. La familia Flores Magón deja atrás Oaxaca en aras de encontrar mejores oportunidades, mudándose a la Ciudad de México; fue ahí en donde los hermanos recibieron la educación superior al inscribirse en la Escuela Nacional Preparatoria.


Ejemplo de que la edad no es un obstáculo para levantar la voz y expresar ideas racionales y fundadas, fué el joven Ricardo, quien a sus 14 años, en 1888, participó en uno de los surgimientos antirreleccionistas estudiantiles, grupo que se oponía a la dictadura porfirista.
 La insesante audacia crítica de los Flores Magón les repercutió en 1892, cuando, por participar en un movimiento obrero–estudiantil antirreleccionista, revolucionario e inteligente, Jesús y Ricardo fueron apresados por –cito el calificativo dado en aquel momento– “revoltosos”. Ese hecho constituyó un parteaguas que marcaría la postura de disidencia política de los hermanos Flores Magón, utilizando como medio de defensa, la prensa, misma que ellos redactarían y publicarían.
 


La tinta del puño y letra de los hermanos salió a la luz el 7 de agosto de 1900, con el boletín “Regeneración, periódico jurídico independiente”, en donde realizaban notables vituperios al régimen porfirista y al poder judicial. Tiempo después, dicho diario cambiaría de nombre en razón de una mayor presión crítica.
 Múltiples fueron las ocasiones en que Ricardo Flores Magón fue encarcelado por la defensa y difusión de sus ideales liberales e incluso de corriente anarquista, en 1902, su incursión en el periódico “El Hijo del Ahuizote”, medio por el cual organizó movimientos revolucionarios por todo el país, lo llevaron a ingresar a las bartolinas de la cárcel de Belén.

Son admirables la tenacidad y el desinterés personal de los Hermanos Flores Magón, quienes se constituyeron en un precedente de valioso contenido para el reconocimiento de los derechos políticos y sociales. Tan valioso que no se explica el contenido del estandarte de la lucha revolucionaria, sin su ideario liberal. Prueba de ello fue que, aún y cuando Ricardo se exilia en los Estados Unidos por la constante persecución padecida en México, publica, desde su trinchera, el memorable periódico “Regeneración”. En San Luis Missouri constituye la Junta Organizadora del Partido Liberal Mexicano. Por el impacto político y social que el sensible e impetuoso liberal lograba con sus publicaciones, el gobierno mexicano solicitó la cooperación de los Estados Unidos para atraparlo, tal y como él mismo redacta en una carta que a la letra dice
:

San Francisco, California, debe estar ahora hermoso. Viví́ allí́ en 1907, cuando gran parte de la ciudad estaba en ruinas, y uno de mis intentos revolucionarios en México también estaba en ruinas. Me oculté con mi pena entre las ruinas cuando sobre mi cabeza pendía un premio de 20,000 dólares que se habían ofrecido por mi arresto; el servicio secreto de las dos naciones (México y los Estados Unidos) me perseguía de un lugar a otro, de ciudad en ciudad.


Son muchísimas las aportaciones de los Hermanos Flores Magón, particularmente las de Ricardo; sus convicciones liberales y la lucha por el reconocimiento de los derechos, les dan el título indiscutible de impulsores de la Revolución Mexicana, tal y como se consignó en el discurso pronunciado un día después de su muerte en la Cámara de Diputados –cito–: Ricardo Flores Magón, sin embargo, es el precursor de la Revolución, el verdadero autor de ella, el autor intelectual de la Revolución Mexicana. Y por eso, porque no fue vencedor, no se le honra; no necesita honores; necesita simplemente la admiración de todos los revolucionarios y esa admiración la tenemos los que no nos inclinamos ni ante el éxito, ni ante los honores, ni ante los grandes. Para Ricardo Flores Magón solo debe haber frases de admiración y justicia.

El magonismo se expandió por gran parte del país, Coahuila no fue la excepción, aquí se atendió el llamado de ir a la revolución el 25 de junio de 1908, en el Rancho las Varas que en aquel tiempo pertenecía a Jiménez y el día de hoy a Ciudad Acuña y en Viesca, Coahuila, se atendió el llamado de la revolución social propuesta por los Hermanos Magón, el 26 de junio, un día después del llamado ya que en todo el país iba haber movimiento, pero la traición se apareció y sofocaron a la mayoría de ellos, sobreviviendo unos cuanto entre ellos los de Coahuila.

Las primeras batallas por los derechos laborales y sociales se dieron en nuestro Estado, coahuilenses siempre activos en la historia del País, en esa batalla participaron entre otros el General Eulalio Gutiérrez, entre otros valientes. Aquí las ideas de los Hermanos Flores Magón encontraron eco y no solo eso, encontraron lucha y revolución y Coahuila fue escenario de ello.


Es por ello que, a manera de reconocimiento y para honrar las ideas, la valentía, el patriotismo y el legado de los Hermanos Flores Magón, así como símbolo de gratitud, las diputadas y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, en la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 59, fracción I, y 60, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 152, 163, 164 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, nos sumamos para presentar la siguiente Iniciativa de:

DECRETO POR EL QUE SE ACUERDA INSCRIBIR CON LETRAS DORADAS, SOBRE LOS MUROS DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL NOMBRE DE LOS “HERMANOS FLORES MAGÓN”
ÚNICO. Inscríbase, en letras doradas, sobre los Muros de Honor de este Salón de Sesiones del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, el nombre de los “HERMANOS FLORES MAGÓN”, como un homenaje permanente por su lucha y por sus trascedentes aportaciones para la consecución de los derechos del pueblo de México y la consolidación de nuestro constitucionalismo democrático. 
T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- La develación del nombre de los “HERMANOS FLORES MAGÓN” en letras doradas, se llevará a cabo en sesión solemne de este Honorable Congreso del Estado, en la fecha que para tal efecto se acuerde; debiendo invitar, para presenciar dicho acto, a los representantes de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como a representantes de la sociedad civil y medios de comunicación.
ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA, A 06 DE MAYO DE 2015
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DIPUTADO FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.-

Iniciativa que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA CREAR LA LEY  PARA LOS  DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS Y ADOLESCENTES  DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

I.      
Antecedentes

Con la presente iniciativa, el Estado de Coahuila de Zaragoza da cumplimiento al proceso de homologación con la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes publicada en el Diario Oficial de la Federación con fecha 04 de diciembre de 2014, pues los firmantes estamos convencidos de la vital importancia de este proceso para promover, proponer y concertar acciones que garanticen el cabal cumplimiento y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Dicha Ley, con enfoque garantista, considera a los niñas, niños y adolescentes como sujetos de derecho y establece los principios rectores y criterios que orientarán la política nacional (y local) en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, previendo las facultades, competencias, concurrencia y bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal; la actuación de los Poderes Legislativo y Judicial y los organismos constitucionales autónomos.

Esta ley se crea con el objeto de:

a) Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progesividad; en los términos que establece el Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

b) Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de Niños, Niñas y Adolescentes conforme a lo establecido en los Tratados Internacionales a los que México se ha suscrito y a lo establecido también en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

c) Crear, regular y vigilar el funcionamiento y la organización del Sistema de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla con su responsabilidad de brindar garantía en cuanto a protección, prevención y restitución integral de sus derechos, cuando hayan sido vulnerados. 

d) Regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Estatal y de los Sistemas Municipales de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes. 

e) Fijar los lineamientos y establecer las bases generales para la     instrumentación y evaluación de las políticas públicas y de las acciones de defensa y representación jurídica, asistencia, provisión, prevención, protección y participación para la promoción y vigencia de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y 

f) Establecer las bases generales para la participación de los sectores privado y social en las acciones tendientes a garantizar la protección de niñas, niños y adolescentes.

g) Garantizar y promover el pleno goce, respeto, protección y promoción y ejercicio de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes; 

De manera enunciativa, considera y desarrolla una serie de derechos que corresponden a niñas, niños y adolescentes, tales como el derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo; derecho de prioridad; derecho a la identidad; derecho a vivir en familia; derecho a la igualdad y a no ser discriminado; derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral; derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal; derecho a la protección de la salud y a la seguridad social; derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad; derecho a la educación; derecho al descanso y al esparcimiento; derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura; derecho a la libertad de expresión y de acceso a la información; derecho de participación; derecho de asociación y reunión; derecho a la intimidad; derecho a la seguridad jurídica y al debido proceso; derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, y el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, y a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones. Así como las obligaciones para quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes en relación a los mencionados derechos. 

Igualmente, para la debida garantía de los derechos de niñas, niños y adolescentes, prevé la creación del Sistema Nacional de Protección Integral, conformado por el Poder Ejecutivo Federal, representantes de las entidades federativas, organismos públicos y representantes de la sociedad civil. Así mismo contempla la integración de los Sistemas de Protección Locales y Municipales para así focalizar el fortalecimiento en los puntos de contacto entre los diferentes niveles de gobierno, con el propósito de unificar las acciones y políticas gubernamentales con miras a la satisfacción y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Efectivamente, por su ámbito de aplicación, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, distribuye competencias entre los diferentes niveles de gobierno, y en ese sentido, es deber de las entidades federativas adecuar los respectivos ordenamientos jurídicos a fin de aplicar dicha normativa. Aunado a que la misma establece la obligación de armonizar la legislación, en un plazo de ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor, plazo que concluye el 3 de junio de 2015.

El Estado de Coahuila de Zaragoza, cuenta con una legislación vigente que tiene por objeto garantizar los derechos humanos de niños y niñas, publicada el 18 de Marzo de 2014 en el Periódico Oficial del Estado, es necesaria una nueva legislación que junto con la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, contemple lo establecido en las reformas del artículo 1° y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (En adelante CPEUM) publicados con fecha del 10 de Junio de 2011 y 12 de Octubre de 2011 respectivamente,  que establecen: 

Artículo 1°.- “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección  más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.”
Artículo 4°.- “En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios.”

Estas dos recientes redacciones, traen consigo el reconocimiento de normas jurídicas internacionales que amplían y revolucionan la relación entre el Estado y las personas o grupos, que para este caso particular, también incluye a los niños, niñas y adolescentes; revaloriza los tratados internacionales e introduce observaciones generales y otros insumos provenientes de la Organización de las Naciones Unidas, de órganos jurisdiccionales que defienden los derechos humanos enumerándolos para relacionar las obligaciones internacionales a los deberes de un País. 

Miguel Cillero, plantea algunas funciones vinculadas al interés superior del niño, referidas como:

· Ayudar a que las interpretaciones jurídicas reconozcan el carácter integral de los derechos del niño y la niña.
· Obligar a que las políticas públicas den prioridad a los derechos de la niñez.
· Permitir que los derechos de la niñez prevalezcan sobre otros intereses, sobre todo si entran en conflicto con aquellos.
· Orientar a que tanto los padres como el Estado en general, en sus funciones que les son relativas, tengan como objeto "la protección y desarrollo de la autonomía del niño en el ejercicio de sus derechos y que sus facultades se encuentran limitadas, justamente, por esta función u objetivo".
Así, el interés superior del niño o niña indica que las sociedades y gobiernos deben de realizar el máximo esfuerzo posible para construir condiciones favorables a fin de que éstos puedan vivir y desplegar sus potencialidades. Esto lleva implícita la obligación de que, independientemente a las coyunturas políticas, sociales y económicas, deben asignarse todos los recursos posibles para garantizar este desarrollo.

Por otra parte, se cuenta con un marco jurídico internacional, al que México se ha suscrito en materia de Derechos Humanos, que al ser referidos a los asuntos que atañen a la niñez, se contemplan los siguientes:

-       Declaración Universal de los Derechos del Niño (firmado por el Estado Mexicano 20/11/1959)

-  Declaración Universal de Derechos Humanos (Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948)  

-     Convención Sobre los Derechos del Niño (Ratificado por el Senado 25/01/1991)

-     Convención Americana sobre Derechos Humanos. (Ratificado por el Senado 07/05/1981)

-  Convención sobre la Protección de Menores y la Cooperación en Materia de Adopción Internacional. (Ratificado por el Senado 24/10/1994)

-   Convención Interamericana sobre Conflicto de Leyes en Materia de  Adopción de Menores. (Ratificado por el Senado 21/08/1987)

-  Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias. (Ratificado por el Senado 18/11/1994)

-   Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de Menores. (Ratificado por el Senado 18/11/1994)

-  Convención Internacional sobre Protección de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares (Publicada en el DOF el 13 de agosto de 1999).

Los mencionados instrumentos, forman parte de nuestro sistema jurídico y su observancia es obligatoria para cada Estado de la Federación.

En ese sentido, la Convención Sobre los Derechos del Niño, es principal tratado internacional sobre la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, reconociéndolos como titulares de derecho y establece una serie de obligaciones y directrices para garantizar el interés superior de la niñez, como la adopción de las medidas para la aplicación de la Convención; el respeto de las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres, o en su caso, de los miembros de la familia ampliada para que niñas, niños y adolescentes ejerzan a través de sus legítimos representantes los derechos reconocidos en la mencionada Convención.

Bajo este contexto, el H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza interesado en brindar el mayor nivel de bienestar y de manera especial a niñas, niños y adolescentes, asume el compromiso que conlleva el ejercicio de armonización legislativa, entendiendo éste como la correcta adecuación conforme a nuestro ordenamiento jurídico tomando como base para la conformación de la presente iniciativa: la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Constitución Política del Estado, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y los Tratados Internacionales en la materia.

De acuerdo a lo anterior, la presente iniciativa reconoce a niñas, niños y adolescentes como sujetos de derecho, tomando en cuenta las responsabilidades de todos los agentes involucrados con ellos para alcanzar el cumplimiento de los derechos protegidos. En ese sentido, esta Ley establece las bases para que ascendientes, tutores y custodios, principales obligados de preservar y exigir el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes puedan cumplir con sus obligaciones, y garantiza que las autoridades estatales y municipales coadyuven con el pleno goce, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes.

Lo anterior, en relación a las autoridades del Estado, se expresa en acciones coordinadas, de los sectores educativos, sanitarios, culturales, sociales, entre otros; que incidirán en la generación de mejores condiciones para los niños, niñas y adolescentes y sus familias, constituyéndose en una gran oportunidad de avance social. 

Dadas las consideraciones anteriores, con la expedición de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, se busca principalmente la salvaguarda y efectivización del principio de interés superior de la niñez en todas las medidas adoptadas respecto de las niñas, niños y adolescentes; garantizando, por tanto, el goce pleno y efectivo de todos sus derechos con el propósito de asegurar su desarrollo integral en cada etapa de su existencia. 

Entendiendo por interés superior de la niñez, el conjunto de acciones y procesos tendientes a garantizar el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes tomando en cuenta sus vínculos familiares, sexo, edad, estado de salud, origen étnico, religioso, cultural, lingüístico y de ser necesario, su opinión de acuerdo a su edad y madurez. Exhortando, por tanto, a las sociedades y gobierno a realizar el máximo esfuerzo posible para construir condiciones  favorables a fin de que éstos puedan vivir y desplegar sus potencialidades. Esto lleva implícita la obligación de que, independientemente a las coyunturas políticas, sociales y económicas, deben asignarse todos los recursos posibles para garantizar este desarrollo.

En consecuencia, con la Convención de los Derechos del Niño se ha elevado este principio a la categoría de norma fundamental, con un rol jurídico definido que, además, se proyecta más allá del ordenamiento jurídico hacia las políticas públicas e, incluso, orienta el desarrollo de una cultura más igualitaria y respetuosa de los derechos de todas las personas. 

Dado lo expuesto, el H. Congreso de Coahuila de Zaragoza convencido de la necesidad e importancia de la protección de los derechos de niñas, niños y adolescente e interesado en dar realce a lo estipulado en el ordenamiento jurídico del que es parte, asume el compromiso de la armonización legislativa desde el enfoque de los derechos de las niñas, niños y adolescentes; y por tanto, propone la presente iniciativa de Ley basándose en lo prescito por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y los Tratados Internacionales en la materia.

En base a ello, iniciativa propuesta reconoce a niñas, niños y adolescentes como sujetos de derecho y de especial protección, reconociendo el rol y responsabilidades principales de los padres, tutores o curadores en el reconocimiento y protección de los derechos de aquellos. Sin perjuicio, de las responsabilidades y funciones asignadas a las autoridades estatales y municipales coadyuvando al efectivo cumplimiento del goce, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes.

Bajo esta premisa, la ley integra la actuación, de naturaleza subsidiaria, de las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias en el Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes y establece las directrices básicas de la participación de los sectores privado y social en la garantía y protección de  los derechos de niñas, niños y adolescentes a través de acciones coordinadas, de los sectores educativos, sanitarios, culturales, sociales, entre otros, que incidirán en la generación de mejores condiciones para niñas, niños y adolescentes y sus familias, constituyéndose en una gran oportunidad de avance social y cultural.

En cuanto a la dinámica demográfica y socioeconómica de Coahuila aasta el año 2010, la población total del Estado era de 2,748,391 personas. Lo cual significa que el 29.4% de esa población corresponde a personas de 0 a 14 años de edad y el 25.9% a personas de 15 a 29 años de edad. La suma de ambas cifras, corresponde al 55.3%; por lo que el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, considera como prioritario y urgente el hecho de que esta población conformada por niños, niñas y adultos jóvenes,
 de manera urgente pueda ser considerada en la legislación vigente y que además, reciba el total acompañamiento de las políticas del Estado en cuanto a los derechos, enunciados en la presente iniciativa, se refiere. 
La información que precede es un indicador de la atención que el Estado debe aplicar en la elaboración del eje rector que habrá de conducir la política del Ejecutivo Estatal, sobre todo de desarrollo social, que impacta en la población conformada por niños y niñas durante su infancia y adolescencia que se traduce en la necesidad de priorizar y focalizar la actividad gubernamental para garantizar el futuro digno de estas personas y por ende, de sus familias. 

Por lo expuesto, en la presente iniciativa de LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA se establecen disposiciones encaminadas a contribuir al desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, con la garantía de sus derechos, teniendo presente en todo momento el interés superior de la niñez.

II. Contenido del Decreto

A. Disposiciones Generales.-
La Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza tiene por objeto garantizar el respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Convención Sobre los Derechos del Niño y demás tratados internacionales en Derechos Humanos en  los que el Estado Mexicano sea parte, tomando como principio rector el interés superior de la niñez.

Dicho principio, debe ser considerado de manera primordial, en todas las medidas concernientes a niñas, niños y adolescentes que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos. Así mismo, el interés superior de la niñez debe ser el principio para quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe en primer término, a sus padres.

También son principios rectores de la Ley, los principios de universalidad, indivisibilidad, interdependencia, progresividad e integralidad de los derechos humanos. Universalidad como esencia jurídica natural de los derechos, basados en la dignidad humana que todos los niños, niñas y adolescentes poseen, por el hecho de ser niñas, niños o adolescentes; de indivisibilidad en relación a que los derechos no pueden separarse, todos tienen el mismo peso, tomando en cuenta la importancia de las particularidades regionales; de interdependencia que atiende a la relación de todos los derechos entre sí, por lo que existe una vinculación entre los mismos; de progresividad que implica la gradualidad en la aplicación de los derechos, para que la efectividad se logre, como un proceso que supone definir metas a corto, mediano y largo plazo, e integralidad, que se basa en la exigibilidad de los cuatro principios anteriores, por lo que para la promoción, el respeto y el disfrute de los derechos no puede justificarse la negación de los otros derechos; 

Los principios de igualdad para el acceso al mismo trato y oportunidades para niñas, niños y adolescentes, en el reconocimiento, goce y disfrute de sus derechos y no discriminación para lograr la igualdad efectiva de oportunidades en el goce de sus derechos, sin distinción, restricción o exclusión de éstos, en razón de su condición personal o familiar, sobre la base del reconocimiento de su dignidad humana y el principio de autonomía progresiva reconociendo la capacidad gradual de participación de niñas, niños y adolescentes en asuntos que les afecten directamente de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, sin menoscabo de los derechos y obligaciones que impone la patria potestad, tutela o custodia.

También son principios de esta Ley la inclusión; el derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo; la participación; la interculturalidad; la corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autoridades; la transversalidad en la legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales; el principio pro persona; el acceso a una vida libre de violencia, y la accesibilidad.

Asimismo, establece la concurrencia y coordinación que debe existir entre las autoridades estatales y las municipales para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas públicas en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, además de sentar las bases generales de la participación con los sectores privado y social y de niñas, niños y adolescentes en la materia.

Para efectos de esta Ley, se establece como sujetos de protección a niñas y niños, menores de doce años, y adolescentes, aquellos que tienen entre doce años cumplidos y dieciocho años de edad.

A su vez, se consagra el deber de la familia, de la sociedad y del Estado de respetar y auxiliar en la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como el deber de garantizar un nivel de vida adecuado.

B. Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
El Título Segundo establece un catálogo de derechos de niñas, niños y adolescentes. En el primer capítulo se aborda el derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo, señalando que niñas, niños y adolescentes tienen derecho intrínseco a la vida de conformidad con la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza. Este derecho parte de la premisa de que niñas, niños y adolescentes no pueden gozar de una vida plena, si no existen las condiciones que aseguren su dignidad y desarrollo integral.

Además, se incluye la obligación de los que ejercen la patria potestad, ascendientes, tutores y custodios de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos.

En segundo término, se establece el derecho de prioridad que implica que los recursos presupuestales y las políticas públicas estarán encaminados a crear las condiciones que faciliten a niñas, niños y adolescentes el goce de este derecho.

Conforme al derecho de identidad, previsto en el capítulo tercero, niñas, niños y adolescentes nacionales o extranjeros tendrán derecho a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares. Cuando sean privados ilegalmente de algunos de los elementos o de todos ellos, las autoridades correspondientes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad.

El Título Segundo también establece el derecho niñas, niños y adolescentes a vivir en familia, señalando que siempre que sea posible deberán crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres o de quienes ejerzan la patria potestad sobre de ellos o de sus tutores o custodios y, en todo caso, en un ambiente de afecto y de seguridad moral y material.

Asimismo, se prevé que la falta de recursos no será motivo suficiente para separar a niñas, niños y adolescentes de sus padres sino que será un indicio para que el Estado proporcione el apoyo a las familias que por situaciones de pobreza económica o material no puedan atender a niñas, niños y adolescentes de manera permanente. Si se diera el caso de que las personas que ejerzan la patria potestad no pudieran hacerse cargo de sus hijos por situaciones de extrema pobreza o necesidad de ganarse la vida y los dejaren al cuidado de otras personas que pudiesen proveer su subsistencia, no serán  considerados supuestos de exposición o abandono. 

Las autoridades del Estado y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán instaurar políticas de fortalecimiento familiar, a fin de evitar que niñas, niños y adolescentes queden desamparados.
A su vez, prevé que niñas, niños y adolescentes, sólo serán separados de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o de quienes tengan su custodia,  por circunstancias excepcionales y mediante orden de autoridad competente que así lo declare. 
Este derecho privilegia la convivencia de niñas, niños y adolescentes con sus padres o familiares, no solamente cuando estos se encuentren separados, sino también cuando se encuentren privados de su libertad, salvo que por resolución judicial y atendiendo al interés superior de la niñez, se encuentre restringido.
Cuando  niñas, niños y adolescentes sean privados de sus padres o familiares, las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios facilitarán su  localización y reunificación. Durante la localización de su familia, tendrán derecho a acceder a las modalidades de cuidados alternativos de carácter temporal que otorgará el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Atendiendo a los casos de traslados o retenciones ilícitas de niñas, niños y adolescentes se estará a lo dispuesto por el Código Penal y Código de Procedimientos Penales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Adopción
Ante el desamparo familiar, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza otorgará medidas especiales de protección, atendiendo a la legislación civil, asegurando que se les restituya su derecho a vivir en familia. La autoridad competente velará para que sean ubicados preferentemente con los demás miembros de su familia extensa o ampliada, siempre que esto no contravenga el interés superior de la niñez; sean recibidos por una familia de acogida o bien por una familia de acogimiento pre-adoptivo, en caso de que la familia extensa no pudiera hacerse cargo; o en atención a las características especiales de cada caso, sean colocados excepcionalmente y por el menor tiempo posible, en acogimiento residencial brindado por centros de asistencia social.
Explicación de la familia de acogida
Esta figura parte de la idea de que niñas, niños y adolescentes, en razón de su dignidad y condición, necesitan vivir y desarrollarse en un entorno afectivo, libre de violencia; de no ser esto posible en su familia extensa, pueden ser colocados en una familia que reúnan el perfil adecuado para garantizarles un ambiente que privilegie el goce de sus derechos.
De esta forma, se constituye la familia de acogida como una medida de protección temporal, que debe contar con la certificación de autoridad competente, a fin de brindar cuidado, protección, crianza positiva y la promoción del bienestar social de niñas, niños y adolescentes hasta que se pueda  asegurar una opción permanente con la familia extensa o adoptiva.
Certificado de Idoneidad
Sobre este último aspecto, el certificado de idoneidad para efectos de adopción representa un avance en la protección de los derechos de la niñez y adolescencia puesto que es requisito indispensable, a fin de llevar a cabo la asignación de una niña, niño o adolescente a una familia de acogida o a una familia de acogimiento pre-adoptivo. Dicho certificado se fundamenta en las valoraciones psicológicas, económicas, de trabajo social y todas  aquellas que sean necesarias para determinar la idoneidad del o los solicitantes de adopción, las cuales son llevadas a cabo por el Consejo Técnico de Adopciones del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado de Coahuila de Zaragoza, quienes deberán asegurarse que las condiciones en la familia de acogida o acogimiento pre-adoptivo son adecuadas para el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, atendiendo siempre al interés superior de la niñez. A su vez, dicho Consejo dará seguimiento a la convivencia conforme a la nueva situación en la familia de acogimiento pre-adoptivo, y en determinado caso, reincorporarlo al cuidado de los sistemas que correspondan o en su caso, gestionar una nueva asignación.

Los Sistemas Estatal y Municipales DIF, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán contar con un sistema de información que permita registrar niñas, niños y adolescentes que sean susceptibles de adopción entre particulares, así como el listado de personas solicitantes de adopción.
Adopción internacional
Tratándose de adopción internacional se estará a lo dispuesto por la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y demás disposiciones jurídicas aplicables.
Para garantizar este derecho, el Consejo Técnico de Adopciones, expedirá las autorizaciones y deberá llevar un registro de las mismas, a las personas que ejerzan profesiones en trabajo social y psicología o carreras afines de las instituciones públicas y privadas que realicen estudios socioeconómicos, psicológicos e informes psicosociales en materia adopción. Dicha autorización será revocada en los casos en las que las personas que laboren en las instituciones públicas o privadas contravengan los derechos de niñas, niños y adolescentes o incurran en actos contrarios al interés superior de la niñez.
Por otra parte, en el Capítulo Quinto se establece el derecho a la igualdad que supone el acceso de niñas, niños y adolescentes al mismo trato y oportunidades para el reconocimiento y goce de los derechos contenidos en esta Ley.
De tal manera, se prevé que las autoridades estatales o municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán contribuir con programas de alimentación, educación y médicos para la nivelación en el acceso a las oportunidades de niñas, niños y adolescentes, sobretodo para aquellos con mayor rezago económico o que enfrentan condiciones económicas y sociales desfavorables; promover la eliminación de costumbres y tradiciones que sean perjudiciales para este derecho; desarrollar campañas dirigidas a los ascendientes, tutores o custodios con la finalidad de preservar los derechos de niñas, niños y adolescentes; y establecer medidas expeditas cuando niñas, niños y adolescentes no cuenten con un legítimo representante para el ejercicio de sus derechos, todo esto con la finalidad de lograr el desarrollo integral de niñas, niños  y adolescentes.
El derecho a no ser discriminado señala que niñas, niños y adolescentes serán protegidos contra toda forma de discriminación, por lo que no deberá hacerse distinción, exclusión o restricción alguna de sus derechos, en razón de raza, origen étnico, nacional o social, idioma, sexo, religión, opiniones, condición socioeconómica, discapacidad, circunstancias de nacimiento, estado de salud o cualquier condición atribuible a ellos mismos o a su madre, padre, tutor, familiares o quienes ejerzan la custodia sobre ellos.
Las autoridades estatales y municipales tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar este derecho, Así mismo, las instancias públicas del Estado de Coahuila de Zaragoza y los organismos constitucionales autónomos estatales deberán entregar un reporte semestralmente, que contenga las medidas de nivelación, inclusión, o las acciones afirmativas que adopten, a la Dirección para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por lo que respecta al derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral, la ley señala  que a  niñas, niños adolescentes se les asegurará la protección y el cuidado que sean necesarios para su desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y armonioso, tanto físico como mental, material, espiritual, moral, cultural y social, en un ambiente sano y sustentable, siempre teniendo en cuenta el deber de los padres, o de quienes ejerzan la patria potestad sobre ellos o de sus tutores o custodios, de proporcionar dentro de sus posibilidades las condiciones de vida suficientes para su sano desarrollo.
El Estado de manera subsidiaria y mediante políticas públicas, programas y acciones, tendrá la obligación de crear las condiciones para que la familia pueda desempeñar sus derechos y obligaciones de manera adecuada y asegurar los derechos de niñas, niños y adolescentes cuando por cualquier circunstancia no pueda hacerlo, previa resolución de autoridad competente.
El Título Segundo, también contiene un capítulo denominado del “Derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal” en el que se asigna la responsabilidad a las autoridades estatales y municipales, para que en el ámbito de sus respectivas competencias adopten las medidas necesarias para que las niñas, niños y adolescentes vivan en contextos familiares, escolares, vecinales y estatales libres de violencia, de manera que se resguarde su integridad personal, física y emocional, a fin de lograr las mejores condiciones para favorecer su bienestar y desarrollo integral.
El Capítulo Noveno establece el derecho de niñas, niños y adolescentes al disfrute del más alto nivel posible de salud y a la rehabilitación  de la misma, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad conforme a la legislación aplicable. Por lo tanto, niñas y niños tienen derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán proporcionarse, tanto a ellos como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal.
Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para proteger este derecho, realizando acciones concretas para salvaguardar la integridad de niñas, niños y adolescentes, atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior de la niñez y la no discriminación. Es importante señalar que en todos los casos se respetará el derecho a la intimidad de niñas, niños y adolescentes, así como el derecho a la información de quienes detenten la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes  en relación a su estado de salud, de manera que cumplan con su obligación constitucional de proteger y exigir el cumplimiento del derecho a la salud.
Se atribuye a las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollar políticas para fortalecer la salud materno infantil y aumentar la esperanza de vida.
A su vez, la ley contempla el derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, que dispone que niñas, niños y adolescentes que estén mental o físicamente impedidos deberán disfrutar de una vida plena, en condiciones que aseguren su dignidad y les permitan llegar a bastarse por sí mismos, de manera que faciliten su participación activa en la sociedad. Por lo tanto, niñas, niños y adolescentes con discapacidad disfrutarán de los derechos reconocidos en la presente Ley, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, los tratados internacionales y demás leyes aplicables en igualdad de condiciones.
Es atribución de las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentar las medidas de nivelación, inclusión y acciones afirmativas conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; considerando los principios de participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad, respeto por la diferencia y la aceptación de personas con discapacidad como parte de la condición humana.

Con fundamento en el artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación, la Ley de Educación del Estado de Coahuila de Zaragoza, los tratados internacionales y demás disposiciones jurídicas aplicables, la presente Ley contempla, en el Capítulo Décimo Primero el derecho a la educación. Este  apartado señala que niñas, niños y adolescente tienen derecho a recibir una educación que contribuya al conocimiento de sus derechos, que garantice el respeto a su dignidad humana; el pleno y armonioso desarrollo de sus potencialidades y fortalezca el respeto a los derechos humanos. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o custodia, tendrán derecho a intervenir en la educación que habrá de darse a niñas, niños y adolescentes.
Las autoridades estatales deberán establecer medidas que garanticen la consecución de una educación de calidad y la igualdad en el acceso y permanencia en la misma. A su vez, llevarán a cabo las acciones necesarias para propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas, en el que se fomente la convivencia armónica y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, incluyendo la creación de mecanismos de mediación permanentes donde participen quienes ejerzan la patria potestad o tutela.
La ley también prevé el derecho de niñas, niños y adolescentes al descanso y al esparcimiento; al disfrute del juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en actividades culturales deportivas y artísticas, como factores primordiales de su desarrollo y crecimiento.
Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes no podrán imponerles regímenes de vida, estudio, trabajo o reglas de disciplina desproporcionadas a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, que impliquen la renuncia o menoscabo en el goce de estos derechos.
En lo que concierne a los derechos de la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia religión y cultura, el Capítulo Décimo Tercero dispone que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura y dichas libertades estarán sujetas únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger los derechos y libertades fundamentales de los demás. Así mismo, señala que corresponde a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o custodia de niñas, niños y adolescentes, guiarlos de conformidad con sus creencias religiosas y tradiciones culturales, según la evolución de sus facultades a fin de que contribuyan con su desarrollo integral.
Por otra parte, el apartado De los Derechos a la Libertad de Expresión y de Acceso a la Información, dispone, que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a expresar libremente sus pensamientos, ideas u opiniones tanto en el ámbito público como privado, ya sea oralmente, por escrito o medio impreso, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por ellos.

Aunado a lo anterior, niñas, niños y adolescentes también tendrán derecho al acceso a información y material que tenga como finalidad promover su bienestar intelectual, social, espiritual y moral, así como su salud física y mental, procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales.
Los padres o quienes ejercen la patria potestad tienen el deber de orientar a las niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de estos derechos a fin de que se contribuya a su desarrollo integral. A falta de quienes ejerzan la patria potestad serán los tutores o custodios.
El Gobierno Estatal y municipal deberá diseñar políticas públicas que permitan el ejercicio de este derecho, enfocadas principalmente, en medidas que aseguren su bienestar social y ético, así como su desarrollo cultural que los protejan de peligros  que ponga en peligro la vida, salud o desarrollo integral  de niñas, niños y adolescentes.
Niñas, niños y adolescentes tienen derecho, de manera individual y colectiva, a ser escuchados en todo procedimiento que conduzca a una decisión que afecte sus derechos, ya sea directamente o por medio de un representante u órgano apropiado de acuerdo a las disposiciones jurídicas aplicables.
Esta Ley, también establece el derecho a la participación que implica la posibilidad de niñas, niños y adolescentes de expresar su opinión, ser escuchados y tomados en cuenta respecto de los asuntos que conciernen a su familia, su comunidad y país, así como, en todos los asuntos que les afecten, siempre teniendo en cuenta dichas opiniones en función de la edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.
Es responsabilidad del Estado, la sociedad civil y de las instituciones públicas o privadas diseñar mecanismos que den un peso específico a la opinión de niñas, niños y adolescentes, en todos los aspectos que determinan su vida y su desarrollo, siempre tomando en cuenta el deber de cuidado y orientación de quienes ejercen la patria potestad, tutela o custodia.
Atendiendo al derecho de asociación y reunión, la Ley señala que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a asociarse y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas con otras personas, siempre y cuando sea con fines de carácter lícito. Este derecho no podrá ser restringido, al menos que se atente contra la seguridad y moral públicas, los derechos y libertades de los demás. 
El derecho a la intimidad dispone que niñas, niños y adolescentes no serán objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, y  en la protección de sus datos personales. 
Es importante señalar que no se considerará injerencia ilegal o arbitraria aquella que derive de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, en el cumplimiento del deber de orientar, supervisar y en su caso restringir, las conductas y hábitos de niñas, niños y adolescentes, siempre que atiendan al interés superior de la niñez.
Atendiendo a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, los tratados internacionales, la Ley General de Derechos de Niñas, Niños  Adolescentes, la presente Ley y demás disposiciones aplicables, niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos y garantías de seguridad jurídica y debido proceso. Las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza están obligadas a garantizar el goce de estos derechos y la protección y prevalencia del interés superior de la niñez.
El texto de la Ley establece que estarán exentos de responsabilidad penal niñas y niños a quienes se les atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito. Las autoridades estatales garantizarán que no sean detenidos, retenidos, ni privados de su libertad, ni sujetos a procedimiento alguno, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que correspondan a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia. A su vez, se asegurarán que niñas, niños y adolescentes tengan derechos en los procedimientos jurisdiccionales en que participen, entre otros, se les informe sobre la naturaleza del procedimiento y su participación; a tener un procedimiento expedito; garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela o guarda y custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento; que se preserve su derecho a la intimidad; y que se adopten las medidas necesarias para evitar la revictimización de niñas, niños y adolescentes que presuntamente son víctimas de la comisión de un delito o violación a sus derechos.
Lo que concierne a los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, es importante mencionar que el fenómeno de la migración es fomentado por diversas y complejas condiciones, el flujo de personas que abandona su lugar de origen es cada vez mayor, sin embargo, esto se vuelve más preocupante cuando quienes lo hacen son niñas, niños y adolescentes. Por lo anterior,  las autoridades estatales y municipales tienen  que poner especial énfasis en niñas, niños y adolescentes que se encuentren en esta situación para poderlos canalizar con las autoridades federales correspondientes  
Por lo tanto, la Ley establece que las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza deberán garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, acompañados, no acompañados, separados, nacionales, extranjeros y repatriados, independientemente de su nacionalidad o situación migratoria de conformidad con la Ley de Migración y su Reglamento, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, esta Ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables atendiendo en todo momento el principio del interés superior de la niñez y los estándares internacionales en la materia.
El Capítulo Vigésimo establece lo concerniente al derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet, conforme a lo previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Para tales efectos, las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza otorgarán las facilidades a efecto de coordinarse con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.  

Finalmente, en el último apartado, se establece el derecho de las niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales, entendiendo por esto, a niñas, niños y adolescentes en situación de adicciones, trabajo, cuyos padres se encuentren privados de libertad, víctimas de cualquier tipo de abuso, incluyendo cualesquiera de los delitos en materia de trata de personas establecidos en la Ley en materia de Trata de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza; sometidos a los procedimientos establecidos en la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza; y los considerados en “Situación de Calle”.

C. Patria Potestad, Tutela, Guarda o Custodia de Niñas, Niños y Adolescentes
Para asegurar a niñas, niños y adolescentes la protección y cuidados necesarios para su bienestar, se deben tomar en cuenta los derechos y obligaciones de  padres, tutores o custodios.
Por lo tanto, en el Título Tercero se consagra el deber de las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios de respetar y garantizar los derechos y las obligaciones de los padres o, en su caso, de los que tengan la tutela o custodia de impartir, en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas a niñas, niños y adolescentes para el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en esta Ley, en los Tratados Internacionales y demás disposiciones aplicables.

En caso de incumplimiento de las obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela, guarda o custodia se estará a lo dispuesto por esta Ley, el Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás leyes aplicables; si incurrieron en alguna conducta tipificada como delito, serán sancionados de acuerdo a lo previsto por el Código de Procedimientos Penales, Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás leyes aplicables.
Por otra parte, en materia de representación de niñas, niños y adolescentes, la presente Ley prevé que  a falta de quienes ejerzan la representación originaria de niñas, niños y adolescentes, o cuando por otra causa así lo determine el órgano jurisdiccional o autoridad administrativa competente, con base en el interés superior de la niñez, la representación en suplencia corresponderá a la Procuraduría de Protección competente.
D. Protección de Niñas, Niños y Adolescentes
Este apartado dispone lo relativo a los Centros de Asistencia Social, que serán los  responsables de garantizar la integridad física y psicológica de niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia.

Con la finalidad de garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes privados del cuidado parental o familiar, las autoridades estatales y municipales deberán determinar los requisitos para autorizar, registrar, certificar y supervisar dichos centros, en términos de esta Ley, la Ley General de Salud, la Ley de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza,  la Ley General  de Asistencia Social y la Ley de Asistencia Social del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones jurídicas aplicables

Relacionado con lo anterior, es importante mencionar que niñas, niños y adolescentes con discapacidad temporal o permanente; por ningún motivo, podrán ser discriminados para ser recibidos o permanecer en los centros de asistencia social.

Los centros de asistencia social deberán contar con un registro de niñas, niños y adolescentes bajo su custodia con la información de la situación jurídica en la que se encuentren, y remitirlo semestralmente a la Procuraduría de Protección del Estado de Coahuila de Zaragoza.

E. Protección y Restitución Integral de los Derechos de Niñas, Niños, y Adolescentes
Autoridades

En este apartado se establece la obligación de las autoridades estatales, municipales y de los organismos constitucionales de establecer y garantizar el cumplimiento de la política nacional y estatal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes.

Así también, señala las atribuciones de las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas  competencias, garantizando la protección y el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, debiendo tomar en cuenta los derechos y deberes de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia. De igual manera, sin perjuicio de lo anterior, es obligación de todos los integrantes de la sociedad coahuilense, el respeto y el auxilio en el goce y ejercicio de sus derechos.

La Procuraduría de Protección del Estado de Coahuila de Zaragoza 

Conforme a lo dispuesto por la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, se crea la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, que a su vez contará con representaciones regionales, con la finalidad de lograr mayor presencia y cobertura posible en los municipios. 

Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza

Para una adecuada protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, se crea el Sistema Estatal de Protección que tendrá distintas atribuciones, teniendo como eje rector, el fortalecimiento familiar con el fin de proteger de forma integral los derechos de niñas , niños y adolescentes de esta entidad.
El Sistema Estatal estará conformado por las dependencias y entidades de las administraciones locales vinculadas con la protección de estos derechos, conforme a lo que determinen las leyes del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios, será presidido por el Gobernador del Estado. Se deberá garantizar la participación de los sectores social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes.
Para el mejor cumplimiento de sus funciones, la coordinación del Sistema Estatal , recaerá en un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, que ejercerá las funciones de Secretaría Ejecutiva. 
Sistemas de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza
Con la finalidad de proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes, no sólo a nivel estatal sino también a nivel  municipal, se deberán crear los Sistemas de Protección Integral en todos los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, teniendo como eje rector el fortalecimiento familiar con el fin de proteger de forma integral los derechos de niñas, niños y adolescentes.
Los Sistemas Municipales de Protección Integral, serán presididos por sus respectivos Presidentes Municipales y estarán integrados por las dependencias e instituciones vinculadas con la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. A su vez, funcionarán y se organizarán de acuerdo a los lineamientos establecidos por el Sistema Estatal de Protección Integral.
Organismo de Protección de los Derechos Humanos
La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Coahuila de Zaragoza y los organismos de protección de los derechos humanos del Estado, deberán establecer áreas especializadas para la protección efectiva, observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Programas de Protección Estatal y Municipal de Niñas, Niños y Adolescentes
La ley prevé la elaboración de los Programas Estatal y Municipales de Protección a niñas, niños y adolescentes, que contendrán, las políticas, objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias en materia de ejercicio, respeto, promoción y protección integral de niñas niños y adolescentes. Así mismo indicará las acciones de mediano y largo alcance.

Evaluación y Diagnóstico

En este apartado se establece el deber de las autoridades estatales y municipales, según corresponda, de evaluar las políticas de desarrollo social relacionadas con la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Infracciones Administrativas
En este apartado se contemplan las infracciones y sanciones administrativas correspondientes, así como los procedimientos para su imposición e impugnación y las autoridades competentes para ello. 

Para la determinación de las sanciones se considerará: la gravedad de la infracción; el carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción; los daños que se hubieren producido o puedan producirse, la condición económica del infractor; y la reincidencia del infractor.

En tal virtud, nos permitimos someter a la consideración el siguiente proyecto de decreto: 

ARTÍCULO UNICO: Se expide la LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, en los siguientes términos:

LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
TÍTULO PRIMERO
De las Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en el territorio del Estado de Coahuila de Zaragoza, y tiene por objeto: 

I. Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos;

II. Garantizar el pleno goce, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes;

III. Regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Estatal y de los Sistemas Municipales de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes;

IV. Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política local y  estatal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, promoviendo la coordinación de las facultades y competencias correspondientes el gobierno del Estado y los municipios; y la actuación de los poderes Legislativo y Judicial, y los organismos constitucionales autónomos, 

V. Delimitar los lineamientos y mecanismos de organización y coordinación que deberán observar la administración pública, los organismos, asociaciones y agrupaciones en materia de niñez y adolescencia, que coadyuven directamente al desarrollo e implementación de acciones respecto a este sector de la población;

VI.   
Establecer las bases generales para la participación de los sectores privado y social en las acciones tendientes a garantizar la protección de niñas, niños y adolescentes. 
Artículo 2. Esta ley deberá aplicarse conjuntamente con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Convención Sobre los Derechos del Niño y demás tratados internacionales en Derechos Humanos de los que México sea parte, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 3. Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las autoridades estatales y municipales deberán: 

I. Garantizar un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos humanos en el diseño y la instrumentación de políticas y programas de gobierno;

II.    
Promover la participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los aspectos culturales, éticos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y adolescentes, en todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez;

III.   
Establecer mecanismos transparentes de seguimiento y evaluación de la implementación de políticas y programas gubernamentales en materia de respeto, protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes;

IV. 
Considerar de manera primordial, en lo que respecta a la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes, el interés superior de la niñez. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este principio rector.

Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, en lo individual o colectivo, se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales, e

V.      Incorporar en sus proyectos de presupuesto la asignación de recursos que permitan dar cumplimiento a las acciones establecidas por la presente Ley.  El Congreso del Estado establecerá en sus respectivos presupuestos, los recursos que permitan dar cumplimiento a las acciones establecidas por la presente Ley.

Artículo 4. El Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios, en el diseño y ejecución de políticas públicas deberán garantizar el máximo bienestar posible de niñas, niños y adolescentes, privilegiando su interés superior, tomando en cuenta su situación familiar y social. 

Las políticas públicas deberán contribuir a la formación física, psicológica, económica, social, cultural, ambiental, ética y cívica de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Acciones Afirmativas: Medidas temporales que las autoridades realizan en el ámbito de su competencia cuyo objetivo es corregir situaciones de desigualdad en el goce y disfrute de los derechos para lograr la igualdad entre niñas, niños y adolescentes. Se adecuarán a la situación a remediar y deberán ser legítimas y respetar los principios de justicia y proporcionalidad;

II. Acogimiento Residencial: Aquél brindado por centros de asistencia social como una medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar;

III. Adopción Internacional: Aquélla que se realice en términos de lo dispuesto por los tratados internacionales en la materia, especialmente en la Convención sobre la Protección de Menores y Cooperación en materia de Adopción Internacional. 

IV. Ajustes Razonables: Las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a niñas, niños y adolescentes con discapacidad el goce y disfrute, en igualdad de condiciones con los demás, de todos los derechos humanos;

V. Centro de Asistencia Social: El establecimiento, lugar o espacio de cuidado alternativo o acogimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin cuidado parental o familiar que brindan instituciones públicas, privadas y asociaciones;

VI. Certificado de Idoneidad: El documento expedido por el Consejo Técnico de Adopciones, , o por la autoridad central del país de origen de los adoptantes en los casos de adopciones internacionales, en virtud del cual se determina que los solicitantes de adopción son aptos para ello; 
VII. Constitución Federal: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

VIII. Constitución Estatal: Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IX. Convención: Convención Sobre los Derechos del Niño;

X. Familia de Origen: Aquélla compuesta por titulares de la patria potestad o tutela, respecto de quienes niñas, niños y adolescentes tienen parentesco ascendente hasta segundo grado, de conformidad con lo dispuesto en las leyes estatales de la materia.

XI. Familia Extensa o Ampliada: Aquélla compuesta por los ascendientes de niñas, niños y adolescentes en línea recta sin limitación de grado, y los colaterales hasta el cuarto grado;

XII. Familia de Acogida: Aquélla que cuente con la certificación de la autoridad competente y que brinde cuidado, protección, crianza positiva y la promoción del bienestar social de niñas, niños y adolescentes por un tiempo limitado hasta que se pueda asegurar una opción permanente con la familia de origen, extensa o adoptiva;

XIII. Familia de Acogimiento pre-adoptivo: Aquélla distinta de la familia de origen y de la extensa que acoge provisionalmente en su seno niñas, niños y adolescentes con fines de adopción, y que asume todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y protección, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez;

XIV. Informe de Adoptabilidad: El documento expedido por el Sistema Estatal para el Desarrollo de la Familia DIF, que contiene la información sobre la identidad, medio social, evolución personal y familiar que determina la adoptabilidad de niñas, niños y adolescentes;

XV. Ley General: Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes;

XVI. Órgano Jurisdiccional: Los juzgados o tribunales del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XVII. Procuraduría de Protección: La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XVIII. Programa Estatal: El Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XIX. Programa Municipal: El Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes de cada uno de los 38 Municipios;

XX. Protección Integral: Conjunto de mecanismos que se ejecuten en los tres órdenes de gobierno con el fin de garantizar de manera universal y especializada en cada una de las materias relacionadas con los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes de conformidad con los principios de esta Ley, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte;

XXI. Representación Coadyuvante: El acompañamiento de niñas, niños y adolescentes en los procedimientos jurisdiccionales y administrativos, que de manera oficiosa, quedará a cargo de la Procuraduría de Protección, sin perjuicio de la intervención que corresponda al Ministerio Público;

XXII. Representación Originaria: La representación de niñas, niños y adolescentes a cargo de quienes ejerzan la patria potestad o tutela, de conformidad con lo dispuesto en el Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXIII. Representación en Suplencia: La representación de niñas, niños y adolescentes a cargo de la Procuraduría de Protección, conforme a sus respectivos ámbitos de competencia, sin perjuicio de la intervención que corresponda al Ministerio Público;

XXIV. Sistema Estatal DIF: El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXV. Sistema Estatal de Protección Integral: El Sistema de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

XXVI. Sistema Municipal de Protección Integral: El Sistema de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes de los municipios del  Estado de Coahuila de Zaragoza, y

XXVII. Sistemas Municipales DIF: Los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, y

XXVIII. Tratados Internacionales: Los Tratados internacionales vigentes en materia de derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte.

 

Artículo 6. Son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre doce años cumplidos y hasta cumplir los dieciocho años de edad.

Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor de dieciocho años de edad, se presumirá que es adolescente. Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor o menor de doce años, se presumirá que es niña o niño.

Artículo 7. Para efectos de esta Ley, son principios, los siguientes:

I. Respeto a los derechos humanos;

II. El interés superior de la niñez;

III. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad de los derechos de niñas, niños y adolescentes, conforme a lo dispuesto en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Federal, así como en los tratados internacionales:

IV. La Igualdad y  no discriminación;

V. La inclusión;

VI. Derecho a la vida, supervivencia y desarrollo;

VII. La opinión y participación;

VIII. La interculturalidad;

IX. El de protección de la familia, que consiste en la obligación a cargo del Estado de proteger el desarrollo y organización de la familia como núcleo de la sociedad.

X. La integralidad  e interdisciplinariedad en el desarrollo de las políticas públicas eficaces;

XI. La corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autoridades;

XII. La transversalidad en la articulación, homologación y complementariedad de la legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales;

XIII. La autonomía progresiva;

XIV. El principio pro persona;

XV. El acceso a una vida libre de violencia, y

XVI. La accesibilidad.

Artículo 8. Es deber de la familia, la comunidad a la que pertenecen, del Estado y, en general, de todos los integrantes de la sociedad, el respeto y el auxilio para la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como garantizarles un nivel adecuado de vida para su desarrollo integral.

Artículo 9. Es obligación de toda persona que tenga conocimiento de casos de niñas, niños y adolescentes que sufran o hayan sufrido, en cualquier forma, violación de sus derechos, hacerlo del conocimiento inmediato de las autoridades competentes, de manera que pueda seguirse la investigación correspondiente y, en su caso, instrumentar las medidas cautelares, de protección y de restitución integrales procedentes en términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 10 . Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes: 

I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo; 

II. Derecho de prioridad; 

III. Derecho a la identidad; 

IV. Derecho a vivir en familia; 

V. Derecho a la igualdad;

VI. Derecho a no ser discriminado; 

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral; 

VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal; 

IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social; 

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad; 

XI. Derecho a la educación; 

XII. Derecho al descanso y al esparcimiento; 

XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura; 

XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acceso a la información; 

XV. Derecho de participación; 

XVI. Derecho de asociación y reunión; 

XVII. Derecho a la intimidad; 

XVIII. Derecho a la seguridad jurídica y al debido proceso; 

XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes; 

XX. Derechos de niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales, y 

XXI. Derecho al acceso a las tecnologías de información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones.

Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las medidas necesarias para garantizar el goce y disfrute de estos derechos a fin de lograr desarrollo integral de todas las niñas, niños y adolescentes sin discriminación de ningún tipo o condición.

TÍTULO SEGUNDO

De los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Capítulo Primero
Del Derecho a la Vida, a la Supervivencia y al Desarrollo

Artículo 11. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho intrínseco a la vida de conformidad con la Constitución Estatal y la Convención, a la supervivencia y al desarrollo, deberán vivir en condiciones que sean acordes a su dignidad y que garanticen su desarrollo integral.

Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser privados de la vida bajo ninguna circunstancia, ni ser utilizados en conflictos armados o violentos o en la comisión de conductas delictivas.
Quienes ejerzan la patria potestad, tutela, guarda y custodia tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos.

Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias,  deberán ayudar a dar efectividad a estos derechos brindando asistencia material particularmente en lo referente a la nutrición, vestimenta y a la vivienda a fin de garantizar el desarrollo de niñas, niños y adolescentes y prevenir cualquier conducta que atente contra su supervivencia. Del mismo modo, tiene el deber de investigar y sancionar efectivamente los actos de privación de la vida.

Capítulo Segundo
Del Derecho de Prioridad

Artículo 12. Es obligación del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios, la comunidad, la familia y la sociedad en general, asegurar con absoluta prioridad, el goce de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en los términos de lo previsto en la presente Ley, especialmente para que:

I. Reciban protección y socorro oportuno en cualquier circunstancia y en la oportunidad que se requiera, atendiéndoseles en igualdad de condiciones en todos los servicios, antes que los adultos;

II. Tengan preferencia en la formulación y ejecución de las políticas públicas necesarias para la protección de sus derechos, por lo que se deberá asignar mayores recursos a las instituciones públicas o privadas encargadas en la atención de sus necesidades, y

III. Prevalezca el interés superior de la niñez para el diseño y ejecución de las políticas públicas necesarias para su protección.  
Capítulo Tercero
Del Derecho a la Identidad

Artículo 13. Niñas, niños y adolescentes, desde su nacimiento, tienen derecho a contar con un nombre y apellido, nacionalidad, conocer su filiación y su origen, en la medida de lo posible, y a preservar su identidad previstos en la legislación aplicable en la materia, su pertenencia cultural, así como sus relaciones familiares; atendiendo en todo momento al interés superior de la niñez.

Niñas, niños y adolescentes nacionales o extranjeros, podrán comprobar su identidad con los documentos emitidos por la autoridad competente. La falta de documentación para acreditar su identidad no será obstáculo para garantizar sus derechos.

En los casos de reconocimiento  o negativa de reconocimiento de  la maternidad y paternidad de niñas, niños y adolescentes, así como en relación a los derechos y obligaciones derivados de la filiación y parentesco; se estará a lo dispuesto por el Código Civil y Código de Procedimientos Civiles del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Las autoridades estatales y municipales, deberán prioritariamente colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria para acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y adolescentes. Para facilitar esta labor, las Procuradurías de Protección, orientarán oportunamente a las autoridades.

 

Artículo 14.- Para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo anterior, las autoridades del Estado y Municipios deberán:

I. Facilitar la inscripción en el Registro Civil de forma inmediata de niñas, niños y adolescentes y a expedir de forma ágil y sin costo la primer copia certificada del acta correspondiente, y

II. Tomar en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez cuando haya procesos o procedimientos que deriven en cambio de apellidos de niñas, niños y adolescentes.

Capítulo Cuarto
Del Derecho a Vivir en Familia

Artículo 15. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en una familia. Siempre que sea posible, deberán crecer bajo la responsabilidad y el cuidado de sus padres y en todo caso en un ambiente de afecto y de seguridad física, moral, intelectual y material.

La falta de recursos no podrá considerarse motivo suficiente para separarlos de sus padres o de los familiares con los que convivan, ni causa para la pérdida de la patria potestad. Estas condiciones imputables directas exclusivamente a la pobreza económica y material no constituirán la única justificación para separar a niñas, niños o adolescentes del cuidado de sus padres, sino que deberán considerarse como un indicio de la necesidad de proporcionar a la familia el apoyo apropiado.

No serán considerados como supuestos de exposición o estado de abandono los casos en que las personas que ejerzan la patria potestad, por extrema pobreza o por necesidad de ganarse el sustento lejos del lugar de residencia, tengan dificultades para atender a niñas, niños y adolescentes de manera permanente, siempre y cuando  los mantengan al cuidado de otras personas, libres de violencia y provean su subsistencia.

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a instaurar políticas de fortalecimiento familiar con la finalidad de evitar la separación de niñas, niños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad y en su caso, la tutela; de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza respecto de las relaciones jurídicas familiares y los deberes derivados de éstas. 

Artículo 16. Niñas, niños y adolescentes no podrán ser separados de sus padres o de quienes que ejerzan la patria potestad sobre ellos o de sus tutores, y en términos de las disposiciones aplicables de sus custodios, sino mediante orden de autoridad competente que así lo declare y habiendo escuchado la opinión de niñas, niños y adolescentes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez y atendiendo a la preservación del interés superior de la niñez.

Salvo circunstancias excepcionales no deberá separarse a niñas y niños menores de seis años de su madre.

Niñas, niños y adolescentes cuyos padres o familiares que estén a su cargo, se encuentren separados, tendrán derecho a convivir o a mantener contacto directo de modo regular con ellos, salvo en los casos en que el órgano jurisdiccional competente determine que ello es contrario al interés superior de la niñez.

Así mismo, niñas, niños y adolescentes tienen derecho a convivir con sus padres o familiares cuando éstos se encuentren privados de su libertad. Las autoridades competentes en materia jurisdiccional y penitenciaria deberán garantizar este derecho y establecer las condiciones necesarias para que esta convivencia se realice de forma adecuada, conforme a  lo estipulado por la Ley de Ejecución de Penas y Medidas Judiciales del Estado de Coahuila de Zaragoza y las disposiciones jurídicas aplicables. Este derecho sólo podrá ser restringido por resolución del órgano jurisdiccional competente, siempre y cuando no sea contrario a su interés superior.

Artículo 17. Cuando niñas, niños y adolescentes sean privados de sus padres o familiares, las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios, pondrán todos los medios necesarios para facilitar su localización y reunificación, siempre y cuando no sea contrario a su interés superior.

Durante la localización de la familia de niñas, niños y adolescentes, tienen derecho a acceder a las modalidades de cuidados alternativos de carácter temporal, en tanto se incorporan a su familia.

Para efectos del párrafo anterior, el Sistema Estatal DIF deberá otorgar acogimiento correspondiente conforme lo previsto en esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 18. En los casos de traslados o retenciones ilícitas de niñas, niños y adolescentes, se estará a lo dispuesto en el Código Penal y Código de Procedimientos Penales.

Artículo 19.- El Sistema Estatal DIF, deberá otorgar medidas especiales de protección a niñas, niños y adolescentes que hayan sido separados de sus padres o familiares por resolución judicial y en cuanto sea aplicable, a los considerados en circunstancias especiales, de acuerdo a lo contemplado en el Capítulo Vigésimo Primero de la presente Ley. Atendiendo a la legislación civil, se asegurará que a niñas, niños y adolescentes se les restituya su derecho a vivir en familia, para lo cual determinará la opción más adecuada, de acuerdo a su interés superior, entre las siguientes:

I. Sean ubicados preferentemente con los demás miembros de su familia extensa o ampliada para su cuidado, siempre y cuando no sea contrario a su interés superior; 

II. Sean recibidos por una familia de acogida, en caso de no ser posible que la familia extensa pudiera hacerse cargo;

III. Sean recibidos por una familia de acogimiento pre-adoptivo, o 

IV. Sean recibidos, en acogimiento residencial brindado por centros de asistencia social el menor tiempo posible. Esta medida especial de protección tendrá carácter subsidiario dando prioridad a las opciones de cuidado en un entorno familiar. 

La Procuraduría de Protección, deberá registrar, capacitar, evaluar y certificar a las familias que resulten idóneas, tomando en cuenta los requisitos señalados para el acogimiento pre-adoptivo y será la responsable de dar seguimiento a la situación en la que se encuentren niñas, niños y adolescentes una vez que haya concluida la medida de restitución del derecho a vivir en familia.

Artículo 20. Las personas interesadas en acoger o adoptar niñas, niños y adolescentes que se encuentren bajo la tutela de la Procuraduría de Protección, podrán presentar ante dicha instancia la solicitud correspondiente.

La Procuraduría de Protección, en el ámbito de su competencia, realizará la valoración psicológica, médica, económica, de trabajo social y todas aquéllas que sean necesarias para determinar la idoneidad de quienes soliciten la adopción, en los términos de lo dispuesto por las leyes y reglamentos aplicables.  Los centros de salud del sector público que formen parte del sistema estatal de salud quedan obligados a auxiliar a la Procuraduría de Protección con la práctica de las pruebas médicas que establezca el reglamento respectivo.

Para el caso de que las personas interesadas no sean derechohabientes del sistema público de salud, podrán solicitar a la Procuraduría de Protección que les indique el nombre y dirección de los centros de salud del sector privado que se encuentren autorizados para practicarles las pruebas médicas que señale el reglamento respectivo.  

  

La asignación de niñas, niños o adolescentes sólo podrá otorgarse a los solicitantes que cuenten con certificado de idoneidad expedido por el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia. Para tal efecto se observará lo siguiente:

I. Niñas, niños y adolescentes, siempre que sea posible de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, serán escuchados y su opinión será fundamental para la determinación que adopte el órgano jurisdiccional competente;
II. Se tomará en cuenta que las condiciones en la familia de acogimiento pre-adoptiva sean adecuadas para el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez;
III. Se tomará en consideración el grado de parentesco; la relación de afinidad y de afectividad; el origen, la comunidad y las condiciones culturales en que se desarrollen niñas, niños y adolescentes, y
IV. Se procurará no separar a hermanas y hermanos, pero si hubiere necesidad de ello, se establecerán medidas para que mantengan vínculos de convivencia, contacto y comunicación permanente.
Artículo 21. Una vez autorizada la asignación de niñas, niños o adolescentes a una familia de acogida pre-adoptiva, la Procuraduría de Protección, deberá dar seguimiento a la convivencia entre ellos y al proceso de adaptación conforme a su nueva situación, con la finalidad  de prevenir o superar las dificultades que se puedan presentar.

Si no se lograran consolidar las condiciones de adaptación de niñas, niños y adolescentes con la familia de acogida pre-adoptiva, la Procuraduría de Protección iniciará el procedimiento correspondiente para reincorporarlos al sistema que corresponda y de ser necesario, realizar una nueva asignación.

Corresponde al Sistema Estatal DIF revocar la asignación y ejercer las facultades que le otorgan la presente ley y demás disposiciones aplicables, cuando se violenten los derechos de niñas, niños y adolescentes que hayan sido asignados.

Artículo 22. El Sistema Estatal DIF deberá contar con un sistema de información que permita registrar a niñas, niños y adolescentes cuya situación jurídica o familiar permita que sean susceptibles de adopción, así como el listado de las personas solicitantes de adopción, adopciones concluidas e informar de manera trimestral a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes.

Artículo 23. Los sistemas municipales DIF en el ámbito de su competencia deberán contar con un sistema de información que permita registrar niñas, niños y adolescentes que sean susceptibles de adopción entre particulares, así como el listado de las personas solicitantes de adopción. 

Artículo 24. En materia de adopción, las leyes de la entidad  deberán contener disposiciones mínimas que abarquen lo siguiente:

I. Prever que niñas, niños y adolescentes sean adoptados en pleno respeto de sus derechos, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez;

II. Asegurar que se escuche y tome en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, en términos de la presente Ley; 

III. Garantizar que se asesore jurídicamente, tanto a quienes consientan la adopción, como a quienes la acepten, a fin de que conozcan los alcances jurídicos, familiares y sociales de la misma;

IV. Disponer las acciones necesarias para verificar que la adopción no sea motivada por beneficios económicos para quienes participen en ella, y

V. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, velarán porque en los procesos de adopción se respeten las normas aplicables.

Artículo 25. Tratándose de adopción internacional, se estará a lo dispuesto por la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 26. El Sistema Estatal DIF expedirá las autorizaciones y deberá llevar un registro de las mismas, a las personas que ejerzan profesiones en el trabajo social y psicología o carreras afines de las instituciones públicas y privadas que realicen estudios socioeconómicos, psicológicos e informes psicosociales en materia de adopción, siempre y cuando cumplan  con los requisitos que establece el artículo 32 de la Ley General.

El Sistema Estatal DIF revocará la autorización a la que se refiere el párrafo anterior, y registrará la cancelación, en los casos en que las personas que laboren en las instituciones públicas y privadas contravengan los derechos de niñas, niños y adolescentes o incurran en actos contrarios al interés superior de la niñez, por lo que serán inhabilitadas y boletinadas, a fin de evitar adopciones contrarias al interés superior de la niñez. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones previstas en las disposiciones jurídicas aplicables. Cualquier persona podrá presentar una queja ante el  Sistema Estatal DIF.

Para la revocación de las autorizaciones e inhabilitación a que se refiere este artículo, se estará a las disposiciones en materia de procedimiento administrativo.

Artículo 27. Las autoridades competentes en materia de desarrollo integral de la familia e instituciones públicas ofrecerán orientación, cursos y asesorías, así como servicios terapéuticos en materia de pareja, de maternidad y paternidad, entre otros.

Capítulo Quinto
Del Derecho a la Igualdad

Artículo 28. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al mismo trato y acceso de oportunidades para el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos contenidos en la presente Ley, a fin de lograr su desarrollo integral.

 

Con el fin de garantizar la igualdad entre niñas, niños y adolescentes, las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán realizar las siguientes acciones:

I. Contribuir con programas de alimentación, educación, y salud para la nivelación en el acceso a las oportunidades de niñas, niños y adolescentes, especialmente para aquellos que pertenezcan a grupos y regiones con mayor rezago educativo o que enfrenten condiciones económicas y sociales desfavorables;

II. Promover la eliminación de costumbres y tradiciones que sean perjudiciales para el acceso al mismo trato y oportunidades entre niñas y los niños y las adolescentes y los adolescentes;

III. Desarrollar campañas encaminadas a promover la responsabilidad de preservar los derechos de niñas, niños y adolescentes dirigidas a los ascendientes, tutores o custodios para de niñas, niños y adolescentes, y

IV. Establecer medidas expeditas, en los casos, en que niñas, niños y adolescentes no cuenten con un legítimo representante para el ejercicio de sus derechos.       
Capítulo Sexto
Del Derecho a No ser Discriminado
Artículo 29. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser discriminados, por lo que no deberá hacerse distinción, exclusión o restricción alguna de sus derechos, en razón de su raza, origen étnico, nacional o social, idioma, sexo, religión, opiniones, condición socioeconómica, discapacidad, circunstancias de nacimiento, estado de salud o cualquier otra condición atribuible a ellos mismos o a su madre, padre, tutor, familiares o quienes ejerzan la custodia sobre ellos.

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán:

I. Llevar a cabo acciones especiales para prevenir, atender y erradicar la discriminación múltiple de la que son objeto niñas, niños y adolescentes, especialmente en cualesquiera de las circunstancias especiales contempladas en la presente Ley o cualquiera otra condición de marginalidad;

II. Adoptar medidas y realizar acciones afirmativas, cuando sean necesarias, para garantizar que niñas y las adolescentes tengan igualdad de trato y oportunidades que los niños y los adolescentes;

III. Promover e impulsar un desarrollo integral de igualdad entre niñas, niños y adolescentes, erradicando usos, costumbres o prácticas culturales que promuevan cualquier tipo de discriminación de niñas, niños y adolescentes, atendiendo a los principios rectores de esta Ley, 

IV. Emprender, por si o en coordinación con grupos representativos de los sectores vulnerables, campañas de información en los medios de comunicación, donde se difundan y promuevan contenidos para prevenir prácticas discriminatorias especialmente contra niñas, niños y adolescentes; e

V. Impulsar políticas públicas encaminadas al fortalecimiento familiar, a fin de que todas las niñas, los niños y los adolescentes logren un desarrollo integral y accedan a las mismas oportunidades a lo largo de su vida.

  

Artículo 30. Las instancias públicas del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los organismos constitucionales autónomos estatales deberán reportar semestralmente a la Dirección para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación del Estado de Coahuila de Zaragoza, las medidas de nivelación, inclusión, o las acciones afirmativas que adopten, para su registro y monitoreo, en los términos de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los reportes deberán contener la información seccionada por edad, sexo, escolaridad y municipio. 

Capítulo Séptimo
Del Derecho a Vivir en Condiciones de Bienestar y a un Sano Desarrollo Integral

Artículo 31. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente sano y sustentable, y en condiciones adecuadas que permitan su desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y armonioso, tanto físico como mental, material, espiritual, ético, cultural y social.

Corresponde en principio y directamente a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes proporcionar dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida suficientes para su desarrollo integral.

Las autoridades estatales y municipales, estarán obligadas de manera subsidiaria, en el ámbito de sus respectivas competencias, mediante políticas públicas, programas y acciones a crear condiciones para que la familia pueda desempeñar sus derechos y obligaciones de manera adecuada para asegurar los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Capítulo Octavo
Derecho de Acceso a una Vida Libre de Violencia y a la Integridad Personal
Artículo 32. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un contexto libre de violencia y a que se resguarde su integridad personal, física y emocional, a fin de lograr las mejores condiciones para favorecer su bienestar y desarrollo integral, protegiéndolos contra cualquier forma de descuido, abandono, violencia y explotación, así también a no ser sometidos a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes.

La niñez y adolescencia tienen derecho a ser protegidas contra cualquier forma de abuso y explotación sexual comercial, en cualquiera de sus modalidad tales como: tráfico, prostitución, pornografía, turismo sexual infantil, u otras prácticas análogas. Por tanto, está prohibido publicar, reproducir, exponer, vender o utilizar, en cualquier forma, imágenes o fotografías de las personas a que se refiere esta Ley para ilustrar informaciones referentes a acciones u omisiones que se les atribuyan, sean de carácter delictivo o de contravención con la moral o las buenas costumbres, hayan participado o hayan sido testigos o víctimas de estos hechos, si se afecta su dignidad, de conformidad a lo que establezca la legislación penal aplicable.

El Gobierno del Estado a través del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, establecerá programas permanentes y gratuitos de asistencia y atención integral a las niñas, niños y adolescentes que hayan sido víctimas de explotación sexual comercial.

Artículo 33. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán adoptar las medidas necesarias para que niñas, niños y adolescentes vivan en contextos familiares, escolares, vecinales y estatales libres de violencia, por lo que deberán:

I. Prevenir, sancionar y erradicar los casos en que niñas, niños o adolescentes se vean afectados por las acciones u omisiones a que se refiere el artículo 47 de la Ley General;

II. Implementar las medidas apropiadas para prevenir, sancionar y erradicar cualquier tipo de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes con discapacidad;

III. Adoptar las medidas apropiadas de conformidad con la legislación correspondiente para promover la recuperación física, psicológica y la integración social de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia para lograr el goce y restitución de sus derechos;

IV. Fomentar y apoyar programas de educación para crear conciencia sobre las consecuencias de la violencia ejercida contra niñas, niños y adolescentes, los problemas derivado de ella, los medios de prevenirla y evitarla;

V. Promover la creación de espacios que sirvan de albergues temporales, para las niñas, niños y adolescentes receptores de violencia en cualquier modalidad;

VI. Promover foros de discusión sobre todos los aspectos de la violencia ejercida contra niñas, niños y adolescentes;

VII. Garantizar su reincorporación a la vida cotidiana, en un ambiente que fomente la salud física y psicológica, el respeto y la dignidad de niñas, niños y adolescentes, para su desarrollo integral, y

VIII. Elaborar protocolos de atención en los que se considere su situación familiar, su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez para la implementación de las acciones de asistencia y protección respectivas, así como para la reparación integral del daño.

 

Capítulo Noveno 
Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social
Artículo 34. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad de conformidad con la legislación aplicable. 

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán a fin de:

I. Asegurar la prestación de la asistencia médica y sanitaria para la prevención, detección oportuna, tratamiento y rehabilitación que sean necesarias a niñas, niños y adolescentes, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria;

II. Implementar programas de reducción de índice de enfermedad y mortalidad infantil;

III. Promover en todos los grupos de la sociedad y, en particular, en quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, de niños, niñas y adolescentes, los principios básicos de la salud, la nutrición, la higiene y el saneamiento ambiental, las medidas de prevención de accidentes, las ventajas de la lactancia materna exclusiva dentro de los primeros seis meses y complementaria hasta los dos años;

IV. Adoptar medidas tendientes a la eliminación de prácticas culturales, usos y costumbres que sean perjudiciales para la salud de niñas, niños y adolescentes;

V. Proteger y orientar a las niñas, niños y adolescentes sobre los perjuicios y consecuencias negativas del consumo de drogas, estupefacientes, uso de tecnologías o cualquier otra situación generadora de dependencia o adicción.

VI. Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación y asesoría a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, y cuidados en materia de salud reproductiva de conformidad con la Ley de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza;

VII. Establecer las medidas tendientes a prevenir embarazos de niñas y  adolescentes enfocadas en el acceso a oportunidades, permanencia escolar y la creación de un programa de vida;

VIII. Asegurar la prestación de servicios de atención médica respetuosa, efectiva e integral durante el embarazo, parto y puerperio a través de los centros de salud pública a la adolescente embarazada y en caso de que sea necesario, los suplementos vitamínicos para completar su dieta y la del recién nacido durante el período de lactancia;

IX. Impulsar programas de prevención e información, así como la asistencia para   combatir la desnutrición crónica y aguda, sobrepeso y obesidad, así como otros trastornos de conducta alimentaria mediante la promoción de una alimentación equilibrada, el consumo de agua potable y el fomento del ejercicio físico;

X. Proporcionar complementos alimenticios a las niñas, niños y adolescentes que lo requieran;

XI. Ampliar los programas para proporcionar alimentos a los menores de edad que por su precaria condición económica y salud lo requieran; 

XII. Fomentar y ejecutar los programas de vacunación,  el control de la niñez y adolescencia sana para vigilar su crecimiento y desarrollo en forma periódica;

XIII. Atender de manera especial las enfermedades respiratorias, renales, gastrointestinales, epidémicas, cáncer, VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión sexual e impulsar programas de prevención e información sobre éstas;

XIV. Establecer acciones encaminadas a la prevención y detección temprana de discapacidades a efecto de reducir al máximo la aparición de discapacidades y asegurar los mayores niveles de atención y rehabilitación;

XV. Disponer lo necesario para que niñas, niños y adolescentes con discapacidad reciban la atención apropiada a su condición, que los rehabilite, mejore su calidad de vida, facilite su interacción e inclusión social y permita el goce igualitario de sus derechos;

XVI. Proporcionar el acceso a los bienes, servicios, ayudas técnicas y rehabilitación que requieren niñas, niños y adolescentes con discapacidad;

XVII. Erradicar la esterilización de niñas, niños y adolescentes;

XVIII. Establecer las medidas para que en los servicios de salud se atiendan de manera especial los casos en que niñas, niños y adolescentes sean víctimas de delitos o de cualquier tipo de violencia;

XIX. Establecer medidas tendientes a la prevención, atención, combate y rehabilitación de los problemas de salud pública causados por las adicciones; y

XX. Establecer medidas tendientes a que en los servicios de salud se detecten y atiendan de manera especial los casos de niñas, niños y adolescentes con problemas de salud mental.

En todos los casos se respetará el derecho a la intimidad de niñas, niños y adolescentes, conforme al artículo 49 de la presente Ley, así como el derecho a la información de quienes detenten la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niños niñas y adolescentes en relación a su estado de su salud, para cumplir con su obligación constitucional de proteger y exigir el cumplimiento del derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes.

En ese sentido, los hospitales y clínicas públicas o privadas, proporcionarán las condiciones necesarias para la permanencia de quienes ejerzan la patria potestad, tutela, guarda o custodia cuando la persona a la que se refiere la Ley, sea internada siempre cuando no sea contraria a su interés o a las normas en materia de salud.

Artículo 35. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias y de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, deberán garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a la seguridad social. 

Artículo 36. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, deben desarrollar políticas para fortalecer la salud materno-infantil y aumentar la esperanza de vida.

Capítulo Décimo
Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad
Artículo 37. Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a la igualdad de condiciones con los demás niñas, niños y adolescentes, a vivir incluidos en la comunidad y a disfrutar de los derechos contenidos en la presente Ley, la Constitución Federal, la Constitución Estatal, los tratados internacionales y demás leyes aplicables. 

Artículo 38. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a implementar medidas de nivelación, de inclusión y acciones afirmativas en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables  considerando los principios de participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad, respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la condición humana para lo cual deberán:

I. Realizar ajustes razonables para fomentar la inclusión social y establecer el diseño universal de accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos de la legislación aplicable;

II. Dotar a las instalaciones que ofrezcan trámites y servicios a niñas, niños y adolescentes con discapacidad, de señalización en Braille y formatos accesibles de fácil lectura y comprensión y procurarán ofrecer otras medidas de asistencia e intermediarios, así como un intérprete o aquellos medios tecnológicos que les permitan obtener información de forma comprensible;

III. Realizar acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios respecto de su discapacidad; 

IV. Ofrecer apoyos educativos y formativos para quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, a fin de aportarles los medios necesarios para que puedan fomentar su desarrollo y vida digna;

V. Promover acciones interdisciplinarias para el estudio, diagnóstico temprano, tratamiento y rehabilitación de las discapacidades de niñas, niños y adolescentes que en cada caso se necesiten, asegurando que sean accesibles a las posibilidades económicas de sus familiares y bajo las normas científicas requeridas, observando ante todo la salvaguarda de los derechos humanos;

VI. Prevenir la ocultación, abandono, negligencia y segregación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, así como cualquier tipo de explotación o trato discriminatorio, abusivo o degradante;

VII. Disponer acciones que permitan ofrecerles cuidados elementales gratuitos, acceso a programas de estimulación temprana, servicios de salud, rehabilitación, esparcimiento, actividades ocupacionales, así como a la capacitación para el trabajo;

VIII. Establecer mecanismos que permitan la recopilación periódica y sistemática de información y estadística de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, que permita una adecuada formulación de políticas públicas en la materia. Dichos reportes deberán desagregarse, al menos, por sexo, edad, escolaridad, municipio y tipo de discapacidad; 

IX. Promover la firma y cumplimiento de instrumentos en materia de discapacidad, y

X. Promover convenios de colaboración y coordinación entre las instancias públicas y privadas estales, nacionales  e internacionales para el cumplimiento de las acciones previstas en este Capítulo.

Capítulo Décimo Primero
Derecho a la educación
Artículo 39. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una educación de calidad y libre de violencia que contribuya al conocimiento de sus derechos, que garantice el respeto a su dignidad humana; el pleno y armonioso desarrollo de sus potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto a los derechos humanos, en los términos del artículo 3 de la Constitución Federal, la Constitución Estatal, la Ley General de Educación, la Ley de Educación del Estado de Coahuila de Zaragoza, los tratados internacionales y demás disposiciones aplicables. 

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, tendrán derecho a intervenir en la educación que habrá de darse a niñas, niños y adolescentes. 

Las autoridades estatales, en el ámbito de sus respectivas competencias garantizarán la consecución de una educación de calidad y la igualdad en el acceso y permanencia en la misma, a fin de preparar a las niñas, niños y adolescente para una vida adulta responsable, con espíritu cívico, enalteciendo los valores de paz, solidaridad, equidad, fraternidad, tolerancia y respeto hacia los demás; para tal efecto deberán:

I. Proporcionar la atención educativa que niñas, niños y adolescentes requieran para su pleno desarrollo, para lo cual, los programas respectivos deberán considerar la edad, madurez, circunstancias particulares y tradiciones culturales, para prepararlos para la vida con un espíritu crítico, reflexivo y analítico;

II. Brindar una educación que fomente el amor a la familia, al Estado, a la Patria, creando una conciencia de solidaridad, independencia y justicia social;

III. Adoptar medidas orientadas hacia el pleno ejercicio del derecho a la educación;

IV. Establecer medidas para garantizar la gratuidad de la educación pública obligatoria y para procurar la accesibilidad material, económica y geográfica a la educación;

V. Establecer las condiciones necesarias para fortalecer la calidad educativa, tales como la relevancia y pertinencia del currículo, la disposición de la infraestructura y equipamiento adecuados para el aprendizaje y para las prácticas de enseñanza y la evaluación docente;

VI. Destinar recursos humanos, materiales y presupuestarios adecuados para garantizar la educación de calidad y prestar servicios educativos en condiciones de normalidad mínima, para el buen desempeño de la tarea docente y el logro del aprendizaje de los educandos;

VII. Incrementar salas de lectura y bibliotecas especialmente diseñadas para facilitar a las niñas, niños y adolescentes su acceso a la información y formación intelectual;

VIII. Promover acciones que garanticen que sean inscritos y concurran a las escuelas para que reciban su educación básica;

IX. Adaptar el sistema educativo a las condiciones, intereses y contextos específicos de niñas, niños y adolescentes para garantizar su permanencia en el sistema educativo;

X. Evitar la discriminación en materia de oportunidades educativas, estableciendo los mecanismo que se requieran para contrarrestar las razones culturales, sociales, económicas  de cualquier otra índole que propicien dicha discriminación;

XI. Propiciar la preservación de la familia, como célula básica de la sociedad, para desarrollar actitudes solidarias entre las niñas, niños y adolescentes; a fin de fomentar la salud, los valores fundamentales, la libertad y el respeto absoluto a la dignidad humana; 

XII. Establecer acciones afirmativas para garantizar el derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes de grupos y regiones con mayor rezago educativo, dispersos o que enfrentan situaciones de vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter socioeconómico, físico, mental, de identidad cultural, origen étnico o nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con su sexo, creencias religiosas o prácticas culturales;

XIII. Garantizar planes y programas de estudio dirigidos a las niñas, niños y adolescentes indígenas, para promover el respeto y la conservación de sus usos y costumbres, el empleo de su propio idioma y el acceso a los conocimientos generados por su propio grupo étnico;

XIV. Fomentar el otorgamiento de becas en las instituciones de educación públicas y privadas a fin de apoyar a las familias de escasos recursos para que sus hijas e hijos continúen con su formación educativa;

XV. Implementar mecanismos para la atención, canalización y seguimiento de los casos que constituyan violaciones al derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes;  

XVI. Fomentar la convivencia escolar armónica y sin violencia; así como la generación de mecanismos para la discusión, debate y resolución pacífica de conflictos;

XVII. Fomentar que en materia de educación y cultura las niñas, niños y adolescentes tengan el derecho inalienable a las mismas oportunidades de acceso y permanencia a la educación obligatoria;

XVIII. Conformar una instancia multidisciplinaria responsable que establezca mecanismos para la prevención, atención y canalización de los casos de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o cualquier otra forma de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes que se suscite en los centros educativos;

XIX. Elaborar protocolos de actuación sobre situaciones de acoso o violencia escolar para el personal y para quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia;

XX. Garantizar el pleno respeto al derecho a la educación y la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Estatal, desarrollando y aplicando normas y reglamentos que eviten su discriminación y las condiciones de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcionen los apoyos didácticos, materiales y técnicos y cuenten con personal docente capacitado;

XXI. Propiciar que las niñas, niños y adolescentes con un potencial intelectual superior al normal o con algún grado discapacidad reciban atención especial en centros educativos, adecuar los métodos de enseñanza a sus necesidades particulares y contar con las condiciones adecuadas que les permita integrarse a la sociedad;

XXII. Establecer mecanismos para la expresión y participación de niñas, niños y adolescentes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez que permita atender y tomar en cuenta sus intereses y preocupaciones en materia educativa;

XXIII. Garantizar en todo momento que los profesores y el personal que labora en los centros educativos respeten la integridad de niñas, niños y adolescentes bajo su cargo;

XXIV. Impedir que en las instituciones educativas públicas y privadas se apliquen medidas de disciplina que no estén previamente establecidas, sean contrarias a su dignidad, atenten contra su vida o su integridad física o mental asimismo, que niñas, niños y adolescentes sean escuchados cuando estén involucrados en alguna falta;

XXV. Proporcionar una educación de respeto y conocimiento de la naturaleza, informando a niñas, niños y adolescentes, sobre la importancia de un medio ambiente saludable, capacitándolos sobre el aprovechamiento positivo de éste, el uso responsable de los recursos naturales, asimismo fomentar la cultura ecológica;

XXVI. Prohibir que en los centros educativos se impongan medidas correctivas, sanciones disciplinarias o baja del sistema educativa a los estudiantes por causa de embarazo, lactancia o cuando estén sujetos a un procedimiento de orden penal;

XXVII. Establecer medidas que garanticen el acceso y permanencia de niñas y adolescentes embarazadas y faciliten su reingreso al sistema educativo estatal.

XXVIII. Establecer mecanismos para fomentar el uso responsable y seguro de las tecnologías de información y comunicación; 

XXIX. Fomentar el interés por la ciencia y las actitudes que estimulen la investigación científica y el desarrollo tecnológico, y

XXX. Realizar todas aquellas acciones que contribuyan a asegurar su desarrollo integral.

Artículo 40. La educación, además de lo dispuesto en las disposiciones jurídicas aplicables, tendrá los siguientes fines:

I. Fomentar en niñas, niños y adolescentes los valores fundamentales y el respeto de la propia identidad, así como a las diferencias culturales y opiniones diversas;

II. Contribuir al desarrollo armónico e integral de las aptitudes y las potencialidades de niñas, niños y adolescentes para elevar sus niveles de participación, responsabilidad y solidaridad en la construcción de la democracia;

III. Garantizar la adecuada incorporación del educando a la vida cultural, cívica y productiva de la entidad mediante la aplicación de programas y contenidos de calidad;

IV. Favorecer el desarrollo de facultades para adquirir conocimientos, destrezas, habilidades, aptitudes, actitudes, valores y competencias para la vida, así como la capacidad de observación, análisis crítico, reflexivo y científico de la realidad, como base para la búsqueda de soluciones a los problemas de la comunidad y su país;

V. Permitir a la niña, niño o adolescente incorporarse a la sociedad y, en su oportunidad, desarrollar una actividad productiva;  
VI. Inculcar a niñas, niños y adolescentes sentimientos de identidad y pertenencia a su escuela, comunidad y nación, así como su participación activa en el proceso educativo y actividades cívicas en términos de las disposiciones jurídicas aplicables ;

VII. Crear y fortalecer una conciencia histórica de la identidad regional, estatal y nacional, resaltando los principios de justicia, libertad y solidaridad;  
VIII. Inducir el conocimiento y la práctica de la democracia como la forma de gobierno y convivencia que permite a todos participar en la toma de decisiones para el mejoramiento de la sociedad;  
IX. Impulsar la creación artística y propiciar la adquisición, el enriquecimiento y la difusión de los bienes y valores de la cultura universal, en especial de aquéllos que constituyen el patrimonio cultural de la Nación y el Estado;  
X. Apoyar y desarrollar programas, cursos y actividades que fortalezcan la enseñanza de los padres de familia o tutores respecto al valor de la igualdad y solidaridad entre las hijas e hijos, la prevención de la violencia escolar desde el hogar y respeto a sus maestros;

XI. Orientar a los adolescentes respecto a la formación profesional, las oportunidades de empleo y las posibilidades de carrera;

XII. Procurar las condiciones necesarias para la erradicación de las desigualdades sociales y contribuir de esta manera a la construcción y desarrollo de una sociedad con mejores condiciones de vida;

XIII. Apoyar a niñas, niños y adolescentes que sean víctimas de maltrato y la atención especial de quienes se encuentren en situación de riesgo;

XIV. Prevenir el delito y las adicciones, mediante el diseño y ejecución de programas;

XV. Emprender, en cooperación con quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como con grupos de la comunidad, la planificación, organización y desarrollo de actividades extracurriculares que sean de interés para niñas, niños y adolescentes;

XVI. Impartir los conocimientos sobre la sexualidad, la reproducción humana, la planificación familiar, la paternidad y maternidad responsables; así como la prevención de enfermedades de transmisión sexual, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, fomentando la participación en todo momento de quienes detenten la patria potestad o tutela;

XVII. Prestar servicios educativos para atender a quien abandonaron el sistema regular y se encuentran en situación de rezago y llevar a cabo las acciones necesarias para que ninguna institución educativa, niegue el ingreso, permanencia, matrícula o acceso de una niña o adolescente embarazada o lactante, debiendo otorgársele protección y facilidades apropiadas a su permanencia o reincorporación;

XVIII. Fortalecer la educación especial;

XIX. Encauzar el desarrollo y la aplicación de la ciencia y la tecnología en atención a los requerimientos de la sociedad;

XX. Impulsar actitudes de respeto al medio ambiente y de responsabilidad solidaria con las generaciones presentes y futuras;

XXI. Fortalecer en los educandos una cultura cívica que promueva el respeto a los símbolos patrios y los de la entidad, mediante el desarrollo de proyectos formativos e informativos de acuerdo a las disposiciones de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales y aquellas vigentes en la entidad con relación al escudo e himno coahuilenses;  
XXII. Fomentar en el individuo la cultura de la informática y de una segunda lengua, sin menoscabo de la enseñanza del español;

XXIII. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de las personas ante ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia en cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los derechos humanos y el respeto a los mismos, y

XXIV. Difundir los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y las formas de protección con que cuentan para ejercerlos, fomentando una conciencia de respeto a los derechos de las personas y de la sociedad para propiciar una mejor convivencia humana.

Artículo 41. Sin perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones jurídicas aplicables, las autoridades competentes llevarán a cabo las acciones necesarias para propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia y de discriminación en las instituciones educativas, en el que se fomente la convivencia armónica y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, incluyendo la creación de mecanismos de mediación permanentes donde participen quienes ejercen la patria potestad o tutela.

Para efectos del párrafo anterior, las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, y las instituciones académicas se coordinarán para:

I. Diseñar estrategias y acciones para la detección temprana, contención, prevención y erradicación del acoso o la violencia escolar en todas sus manifestaciones, que contemplen la participación de los sectores público, privado y social, así como indicadores y mecanismos de seguimiento, evaluación y vigilancia;

II.  Desarrollar actividades de capacitación para servidores públicos y para el personal administrativo y docente;

III. Impulsar cursos y programas dirigidos a los padres de familia o tutores, que les permitan dar mejor atención a sus hijos y fortalezcan el valor de la igualdad y solidaridad entre las hijas e hijos, la prevención de la violencia escolar desde el hogar y el respeto a sus maestros;

IV. Establecer mecanismos gratuitos de atención, asesoría, orientación y protección de niñas, niños y adolescentes involucrados en una situación de acoso o violencia escolar;

V. Establecer y aplicar las sanciones que correspondan a las personas responsables de centros de asistencia social, personal docente o servidores públicos que realicen, promuevan, propicien, toleren o no denuncien actos de acoso o violencia escolar, conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables;

VI. Impulsar la inclusión de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad en las instituciones educativas; coadyuvando a desarrollar normas y políticas públicas que eviten su discriminación, estableciendo condiciones de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcionando los apoyos didácticos, materiales y técnicos, contando con personal docente capacitado;

VII. Asistir a las autoridades educativas en la elaboración de programas que permitan desarrollar la personalidad, el talento y la creatividad de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas, para que participen de manera activa en la sociedad; y
VIII. Coadyuvar con el establecimiento de mecanismos a fin de que las niñas, niños y adolescentes con discapacidad gocen del derecho a la admisión gratuita así como a la atención especializada, en los centros educativos privados mediante convenios de servicios. Las niñas, niños y adolescentes con discapacidad no podrán ser condicionadas en su integración a la educación.
Capítulo Décimo Segundo
Derecho al descanso y al esparcimiento:
Artículo 42. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su edad, así como a participar libremente en actividades culturales, deportivas y artísticas, como factores primordiales de su desarrollo y crecimiento, así como a disfrutar de las manifestaciones y actividades culturales y artísticas de su comunidad.

La ejecución de los derechos consagrados en esta disposición debe estar dirigida a garantizar el desarrollo integral de la infancia y adolescencia y a fortalecer los valores de solidaridad, tolerancia, identidad cultural y conservación del ambiente. 

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes deberán respetar el goce de estos derechos y, por lo tanto, no podrán imponerles regímenes de vida, estudio, trabajo o reglas de disciplina desproporcionadas a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, que impliquen la renuncia o el menoscabo de los mismos.

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes al descanso y el esparcimiento y a fomentar oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, para su participación en actividades culturales, artísticas, recreativas y deportivas dentro de su comunidad.

Capítulo Décimo Tercero
De los Derechos de la Libertad de Convicciones Éticas, Pensamiento, Conciencia, Religión y Cultura

Artículo 43. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura. Las autoridades políticas y gubernamentales, a nivel estatal y municipal, en el ámbito de sus respectivas competencias garantizarán el ejercicio de estos derechos.

Los derechos mencionados estarán sujetos únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger los derechos de los demás. Se ejercerán bajo la orientación de los padres o quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, según la evolución de sus facultades a fin de que contribuya con su desarrollo integral.

Niñas, niños y adolescentes no podrán ser discriminados de forma alguna por ejercer su libertad de convicciones éticas, de pensamiento, conciencia, religión y cultura.

Artículo 44. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar libremente de su lengua, cultura, usos, costumbres, prácticas culturales, religión, recursos y formas específicas de organización social y todos los elementos que constituyen su identidad cultural, así como al acceso a espacios culturales y a expresar sus manifestaciones culturales de acuerdo a sus propios intereses y expectativas. 

Las autoridades estatales deberán:

I. Establecer políticas tendientes a garantizar la promoción, difusión y protección de la diversidad de las expresiones culturales, regionales y universales, entre niñas, niños y adolescentes;

II. Promover y garantizar, por todos los medios a su alcance, las expresiones culturales de niñas, niños y adolescentes y el intercambio cultural a nivel estatal, nacional e internacional;

III. Contemplar un sistema de promoción y apoyo a iniciativas culturales de niñas, niños y adolescentes, poniendo énfasis en el rescate de elementos culturales de los sectores populares y de los pueblos indígenas asentados en el Estado;

IV. Establecer espacios para la expresión del talento infantil, garantizando el acceso preferencial de niñas, niños y adolescentes a los eventos culturales propios de su edad;

V. Apoyar a los organismos de la sociedad civil que promuevan la cultura entre niñas, los niños y adolescentes, y

VI. Garantizar que los docentes cuenten con formación en educación intercultural y que las estrategias pedagógicas aplicadas partan de los saberes, costumbres y experiencias de los educandos.

Lo dispuesto en este capítulo se ejercerá en concordancia con el derecho a la educación y no será limitativo del deber de educación de los padres o de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, de guiar y orientar a niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de estos derechos, a fin de que contribuya con su desarrollo integral.

Capítulo Décimo Cuarto
De los Derechos a la Libertad de Expresión y de Acceso a la Información

Artículo 45. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a expresar libremente sus pensamientos, ideas u opiniones tanto en el ámbito público como privado, ya sea oralmente, por escrito o medio impreso, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por ellos. El ejercicio de este derecho se llevará a cabo conforme a la evolución de sus facultades, edad, madurez y demás limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud, la moral y los derechos de terceros. Los padres o quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia tienen el deber de orientar a niñas, los niños y adolescentes en el ejercicio de este derecho a fin de que contribuya a su desarrollo integral.

Artículo 46. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso a información y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la información y el material educativo que tenga por finalidad promover su bienestar intelectual, social, espiritual y moral, así como su salud física y mental. 

En todos los casos, serán los padres o quienes ejerzan la patria potestad, tutela  o guarda y custodia los primeros responsables de orientar y supervisar a niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de este derecho, a fin de que contribuya a su desarrollo integral. 

En cumplimiento de este derecho se deberán diseñar políticas públicas que permitan su ejercicio, con especial énfasis en medidas que aseguren su bienestar social y ético, así como su desarrollo cultural que los protejan de peligros que puedan afectar su vida, su salud o  su desarrollo integral.

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán:

I. La difusión de información y materiales pertinentes, necesarios que contribuyan a orientar a niñas,  niños y  adolescentes en el conocimiento de sus derechos, y les ayude al pleno desarrollo de sus cualidades intelectuales, emocionales y contribuyan a salvaguardar su integridad física y moral;

II. Campañas sobre la cultura de la denuncia a la violación de los derechos de niñas, niños y adolescentes;

III. La prevención de violaciones a los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y la comisión de actos delictivos, y

IV. La información y participación de niñas, niños y adolescentes para la prevención y atención de las adicciones.

Artículo 47. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho, de manera individual y colectiva, a ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que les afecte, ya sea directamente o por medio de representante u órgano apropiado de acuerdo a las disposiciones jurídicas aplicables.

Se garantiza el ejercicio de este derecho, especialmente en todo procedimiento que conduzca a una decisión que afecte sus derechos, garantías e intereses, de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, de acuerdo al interés superior de la niñez.

Capítulo Décimo Quinto
Del Derecho a la Participación

Artículo 48. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a participar libre y activamente en la vida familiar, social, escolar, científica, cultural, deportiva y recreativa, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.

Este derecho implica la posibilidad de expresar su opinión, ser escuchados y tomados en cuenta respecto de los asuntos de su familia, su comunidad y su país, así como todos aquellos temas que les afecten, por lo que la familia, la sociedad y el Estado, deberán propiciar y fomentar oportunidades de participación de niñas, niños y adolescentes.

Las autoridades estatales y municipales, fomentarán la participación de niñas, niños y adolescentes en foros municipales y estatales y la creación de espacios de participación a fin de que puedan opinar, analizar, y en general, puedan expresar su punto de vista y propuestas, de forma individual o colectiva, en aquellos ámbitos que no vulneren su integridad física o moral.

Es responsabilidad del Estado, de la sociedad civil y de las instituciones públicas y privadas, diseñar los mecanismos que den un peso específico a la opinión de niñas, niños y adolescentes, en todos los aspectos que determinen su vida y su desarrollo, sin menoscabo del deber de cuidado y orientación de quienes ejercen la patria potestad, tutela o custodia.

Capítulo Décimo Sexto
Del Derecho de Asociación y Reunión

Artículo 49. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a asociarse y reunirse libre y pacíficamente con otras personas con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos, económicos, o de cualquier otra índole, siempre que sean de carácter lícito.
El ejercicio de este derecho sólo podrá restringirse cuando se atente contra la seguridad y moral públicas y los derechos de los demás.
Cuando en el ejercicio de estos derechos se lesione el interés superior de la niñez, quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia  podrán intervenir y en su caso, restringir las conductas o hábitos de niñas, niños o adolescentes.

Las autoridades estatales correspondientes proporcionarán asesoría y orientación para la promoción e integración de organizaciones de niñas, niños y adolescentes así como también elaborarán un registro de las mismas.
Quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia representarán a niñas, niños y adolescentes para el ejercicio del derecho de asociación, cuando sea necesario para satisfacer las formalidades que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables.

Las autoridades deberán velar porque se respeten estos derechos, para lo cual:

I. Promoverán la participación social de niñas, niños y adolescentes en concordancia con lo estipulado en el artículo anterior;

II. Atenderán, al establecerse los planes de urbanización, desarrollo y organización del espacio comunitario a la libre y segura convivencia de niñas, niños y adolescentes en su comunidad, y
III. Cuidarán que las señales de todo tipo para automovilistas, peatones y usuarios de todos los servicios públicos sean claras para niñas, niños y adolescentes, de manera que les faciliten el movimiento dentro de su comunidad y del Estado, así como el uso legítimo de los espacios públicos.
Capítulo Décimo Séptimo
Del Derecho a la Intimidad

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la intimidad contra toda injerencia arbitraria o ilegal en su vida privada y en la de su familia, domicilio o correspondencia y a la protección de sus datos personales.

No se considerará injerencia ilegal o arbitraria, aquella que emane de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, en el cumplimiento de la obligación de orientar, supervisar y en su caso restringir las conductas y hábitos de niñas, niños y adolescentes, siempre que atiendan al interés superior de la niñez.

Niñas, niños y adolescentes no podrán ser objeto de divulgaciones o difusiones ilícitas de información, manejo de su imagen o datos personales, incluyendo aquélla que tenga carácter informativo a la opinión pública o de noticia que permita identificarlos, que menoscabe su honra o reputación, sea contrario a sus derechos o que los ponga en riesgo, conforme al principio de interés superior de la niñez.

Cualquier medio de comunicación que difunda entrevistas, imágenes, voz o datos deberán atender lo establecido en los artículos 77, 78 y 80 de la Ley General, cuidando en todo momento el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.

En caso de incumplimiento se promoverán las acciones civiles, denuncias, querellas y procedimientos de conformidad con las leyes Civil, Penal y Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 51. Los autoridades estatales y municipales, deberán garantizar la protección de la identidad e intimidad de niñas y niños que sean víctimas, ofendidos, testigos o que estén relacionados de cualquier manera en la comisión de un delito, a fin de evitar su identificación pública. La misma protección se otorgará a adolescentes a quienes se les atribuya la realización o participación en un delito, conforme a las disposiciones aplicables en materia de justicia para adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 52. En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales, se podrá solicitar que se imponga como medida cautelar la suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios en medios electrónicos, a fin de evitar la difusión de información, imágenes, sonidos o datos que puedan contravenir el interés superior de la niñez.

El órgano jurisdiccional, con base en este artículo y en las disposiciones jurídicas aplicables, podrá requerir a las empresas de prestación de servicios en materia de medios electrónicos que realicen las acciones necesarias para el cumplimiento de las medidas cautelares que ordene. 

Capítulo Décimo Octavo
Del Derecho a la Seguridad Jurídica y al Debido Proceso

Artículo 53. Niñas, niños y adolescentes gozan de los derechos y garantías de seguridad jurídica y debido proceso establecidos en la Constitución Federal y  Estatal, los tratados internacionales, la Ley General, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, por lo que las autoridades estatales están obligadas a garantizar el goce de estos derechos y la protección y prevalencia del interés superior de la niñez.

Las autoridades estatales que sustancien procedimientos de carácter jurisdiccional o administrativo o que realicen cualquier acto de autoridad en los que estén relacionados niñas, niños y adolescentes estarán obligadas a:

I. Garantizar la protección y prevalencia del interés superior de la niñez;

II. Proporcionar información clara, sencilla y comprensible para niñas, niños y adolescentes sobre el procedimiento judicial o administrativo de que se trate y la importancia de su participación en el mismo, incluyendo, en su caso, formatos accesibles de fácil comprensión y lectura para niñas, niños y adolescentes con discapacidad;

III. Implementar mecanismos de apoyo al presentar una denuncia, participar en una investigación o en un proceso judicial, proporcionar la asistencia de un traductor o intérprete o de profesionales especializados cuando la naturaleza del procedimiento lo requiera;

IV. Garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser representados, de conformidad con las disposiciones vigentes;

V. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela, guarda o custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo disposición judicial en contrario;

VI. Garantizar el derecho de audiencia de niñas, niños y adolescentes en los procedimientos a los que sean sometidos;

VII. Ponderar, antes de citar a una niña, niño o adolescente a alguna audiencia, la pertinencia de la misma, considerando su edad, madurez, estado psicológico, así como cualquier otra condición específica;

VIII. En todo momento, se deberá mantener a niñas, niños o adolescentes apartados de los adultos que puedan influir negativamente en su comportamiento o estabilidad emocional, cuando así lo determine la autoridad competente, antes y durante la realización de la audiencia o comparecencia respectiva;

IX.  Destinar espacios lúdicos, de descanso y aseo para niñas, niños y adolescentes en los recintos en que se lleven a cabo procedimientos en que deban intervenir;

X. Atendiendo al principio de celeridad procesal, ajustarse al tiempo de participación máximo para la intervención de niñas, niños o adolescentes durante la sustanciación de los procedimientos, e

XI. Implementar medidas para garantizar el resguardo de la intimidad y datos personales de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 54. Las autoridades estatales, garantizarán que niñas y niños a quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito, estén exentos de responsabilidad penal y garantizarán que no serán detenidos, retenidos, ni privados de su libertad, ni sujetos a procedimiento alguno, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que correspondan a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia.

En aquellos casos en que el Ministerio Público o cualquier otra autoridad, tenga conocimiento de la presunta comisión o participación de una niña o niño en un hecho que la ley señale como delito, de manera inmediata dará aviso a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como a la Procuraduría de Protección, a fin de solicitar a la autoridad competente de manera inmediata las medidas necesarias para la protección integral, de asistencia social y en su caso, restitución de sus derechos.

Toda medida que se adopte será susceptible de revisión por órgano judicial competente en un proceso contradictorio en el que se garantice, por lo menos, el derecho a ser oído y la asistencia de un abogado especializado.

En el caso en que un adolescente se encuentre en el contexto de la comisión de un delito, se notificará de inmediato, a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como a la Procuraduría de Protección, para llevar a cabo el procedimiento de conformidad con la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 55. Las autoridades estatales, garantizarán que en los procedimientos jurisdiccionales en que estén relacionadas niñas, niños o adolescentes como probables víctimas del delito o testigos, de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, tengan al menos los siguientes derechos:

I. Se les informe sobre la naturaleza del procedimiento y el carácter de su participación en el mismo, el que en ningún caso podrá ser el de imputado o probable responsable;

II. Que su participación en un procedimiento se lleve a cabo de la manera más expedita, en espacios lúdicos y condiciones especiales, asistidos por un profesional en derecho especializado;

III. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela o guarda y custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo disposición judicial en contrario, con base en el interés superior de la niñez;

IV. Que se preserve su derecho a la intimidad, que no se divulguen sus datos de identificación en los términos de esta Ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables;

V. Tener acceso gratuito a asistencia jurídica, psicológica y cualquier otra necesaria atendiendo a las características del caso, a fin de salvaguardar sus derechos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables , y

VI. Adoptar las medidas necesarias  para evitar la re-victimización de niñas, niños y adolescentes que presuntamente son víctimas de la comisión de un delito o violación a sus derechos humanos.

Capítulo Décimo Noveno
Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes

Artículo 56. Las autoridades estatales, en el ámbito de su competencia, deberán garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, acompañados, no acompañados, separados, nacionales, extranjeros y repatriados en el contexto de movilidad humana, independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria de conformidad con la Ley de Migración y su Reglamento, la Ley General, esta Ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables debiendo observar en todo momento el principio del interés superior de la niñez y los estándares internacionales en la materia.

Las autoridades competentes, una vez en contacto con la niña, niño o adolescente deberán de adoptar las medidas correspondientes para la protección de sus derechos. En consecuencia, darán una solución que resuelva todas sus necesidades de protección, teniendo en cuenta sus opiniones y privilegiando la reunificación familiar, excepto que sea contrario a su interés superior.

Para garantizar la protección integral de los derechos, el Sistema Estatal DIF y los Sistemas Municipales DIF en coordinación con el Instituto Nacional de Migración, habilitarán espacios de alojamiento o albergues con estándares mínimos para dar una atención adecuada a niñas, niños y adolescentes migrantes, en donde se respetarán el principio de separación y el derecho a la unidad familiar, de modo tal que si se trata de niñas, niños o adolescentes no acompañados o separados, deberán alojarse en sitios distintos al que corresponde a las personas adultas.

Tratándose de niñas, niños o adolescentes acompañados, podrán alojarse con sus familiares, salvo que lo más conveniente sea la separación de éstos en aplicación del principio del interés superior de la niñez.

En caso de que el Sistema Estatal DIF o los Sistemas Municipales DIF identifiquen, mediante una evaluación inicial, a niñas, niños o adolescentes extranjeros que sean susceptibles de reconocimiento de condición de refugiado o de asilo, lo comunicarán al Instituto Nacional de Migración con el fin de proporcionarles el tratamiento adecuado de adoptar medidas de protección especiales.

El Sistema Estatal DIF enviará al Sistema Nacional DIF la información en el momento en que se genere de las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes extranjeros no acompañados, que incluya las causas de su migración, las condiciones de tránsito, sus vínculos familiares, factores de riesgo en origen y tránsito, información de sus representantes legales, datos sobre su alojamiento y situación jurídica.

En ningún caso una situación migratoria irregular de niñas, niños o adolescentes, preconfigurará por sí misma la comisión de un delito, ni se prejuzgará la comisión de ilícitos por el hecho de encontrarse en condición migratoria irregular.

Capítulo Vigésimo
Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones
Artículo 57. Niñas, Niños y Adolescentes tienen derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet, para ello, las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza darán todas las facilidades a efecto de coordinarse con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en términos de lo previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

Capítulo Vigésimo Primero
De las Niñas, Niños y Adolescentes en Circunstancias Especiales
Artículo 58. Para efectos de esta ley se entienden como niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales a aquellos que dentro o fuera del ámbito familiar y, en especial, por causas de pobreza o miseria, están temporal o permanentemente sujetos a las siguientes situaciones:

I. Adicciones;

II. Trabajo;

III. Padres privados de libertad;

IV. Víctimas de cualquier tipo de abuso, incluyendo cualesquiera de los delitos en materia de trata de personas establecidos en la Ley para la prevención, protección, atención y asistencia a las víctimas y ofendidos de los delitos en materia de Trata de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. Procedimientos establecidos en la legislación en materia de justicia para adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, y

VI. Considerados en “Situación de Calle”.

Artículo 59. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, evaluarán el impacto de las políticas públicas y prácticas gubernamentales relacionadas con niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales.

Se establecerán mecanismos efectivos para tutelar los derechos de niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales de conformidad con la presente Ley y  las leyes de la materia.

Artículo 60. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, impulsarán a nivel institucional público y privado, campañas de información que permitan una temprana identificación de las necesidades de niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales.

Se implementarán mecanismos de coordinación entre las instancias a fin de capacitar al personal que, en el ámbito de su competencia, tenga trato directo con niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales.

Artículo 61. Las autoridades estatales y municipales, a fin de lograr la reinserción y participación ciudadana de niñas, niños y adolescentes en circunstancias especiales, velarán por el seguimiento y cumplimiento de las políticas públicas implementadas a nivel estatal. 

TÍTULO TERCERO
De quienes ejercen la Patria Potestad, Tutela, Guarda o Custodia de Niñas, Niños y Adolescentes
Capítulo Único                                                                                                                                   De los derechos y obligaciones
Artículo 62. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias están obligadas a proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada a la salud, así como un traductor o intérprete en caso de ser necesario, asesoría jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su responsabilidad, en cuanto a las obligaciones que establecen esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables  y en la medida que se favorezca el interés superior de la niñez.

Artículo 63. Son derechos de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, los siguientes:

I. Tener y conservar la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños o adolescentes;

II. Convivir con las niñas, niños o adolescentes bajo su cargo;

III. Proveer el sostenimiento y educación de niñas, niños o adolescentes; 

IV. Ser la autoridad y principal responsable respecto del desarrollo integral de niñas, niños o adolescentes bajo su cuidado; y ser reconocido y tomado en cuenta como tal por las autoridades y la sociedad;

V. Fijar las normas que guíen el proceso formativo y positivo para el desarrollo integral de niñas, niños o adolescentes;

VI. Dirigir el proceso educativo de los hijos de acuerdo a sus propias convicciones morales y religiosas;

VII. Mantener comunicación de forma oportuna con la niña, niño o adolescente;

VIII. Proteger y prodigar la salvaguarda del interés superior de la niña, niño o adolescente bajo su cuidado;

IX. Orientar, supervisar y guiar el ejercicio de los derechos de niñas, niños o adolescentes en salvaguarda de su interés superior;

X. Ser informados en primera instancia, de forma inmediata y oportuna de toda decisión o acción respecto de la niña, niño o adolescente;

XI. Revisar los expedientes educativos y médicos de niñas, niños o adolescentes;

XII. Recibir oportunamente una explicación completa y detallada sobre las garantías procesales que asisten a la niña, niño o adolescente;

XIII. Representar a niñas, niños o adolescentes bajo su cuidado en la medida que favorezca su interés superior. Las autoridades proveerán todas las medidas legales y administrativas necesarias para el ejercicio de este derecho;

XIV. Participar activamente en reuniones y actividades de índole pública o privada, cuya finalidad sea favorecer el interés superior de niñas, niños o adolescentes bajo su cuidado;

XV. Hacer uso de los recursos legales ante la autoridad competente en todos los asuntos concernientes a niñas, niños o adolescentes; en la medida que salvaguarde el interés superior de la niñez;

XVI. Administrar los bienes de niñas, niños o adolescentes, y

XVII. Ser atendidos por  las autoridades respecto de las acciones, políticas y programas que  posibiliten el ejercicio de los derechos de niñas, niños o adolescentes.

Las autoridades del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus 38 municipios tienen el compromiso y el deber de respetar y garantizar a quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, el goce y ejercicio efectivo de los derechos reconocidos en Constitución Federal y Estatal, esta Ley, los tratados internacionales y demás legislación aplicable.

Artículo 64. Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las siguientes:

I. Proporcionar y garantizar el derecho a alimentos de niñas, niños y adolescentes conforme al Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza;

II. Registrar su nacimiento ante la oficialía de registro civil correspondiente dentro de los primeros sesenta días de vida;

III. Brindarles una educación asegurando que cursen en igualdad de oportunidades, los niveles de la educación básica y media superior;

IV. Protegerlos de toda forma de violencia, maltrato, agresión, perjuicio, daño, abuso, venta, trata de personas, explotación o cualquier acto que atente contra su integridad física, psicológica o menoscabe su desarrollo integral;

V. Evitar conductas que puedan vulnerar el ambiente de respeto y generar violencia familiar, creando condiciones de bienestar que propicien un entorno afectivo y comprensivo que garantice el ejercicio de sus derechos conforme a la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables ;

VI. Dar en consonancia con la evolución de sus facultades, la dirección y orientación apropiada a niñas, niños y adolescentes;

VII. Fomentar en niñas, niños y adolescentes el respeto a las personas, así como el cuidado de los bienes propios, de la familia y de la comunidad, y el aprovechamiento de los recursos que se dispongan para su desarrollo integral;

VIII. Orientar, supervisar y, en su caso, restringir, las conductas y hábitos que menoscaben el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes  siempre que se atienda al interés superior de la niñez;

IX. Considerar la opinión de niñas, niños y adolescentes para la toma de decisiones que les conciernan de manera directa conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.

X. Educar en el conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la información y comunicación. 

Las sanciones en caso de incumplimiento de las obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia serán las dispuestas por esta Ley, el Código Civil y Código de Procedimientos Civiles del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás leyes aplicables.

Si en el incumplimiento de las referidas obligaciones quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia incurren en alguna conducta tipificada como delito, serán sancionados de acuerdo a lo previsto por el Código Nacional y Estatal de Procedimientos Penales, Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás leyes aplicables.

El Ministerio Público tendrá la intervención que las leyes dispongan en los procedimientos jurisdiccionales o administrativos en que niñas, niños o adolescentes estén relacionados. En materia de justicia penal, se estará a lo dispuesto en la Constitución Federal, esta Ley, el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones jurídicas aplicables.

No podrá declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 65. A falta de quienes ejerzan la representación originaria de niñas, niños y adolescentes, o cuando por otra causa así lo determine el órgano jurisdiccional o autoridad administrativa competente, con base en el interés superior de la niñez, la representación en suplencia corresponderá a la Procuraduría de Protección.

Al efecto, la Procuraduría de Protección ejercerá la representación  coadyuvante, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en las demás disposiciones jurídicas aplicables.

Cuando existan indicios de conflicto de intereses entre quienes ejerzan la representación originaria o de éstos con niñas, niños y adolescentes o por una representación deficiente o dolosa, a petición del Ministerio Público, de la Procuraduría de Protección o de oficio, el órgano jurisdiccional o administrativo que conozca del asunto, deberá sustanciar por vía incidental, un procedimiento sumario de restricción, suspensión o revocación de la representación originaria, según sea el caso, para efectos de que la Procuraduría de Protección ejerza la representación en suplencia.

TÍTULO CUARTO
De la Protección de Niñas, Niños y Adolescentes

Capítulo Único
De los Centros de Asistencia Social

Artículo 66. El Sistema Estatal DIF determinará los requisitos para autorizar, registrar, certificar y supervisar los centros de asistencia social, a fin de garantizar el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes privados de cuidado parental o familiar, atendidos en dichos centros, 
Artículo 67. Las instalaciones de los centros de asistencia social deberán cumplir con las condiciones establecidas en el artículo 108 de la Ley General; respetando en todos los casos, los niveles de madurez intelectual, física, social de cada niña, niño o adolescente de acuerdo a la etapa del desarrollo evolutivo en que se encuentre.

Niñas, niños y adolescentes con discapacidad temporal o permanente deberán ser atendidos y no podrán ser discriminados para ser recibidos o permanecer en los centros de asistencia social bajo ningún concepto.

Artículo 68.  Es responsabilidad de los centros de asistencia social garantizar la integridad física y psicológica de niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia.

Los servicios que presten los centros de asistencia social estarán orientados a brindar, en cumplimiento a sus derechos:

I. Un entorno seguro, afectivo y libre de violencia;

II. Actividades de asistencia social, así como fomentar y promover la estabilidad y el bienestar de las familias coahuilenses y de sus integrantes;

III. Cuidado y protección contra actos u omisiones que puedan afectar su integridad física o psicológica;

IV. Alimentación que les permita tener una nutrición equilibrada y que cuente con la periódica certificación de la autoridad sanitaria;

V. Atención integral y multidisciplinaria de servicio médico integral, atención de primeros auxilios, seguimiento psicológico, social y jurídico;

VI. Orientación y educación apropiada a su edad, encaminadas a lograr un desarrollo físico, cognitivo, afectivo y social hasta el máximo de sus posibilidades, así como a la comprensión de sus derechos;

VII. En su vida cotidiana disfrutar del descanso, recreación, juego, esparcimiento y actividades que favorezcan su desarrollo integral;

VIII. Servicios de calidad y calidez, por parte de personal capacitado, calificado, apto y suficiente, con formación enfocada en los derechos de la niñez;

IX. Espacios de participación para expresar libremente sus ideas y opiniones sobre los asuntos que les atañen y que dichas opiniones sean tomadas en cuenta;

X. La posibilidad de realizar actividades externas que les permita tener contacto con su comunidad;

XI. Espacios físicos adecuados a las necesidades de niñas, niños y adolescentes;
XII. A niñas, niños y adolescentes con discapacidad, la inclusión en términos de la legislación aplicable; y

XIII. Capacitación y formación especializada a su personal en la medida que favorezca el desarrollo integral de  niñas, niños y adolescente bajo su cuidado.

Las personas responsables y el personal de los centros de asistencia social se abstendrán de realizar actividades que afecten la integridad física y psicológica de niñas, niños y adolescentes. De igual manera, los responsables evitarán que el personal que realice actividades diversas al cuidado de niñas, niños y adolescentes, tenga contacto con éstos en la medida que pudiera causarles algún daño o perjuicio;

Asimismo y con la finalidad de brindarles mejores alternativas de protección para el cumplimiento de sus derechos, se deberá llevar a cabo la revisión periódica de su situación, de la de su familia y de la medida especial de protección por la cual ingresó al centro de asistencia social, garantizando el contacto con su familia y personas significativas siempre que esto sea posible, atendiendo a su interés superior.

Por cada niña, niño o adolescente se abrirá un expediente completo, para los fines expresados del párrafo anterior, así como para determinar procedimientos de ingreso y egreso con el apoyo de las autoridades competentes que faciliten su reincorporación familiar o social.

Asimismo, se deberá garantizar la protección de sus datos personales conforme a la legislación aplicable y hacer de su conocimiento, en todo momento, su situación legal.

Artículo 69. Los centros de asistencia social deben contar, con por lo menos, el siguiente personal:

I. Responsable de la coordinación o dirección; que supervisará y evaluará de manera periódica a su personal;

II. Especializado en proporcionar atención en actividades de estimulación, formación, promoción y autocuidado de la salud; atención médica y actividades de orientación social y de promoción de la cultura de protección civil, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables ;

III. Una persona de atención por cada cuatro niños o niñas menores de un año, y una persona de atención por cada ocho mayores de esa edad;

El número de personas que presten sus servicios en cada centro de asistencia social será determinado en función de la capacidad económica de éstos.

Además del personal señalado en el presente artículo, el centro de asistencia social podrá solicitar la colaboración de instituciones, organizaciones o dependencias que brinden apoyo en psicología, trabajo social, derecho, pedagogía, y otros para el cuidado integral de niñas, niños y adolescentes, teniendo en cuenta el grado de madurez cognoscitiva, afectiva, social y física de los beneficiarios de la ayuda solicitada;

Artículo 70. Son obligaciones de los titulares o responsables legales de los Centros de Asistencia Social, las estipuladas en el Artículo 111 de la Ley General.

Artículo 71. La Procuraduría de Protección coordinará con la Procuraduría de Protección Federal y con las demás Procuradurías de Protección de las entidades federativas todo lo concerniente al Registro Nacional de Centros de Asistencia Social en virtud de lo dispuesto en el Artículo 112 de la Ley General.

Al efecto, la Procuraduría de Protección deberá reportar semestralmente a la Procuraduría Federal de Protección, la actualización de sus registros, así como los resultados de las visitas de supervisión efectuadas como coadyuvantes.

Artículo 72. Sin perjuicio de las atribuciones que las disposiciones jurídicas aplicables  establezcan a otras autoridades, corresponderá a la Procuraduría de Protección, la supervisión de los centros de asistencia social y, en su caso, ejercitarán las acciones legales que correspondan por el incumplimiento de los requisitos que establece la presente Ley, la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables.

La Procuraduría de Protección será coadyuvante de la Procuraduría de Protección Federal en la supervisión que se realice a las instalaciones de los centros de asistencia social, en términos de lo previsto en la Ley General y Estatal de Asistencia Social.

TÍTULO QUINTO
De la Protección y Restitución Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Capítulo Primero
De las autoridades
Artículo 73. Las autoridades estatales, municipales y de los organismos constitucionales autónomos, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán establecer y garantizar el cumplimiento de la política nacional y estatal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes.

Las políticas públicas emprendidas por dichas autoridades garantizarán el goce de los derechos de niñas, niños y adolescentes, para lo cual deberán observar el interés superior de la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones jurídicas aplicables  y en la medida que coadyuven efectivamente a su desarrollo integral.

Dichas políticas públicas se entenderán dirigidas a procurarles, primordialmente, los cuidados y la asistencia que requieren para lograr su crecimiento y desarrollo integral dentro de un ambiente de bienestar familiar y social.

Los principios de esta Ley orientarán la actuación de las autoridades gubernamentales del Estado y de los municipios, encargados de la defensa y representación jurídica, asistencia, provisión, prevención, protección y participación de niñas, niños y adolescentes.

Sección Primera
De la Distribución de Competencias
Artículo 74. Corresponde a las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus atribuciones, garantizar a niñas, niños y adolescentes la protección y el ejercicio de sus derechos y la aplicación de medidas necesarias para su bienestar, tomando en cuenta los derechos y deberes de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia. De igual manera, sin perjuicio de lo anterior, es obligación de la comunidad a la que pertenecen y, en general, de todos los integrantes de la sociedad coahuilense, el respeto y el auxilio en el ejercicio de sus derechos.

Artículo 75. A fin de garantizar el cumplimiento de los derechos establecidos en esta Ley, las autoridades estatales y municipales competentes, en ejercicio de las atribuciones que les otorgue la presente Ley, podrán disponer lo necesario para que en el Estado se cumplan:

I. Las obligaciones de ascendientes o tutores o de cualquier persona que tenga a su cargo el cuidado de niñas, niños y  adolescentes, especialmente de protegerlos contra toda forma de abuso o maltrato. Así como, tratarlos con respeto a su dignidad, cuidarlos, atenderlos y orientarlos a fin de que conozcan sus derechos, aprendan a defenderlos y a respetar los de las otras personas;

II. La implementación de cursos y programas educativos destinados a servidores públicos, padres de familia y estudiantes, con la finalidad de que comprendan las necesidades, conflictos e intereses de la adolescencia, las formas de violencia familiar, escolar y social.

III. La obligación de familiares, vecinos, médicos, maestros, trabajadores sociales, servidores públicos o cualquier persona que tenga conocimiento de casos de niñas, niños y adolescentes que estén sufriendo la violación de los derechos consignados en esta Ley, en cualquiera de sus formas y de ponerlo en conocimiento inmediato de las autoridades competentes, de manera que pueda seguirse la investigación correspondiente; y

IV. En las instituciones educativas, de recreación, esparcimiento y deporte, la obligación de los educadores o maestros de respetar los derechos de niñas, niños y adolescentes, a efecto de evitar cualquier forma de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o explotación.

Artículo 76. Corresponden a las autoridades estatales y municipales de manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I. Coordinar la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley, de la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables de acuerdo al Plan Estatal de Desarrollo, mediante la gestión y promoción de programas coordinados entre las dependencias y entidades del Estado;

II. Impulsar el conocimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como la cultura de respeto, promoción y protección de los mismos, de conformidad con los principios de esta Ley;

III. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley y de los instrumentos internacionales aplicables;  en la medida que favorezcan la protección del interés superior de la niñez;

IV. Adoptar medidas de protección especial de los derechos de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situación de vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter socioeconómico, psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural, origen étnico o nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con su sexo , creencias religiosas o prácticas culturales, u otros que restrinjan o limiten sus derechos;

V. Proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada a la salud, así como asesoría jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su responsabilidad, en relación a las obligaciones que establece esta Ley; en la medida que favorezca el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes bajo su cuidado;

VI. Garantizar el desarrollo y la supervivencia así como investigar, sancionar efectivamente los actos de privación de la vida de niñas, niños y adolescentes y la reparación del daño que corresponda de manera eficaz y oportuna;

VII. Colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria para acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y adolescentes;

VIII. Establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar la separación de niñas, niños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia;

IX. Establecer las normas y los mecanismos necesarios para facilitar la localización y reunificación de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido privados de ella, siempre que no sea contrario a su interés superior;

X. Coadyuvar en la localización de niñas, niños y adolescentes sustraídos, trasladados o retenidos ilícitamente;

XI. Implementar medidas de inclusión plena y realizar las acciones afirmativas necesarias para garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad de oportunidades y de trato, así como a no ser discriminados bajo ninguna circunstancia y salvaguardando su interés superior;

XII. Adoptar medidas para la eliminación de usos, costumbres, prácticas culturales, religiosas, estereotipos o prejuicios que atenten contra la igualdad de niñas, niños y adolescentes por cualquier razón o que promuevan cualquier tipo de discriminación;

XIII. Adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la restitución en el goce y ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, víctimas de cualquier forma de violencia;

XIV. Garantizar que todos los sectores de la sociedad tengan acceso a educación y asistencia en materia de principios básicos de salud y nutrición, medidas de prevención de accidentes y demás aspectos relacionados con la salud de niñas, niños y adolescentes.

XV. Propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas;

XVI. Establecer el diseño universal, la accesibilidad y políticas para la prevención, atención y rehabilitación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos de la legislación aplicable;

XVII. Realizar acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, para que tome mayor conciencia respecto de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios respecto de su discapacidad;

XVIII. Fomentar y fortalecer la colaboración, concertación, coordinación y participación corresponsable de los diversos Sistemas Estatales regulados por la legislación del Estado de Coahuila, de las dependencias y entidades públicas, así como las organizaciones de la sociedad civil e instituciones privadas para la realización de acciones para garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes;

XIX. Disponer e implementar los mecanismos que garanticen la participación permanente y activa de niñas, niños y adolescentes en las decisiones que se toman en los ámbitos familiar, escolar, social, comunitario o cualquier otro en el que se desarrollen, de acuerdo a lo prescrito en la presente Ley;

XX. Garantizar la consecución de una educación de calidad y la igualdad  en el acceso y permanencia en la misma, de acuerdo a lo prescrito en la presente Ley;

XXI. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordinación entre las diferentes instancias de gobierno;

XXII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia en la medida que se promueva y favorezca el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes;

XXIII. Proponer los mecanismos e instrumentos tendientes a la consecución de aportaciones y donaciones que realicen las personas físicas y morales de carácter local, nacional e internacional, con el propósito de coadyuvar con el cumplimiento del objeto de esta Ley;

XXIV. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de niñas, niños y adolescentes en la medida que se promueva y favorezca su desarrollo integral;

XXV. Garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes y asegurar que en caso de vulneración o violación de sus derechos, ellos sean atendidos de forma preferente por todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias;

XXVI. Garantizar que niñas, niños y adolescentes tengan acceso a agua potable para su consumo e higiene, y

XXVII. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para el cumplimiento de la presente Ley.

Artículo 77. Corresponden a las autoridades estatales en  el ámbito de sus competencias, las atribuciones siguientes:

I. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley, la Ley General y de los tratados internacionales aplicables, en la medida que favorezcan la protección del interés superior de la niñez;

II. Aplicar y colaborar con el Programa Nacional previsto en la Ley General;

III. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones encaminados al mejoramiento del Sistema Nacional de Protección Integral y del Programa Nacional;

IV. Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas estatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efecto se realicen;

V. Impulsar la participación de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución de los programas en la materia, en la medida que favorezca la protección del interés superior de la niñez;

VI. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordinación entre las diferentes instancias de gobierno;

VII. Imponer las sanciones por las infracciones, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley General;

VIII. Revocar temporal o definitivamente, a través de la autoridad competente, la autorización para operar los centros de asistencia social, por el incumplimiento de las obligaciones y requisitos previstos en esta Ley y en la Ley General;

IX. Verificar, por conducto del Instituto Nacional de Migración, la existencia de la autorización de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o, en su caso, del órgano jurisdiccional competente, que permita la entrada y salida de niñas, niños o adolescentes del territorio nacional, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables;

X. Determinar, por conducto del Instituto Nacional de Migración, la condición migratoria de niñas, niños y adolescentes migrantes;

XI. Instrumentar y articular sus políticas públicas tomando en consideración el Programa Nacional para la adecuada garantía y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes;

XII. Elaborar el Programa Estatal y participar en el diseño del Programa Nacional;

XIII. Fortalecer las políticas existentes e impulsar la creación de instituciones públicas y privadas que tengan trato con niñas, niños y adolescentes, en la medida que armonicen con los principios y disposiciones de la presente Ley;

XIV. Promover, en coordinación con el Gobierno Federal, programas y proyectos de atención, educación, capacitación, investigación y cultura de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes;

XV. Impulsar programas locales para el adelanto y desarrollo de niñas, niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad;

XVI. Difundir por todos los medios de comunicación el contenido de esta Ley;

XVII. Elaborar y aplicar el Programa estatal a que se refiere esta Ley, así como rendir ante el Sistema Nacional de Protección Integral un informe anual sobre los avances;

XVIII. Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas estatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efecto se realicen;

XIX. Impulsar la participación de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución de los programas estatales, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez;

XX. Recibir de las organizaciones de la sociedad civil, las propuestas y recomendaciones sobre protección de niñas, niños y adolescentes, a fin de mejorar los mecanismos en la materia, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez;

XXI. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas y de integrar el sistema nacional de información, los datos necesarios para la elaboración de éstas;

XXII. Coordinar con las autoridades de los órdenes de gobierno la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley;

XXIII. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley, y

XXIV. Cualquier otra prevista en las disposiciones jurídicas aplicables  para el cumplimiento de esta Ley.

Artículo 78. Corresponde a las autoridades municipales, las atribuciones siguientes:

I. Elaborar su Programa Municipal y participar en el diseño del Programa estatal;

II. Realizar acciones de difusión que promuevan los derechos de niñas, niños y adolescentes en el municipio, para que sean plenamente conocidos y debidamente ejercidos;

III. Promover la libre manifestación de ideas de niñas, niños y adolescentes en los asuntos concernientes a su municipio, de acuerdo a lo prescrito en la presente Ley;

IV. Atender a niñas, niños y adolescentes que deseen manifestar inquietudes, de acuerdo a lo prescrito en la presente Ley;

V. Recibir quejas y denuncias por violaciones a los derechos reconocidos en la presente Ley, la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como canalizarlas de forma inmediata a la Procuraduría de Protección, sin perjuicio que ésta pueda recibirla directamente.

Para ello deberán contar con un área de atención o asignar un servidor público que funja como autoridad de primer contacto con niñas, niños o adolescentes y sus representantes legales.

VI. Contar con un Programa de Atención de Niñas, Niños y Adolescentes. 

VII. Colaborar con la Procuraduría de Protección en las medidas urgentes de protección que ésta determine, y coordinar las acciones que correspondan en el ámbito de sus  respectivas atribuciones;

VIII. Promover la celebración de convenios de coordinación con las autoridades competentes, así como con otras instancias públicas o privadas, para la atención y protección de niñas, niños y adolescentes;

IX. Coordinarse con las autoridades estatal y federal para la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley, de la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables ;

X. Coadyuvar en la integración del sistema de información a nivel nacional de niñas, niños y adolescentes;

XI. Impulsar la participación de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la protección, promoción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución de los programas municipales; en la medida que favorezca a la salvaguarda del interés superior de la niñez, y

XII. Las demás que establezcan las autoridades estatales y municipales y aquellas que deriven del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley General.

Sección Segunda
Del Sistema Estatal DIF 
Artículo 79. Sin perjuicio de las atribuciones que establezcan las demás disposiciones jurídicas aplicables, corresponde al Sistema Estatal DIF lo dispuesto en el Artículo 120 de la Ley General.

Al efecto, el Sistema Estatal DIF se encargará de:

I. Proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes, cuando los mismos se encuentren restringidos o vulnerados, en términos de esta Ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables. Teniendo en cuenta, que la institucionalización procederá como último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar;

II. Apoyar el desarrollo de la familia y la comunidad, resaltando una cultura de respeto de los derechos de niñas, niños y adolescentes que fomente la integración social;

III. Impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades en los diferentes niveles en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de protección y restitución en el goce y ejercicio de derechos de niñas, niños y adolescentes para establecer los mecanismos necesarios para ello;

IV. Prestar servicios de asistencia social y en su caso, celebrar los convenios de colaboración con los Sistemas Municipales DIF, así como con organizaciones e instituciones de los sectores público, privado y social, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez;

V. Operar y monitorear todas las acciones, programas y establecimientos destinados a brindar asistencia social en beneficio de niñas, niños y adolescentes; especialmente con aquellos que sufren algún tipo de discapacidad;

VI. Promover la formación, capacitación y profesionalización del personal de instituciones vinculadas con la protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez;

VII. Actuar con interés jurídico ante los tribunales del Estado, en todo juicio en que, a criterio discrecional del propio sistema, se vean afectados los derechos de niñas, niños y adolescentes, ancianos y discapacitados, respetando las leyes aplicables;

VIII. Las demás que establezcan otras disposiciones en relación con la protección de niñas, niños y adolescentes que sean del ámbito de su competencia.

Capítulo Segundo
De la Procuraduría de Protección

Artículo 80. Para la efectiva protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, de acuerdo a lo estipulado en el Artículo 121 de la Ley General y las demás leyes aplicables, la Procuraduría de Protección del Estado de Coahuila de Zaragoza, como parte del Sistema Estatal DIF, será integrada por:

I. Un Procurador o Procuradora, quien será el titular de la Procuraduría;

II. Una Sub-Procuraduría;

III. Una Sub-Dirección de Protección a la Infancia

IV. Una Coordinación de Asistencia Jurídica ;

V. Una Coordinación de Centros Asistenciales;

VI. Una Coordinación de Casas Hogar;

VII. Una Coordinación del Programa de Atención a  Maltrato a Niños, Niñas y Adolescentes;

VIII. Una Coordinación para la supervisión de las familias de acogida;

IX. Una Coordinación de Adopciones, y

X. El personal que señale el Reglamento Interno.

Artículo 81. En el ejercicio de sus funciones, la Procuraduría de Protección podrá solicitar el auxilio de autoridades de los tres órdenes de gobierno, las que estarán obligadas a proporcionarlo de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables.

Para la debida determinación, coordinación de la ejecución y seguimiento de las medidas de protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, la Procuraduría Estatal de Protección deberá establecer contacto y trabajar conjuntamente con las autoridades de procuración de justicia y administrativas de asistencia social, de servicios de salud, de educación, de protección social, de cultura, deporte y con todas aquellas con las que sea necesario para garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 82. La Procuraduría de Protección tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Procurar la protección integral de niñas, niños y adolescentes de acuerdo a lo previsto por la Constitución Federal y Estatal, los tratados internacionales, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables; dicha protección integral deberá abarcar, por lo menos:

a. Atención médica y psicológica de manera preventiva y  oportuna;

b. Respeto y promoción en primera instancia, del mantenimiento y buen funcionamiento de sus relaciones familiares con sus padres, tutores, cuidadores o responsables legales;

c. Seguimiento a las actividades académicas y del entorno social y cultural en que se desenvuelvan;

d. Un hogar seguro para todas las  niñas, niños y adolescentes, especialmente para aquellos en situación de desamparo; y

e. La inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes en las medidas de rehabilitación y asistencia.

En todos los casos, dicha protección integral respetará el nivel de madurez cognoscitivo, físico, afectivo y social de niñas, niños y adolescente, en salvaguarda de su interés superior;

II. Prestar asesoría y representación en suplencia a niñas, niños y adolescentes involucrados en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de las atribuciones que le correspondan al Ministerio Público, así como intervenir oficiosamente, con representación coadyuvante, en los procedimientos jurisdiccionales y administrativos en que participen niñas, niños y adolescentes, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley, la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables ;

III. Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las medidas de protección para la restitución integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las instituciones competentes actúen de manera oportuna y articulada; 

IV. Fungir como conciliador en casos de conflicto familiar y cuando los derechos de niñas, niños y adolescentes hayan sido restringidos o vulnerados, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables;

V. Aplicar medidas de protección en caso de riesgo o violación de los derechos de niñas, niños y adolescentes por falta, omisión o abuso de quienes ejerzan la patria potestad o su guarda y cuidado. 

VI. Cuando se presente alguno de estos supuestos y no exista un pronunciamiento judicial respecto de las medidas de protección para  niñas, niños o adolescentes, la Procuraduría tramitará ante el Juez de lo Familiar, lo siguiente:

a. La suspensión del régimen de visitas;

b. La suspensión del cuidado, la guarda y el depósito provisional;

c. La suspensión provisional de la administración de bienes de niñas, niños y adolescentes, y

d. Cualquier otra medida que proteja los derechos reconocidos en el Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.

VII. Denunciar ante el Ministerio Público dentro de las siguientes 24 horas de las que se tenga conocimiento de aquellos hechos que se presuman constitutivos de delito en contra de niñas, niños y adolescentes;

VIII. Solicitar al Ministerio Público competente la imposición de medidas urgentes de protección especial idóneas, cuando exista un riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, niños y adolescentes, quien deberá decretarlas a más tardar, durante las siguientes 3 horas a la recepción de la solicitud, dando aviso de inmediato a la autoridad jurisdiccional competente;

IX. Son medidas urgentes de protección especial en relación con niñas, niños y adolescentes, además de las establecidas en el Código Nacional y Código Estatal de Procedimientos Penales y demás disposiciones jurídicas aplicables, las siguientes:

a. El ingreso de una niña, niño o adolescente a un centro de asistencia social;

b. La atención médica inmediata, y

Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la medida urgente de protección, el órgano jurisdiccional competente deberá pronunciarse sobre la cancelación, ratificación o modificación de la medida que se encuentre vigente.

X. Ordenar, fundada y motivadamente, bajo su más estricta responsabilidad, la aplicación de medidas urgentes de protección especial establecidas en la fracción anterior, cuando exista riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, niños o adolescentes, dando aviso de inmediato a la autoridad jurisdiccional competente;

Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la medida urgente de protección el órgano jurisdiccional competente deberá pronunciarse sobre la cancelación, ratificación o modificación de la medida que se encuentre vigente;

Para la imposición de las medidas urgentes de protección, el Procurador de Protección podrá solicitar el auxilio de las instituciones policiales competentes;

En caso de incumplimiento de las medidas urgentes de protección, el Procurador de Protección podrá solicitar la imposición de las medidas de apremio correspondientes a la autoridad competente;

XI. Proceder a verificar el hecho de abandono de una niña, niño o adolescente del que tenga conocimiento la Procuraduría y, habiéndolo comprobado, deberá presentar la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público, a efecto de que se levante un acta pormenorizada en la que consten las circunstancias con las que se acredite el abandono;

De inmediato, el Ministerio Público remitirá a la niña, niño o adolescente, dependiendo de su edad y situación particular, dando prioridad a incorporar con algún familiar y en última instancia a una institución pública o privada para su resguardo, en tanto se agota la investigación para localizar a los responsables de dicho abandono, debiendo, en todo caso, el Ministerio Público, iniciar los trámites judiciales correspondientes;

Constatado el abandono, transcurrido el plazo señalado por la ley, y una vez agotada la investigación correspondiente y sin que nadie se haya presentado a reclamar a la niña, niño o adolescente resguardado, la Procuraduría de Protección procederá a registrarle ante el Registro Civil, cuando no exista constancia de su registro o datos que permitan determinar su identidad;

XII. Promover la participación de los sectores público, social y privado en la planificación y ejecución de acciones a favor de la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes, en la medida que favorezca la salvaguarda de su interés superior;

XIII. Asesorar a las autoridades competentes y a los sectores público, social y privado en el cumplimiento del marco normativo relativo a la protección de niñas, niños y adolescentes, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables , en la medida que favorezca la salvaguarda de su interés superior;

XIV. Proporcionar orientación y asesoría jurídica en materia de derecho familiar a personas en situación vulnerable;

XV. Coadyuvar con el Sistema Nacional y el Sistema Estatal DIF y sus municipios, en la elaboración de los lineamientos y procedimientos para registrar, capacitar, evaluar y certificar a las familias que resulten idóneas, considerando los requisitos señalados para el acogimiento pre-adoptivo, así como para emitir los certificados de idoneidad, de acuerdo a lo dispuesto en las disposiciones jurídicas aplicables;

XVI. Proporcionar información para integrar y sistematizar el Registro Nacional de Centros de Asistencia Social, de acuerdo a lo prescrito por la Ley General;

XVII. Supervisar el debido funcionamiento de los centros de asistencia social de niñas, niños y adolescentes y, en su caso, ejercer las acciones legales que correspondan por el incumplimiento de los requisitos que establece la presente Ley, la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables ;

XVIII. Supervisar la ejecución de las medidas especiales de protección de niñas, niños y adolescentes que hayan sido separados de su familia de origen por resolución judicial;

XIX. Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones a favor de la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes, con el fin de difundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado para su incorporación en los programas respectivos, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez;

XX. Atender y prevenir la violencia familiar en coordinación con las instituciones y autoridades públicas y privadas, organismos de la sociedad civil, de acuerdo a sus posibilidades y recursos, conforme a las atribuciones que le confiere la ley de la materia en el Estado de Coahuila de Zaragoza; 

XXI. Orientar a  las autoridades correspondientes del Estado para que den debido cumplimiento al derecho a la identidad, y

XXII. Las demás que les confieran otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 83. Sin perjuicio de lo anterior, la Procuraduría de Protección podrá imponer las siguientes medidas de protección:

I. Orientación, apoyo y seguimiento temporal a la familia;

II. Resguardo en entidades públicas o privadas y familiares;

III. Inclusión en programas oficiales o comunitarios de auxilio a la familia y a niñas, niños y adolescentes;

IV. Recomendación de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico en régimen de internación o ambulatorio; e

V. Inclusión en programas oficiales o comunitarios de auxilio, que impliquen orientación y tratamiento a alcohólicos y toxicómanos.

Artículo 84. Serán medidas aplicables a las personas que ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños o adolescentes, las siguientes:

I. Remitirles a programas oficiales o comunitarios de apoyo, orientación y tratamiento a la familia;

II. Enviarles a programas oficiales o comunitarios de apoyo, orientación y tratamiento a alcohólicos y toxicómanos;

III. Canalizarles a tratamiento psicológico o psiquiátrico, y

IV. Concientizarles de su obligación de que niñas, niños o adolescentes reciban la educación básica y la media superior y tomar las medidas necesarias para observar su aprovechamiento escolar.

Artículo 85. Los empleadores, funcionarios públicos o cualquier otra persona que trasgreda o vulnere los derechos de niñas, niños y adolescentes, se les aplicarán las siguientes medidas:

I. Prevención escrita acerca de la violación o puesta en riesgo del derecho de que se trate en el caso particular, con citación para ser informados debidamente sobre los derechos de tales; y

II. Orden de cese inmediato de la situación que viola o pone en riesgo el derecho en cuestión, cuando se hubiere actuado conforme a la fracción anterior y no comparezca en el plazo conferido para tal efecto, o bien, cuando haya comparecido y continúe la misma situación perjudicial.

En todos los casos, al aplicar las medidas señaladas, se tendrá en cuenta las necesidades de los afectados y prevalecerán las que tengan por objeto fortalecer vínculos familiares y comunitarios.

Las medidas previstas podrán adoptarse separada o conjuntamente y ser sustituidas en cualquier tiempo.

En el caso de resguardo en institución pública o privada, la medida únicamente se aplicará por el tiempo estrictamente necesario, debiendo la autoridad lograr la reincorporación de la niña, niño o adolescente a su familia de origen a la mayor brevedad posible.

Si la medida fuese incumplida por quienes ejerzan la patria potestad, guarda o tutela, la Procuraduría de Protección promoverá la denuncia o acción civil ante la autoridad competente; de acuerdo a lo prescrito en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 86. Para solicitar la protección y restitución integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, la Procuraduría de Protección deberá, atendiendo al principio superior de la niñez, seguir el siguiente procedimiento:

I. Recibir y detectar presuntos casos de vulneración de derechos;

II. Realizar un acercamiento a la familia o lugares donde se encuentren para elaborar un diagnóstico de la situación de niñas, niños y adolescentes;

III. Determinar los derechos restringidos o vulnerados;

IV. Elaborar un plan de restitución de derechos, cuando proceda; 

V. Trabajar coordinadamente con otras instituciones para dar cumplimiento al plan de restitución, y

VI. Dar seguimiento a las acciones de restitución de derechos, hasta cerciorarse que se encuentren garantizados.

Artículo 87. Los requisitos para ser nombrado titular de la Procuraduría de Protección, son los siguientes:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener más de 35 años de edad;

III. Contar con título profesional de licenciatura en derecho debidamente registrado;

IV. Contar con al menos cinco años de experiencia en materia de procuración de justicia o defensa de niñas, niños y adolescentes, y

V. No haber sido sentenciado por delito doloso o inhabilitado como servidor público.

El nombramiento de Procurador de Protección deberá ser aprobado por la Junta de Gobierno del Sistema Estatal DIF, a propuesta de su Titular.

La Procuraduría Estatal de Protección contará con representaciones regionales a efecto de lograr la mayor presencia y cobertura posible en los municipios.

Capítulo Tercero
Del Sistema Estatal de Protección Integral

Sección Primera

De los Integrantes

Artículo 88. En virtud de lo establecido en el Artículo 125 de la Ley General; las autoridades estatales y municipales impulsarán, colaborarán, gestionarán y coadyuvaran al desarrollo de políticas, programas y estrategias en favor de la salvaguarda del interés superior de la niñez. 

Artículo 89. El Sistema Estatal de Protección Integral  será conformado por las dependencias y entidades de la administración local vinculadas con la protección de estos derechos, en los términos que determinen las leyes del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios, será presidido por el Gobernador del Estado. 
El eje rector del Sistema Estatal de Protección Integral será el fortalecimiento familiar con el fin de proteger de forma integral los derechos de niñas, niños y adolescentes de esta entidad.

El Sistema Estatal de Protección Integral tendrá las siguientes atribuciones:

I. Crear, impulsar, instrumentar y articular políticas públicas que favorezcan el interés superior de la niñez;

II. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sistema Nacional de Protección;

III. Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adolescentes en la elaboración de programas sectoriales o, en su caso, institucionales específicos, así como en las políticas y acciones de las dependencias y entidades de la administración pública local;

IV. Difundir el marco jurídico local, nacional e internacional de protección a los derechos de niñas, niños y adolescentes;

V. Integrar a los sectores público, social y privado en la definición e instrumentación de políticas para la protección de niñas, niños y adolescentes, en la medida que favorezca su interés superior;

VI. Generar los mecanismos necesarios para garantizar la participación directa y efectiva de niñas, niños y adolescentes en los procesos de elaboración de programas y políticas locales para la protección integral de sus derechos, de acuerdo a lo estipulado en la presente Ley;

VII. Establecer en sus presupuestos, rubros destinados a la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, los cuales tendrán una realización progresiva;

VIII. Participar en la elaboración del Programa Nacional;

IX. Elaborar y ejecutar el Programa estatal con la participación de los sectores público, social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes;

X. Llevar a cabo el seguimiento, monitoreo y evaluación de la ejecución del Programa estatal;

XI. Emitir un informe anual sobre los avances del Programa Estatal y remitirlo al Sistema Nacional de Protección;

XII. Garantizar la participación de niñas, niños y adolescentes, tomando en consideración las medidas especiales que se requieran y las disposiciones prescritas en la presente Ley;

XIII. Fortalecer las acciones de corresponsabilidad y cercanía entre las instancias públicas y privadas con niñas, niños y adolescentes;

XIV. Realizar acciones de formación y capacitación de manera sistemática y continua sobre el conocimiento y respeto de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, especialmente en coordinación con sus padres, tutores o responsables legales y con aquellas personas que trabajan desde los diversos ámbitos en la garantía de sus derechos;

XV. Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas y acciones de los gobiernos estatal y municipales, estrategias y prioridades de la política pública estatal de protección de niñas, niños y adolescentes;

XVI. Establecer los lineamientos para el funcionamiento de los Sistemas Municipales de Protección Integral;

XVII. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley;

XVIII. Celebrar convenios de coordinación en la materia;

XIX. Auxiliar a la Procuraduría de Protección en las medidas urgentes de protección que ésta determine, y coordinar las acciones que correspondan en el ámbito de sus atribuciones, y

XX. Las demás que le otorguen otras disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 90. El Sistema Estatal de Protección Integral estará conformado por:

A. Poder Ejecutivo Estatal: 

I. El gobernador;

II. El secretario de gobierno;

III. El secretario de finanzas;

IV. El secretario de desarrollo social;

V. El secretario de educación;

VI. El secretario de salud;

VII. El secretario del trabajo y previsión social, y 

VIII. El director del Sistema Estatal DIF.

B. Delegaciones Federales:

. Secretaría de Relaciones Exteriores;

. Instituto Nacional de Migración, y

. Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

C. Presidentes municipales de todos los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

D. Organismos Públicos:

. Comisión Estatal de Derechos Humanos, y 

. Procurador General del Estado.

E. Representantes de la Sociedad Civil que serán nombrados por el Sistema Estatal de Protección Integral, en los términos del reglamento de esta Ley.

Para efectos de lo previsto en el apartado D, el Presidente del Sistema Estatal de Protección Integral, emitirá una convocatoria pública, que contendrá las etapas completas para el procedimiento, sus fechas límites y plazos.

Serán invitados permanentes a las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, el presidente del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, un representante del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como las asociaciones de municipios, legalmente constituidas, quienes intervendrán con voz pero sin voto. 

El Gobernador del Estado, en casos excepcionales, podrá ser suplido por el Secretario de Gobierno.

Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral nombrarán un suplente que deberá tener el nivel de subsecretario o equivalente.

El Presidente del Sistema podrá invitar a las sesiones respectivas a representantes de otras dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, de los órganos con autonomía constitucional, según la naturaleza de los asuntos a tratar quienes intervendrán con voz pero sin voto.

En las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, participarán de forma permanente, sólo con voz, niñas, niños y adolescentes, que serán seleccionados por el propio Sistema. De igual forma, se podrá invitar a personas o instituciones, estatales, nacionales o internacionales, especializadas en la materia.

Artículo 91. El Sistema Estatal de Protección Integral se reunirá cuando menos dos veces al año.

Para sesionar válidamente se requerirá un quórum de la mayoría de sus miembros y la asistencia de su Presidente; sus decisiones se tomarán por mayoría de votos y, en caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

Artículo 92. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Sistema Estatal de Protección Integral podrá constituir comisiones encargadas de atender asuntos o materias específicas y emitirá los lineamientos para su integración, organización y funcionamiento, así como para la integración, organización y funcionamiento de los Sistemas Municipales, dichos lineamientos deberán ser publicadas en el Periódico Oficial del Estado.

Sección Segunda

De la Secretaría Ejecutiva

Artículo 93. La coordinación operativa del Sistema Estatal de Protección Integral recaerá en un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, que ejercerá las funciones de Secretaría Ejecutiva. 

Las Secretaría Ejecutiva tendrá las siguientes atribuciones:

I. Coordinar las acciones entre las dependencias y las entidades competentes de la Administración Pública Estatal que deriven de la presente Ley;

II. Elaborar el anteproyecto del Programa Estatal para someterlo a consideración de los miembros del Sistema;

III. Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la ejecución del Programa Estatal;

IV. Elaborar y mantener actualizado el Manual de Organización y Operación del Sistema Estatal de Protección Integral;

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema Estatal de Protección Integral, llevar el archivo de éstos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expedir constancia de los mismos;

VI. Apoyar al Sistema Estatal de Protección Integral en la ejecución y seguimiento de los acuerdos y resoluciones emitidos;

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación con instancias públicas y privadas, nacionales e internacionales;

VIII. Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones en favor de la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes con el fin de difundirlos a las autoridades competentes y a los sectores social y privado para su incorporación en los programas respectivos;

IX. Difundir entre las autoridades correspondientes y la población en general los resultados de los trabajos que realice, así como toda aquella información pública que tienda a la generación, desarrollo y consolidación de perspectiva en la materia, desagregada por lo menos, en razón de edad, sexo, entidad federativa, escolaridad y discapacidad;

X. Asesorar y apoyar al gobierno estatal y a los gobiernos municipales que lo requieran para el ejercicio de sus atribuciones;

XI. Informar cada cuatro meses al Sistema Estatal de Protección Integral y a su Presidente, sobre sus actividades;

XII. Fungir como instancia de interlocución con organizaciones de la sociedad civil, academia y demás instituciones de los sectores social y privado, y

XIII. Garantizar la participación de los sectores social y privado así como la participación de niñas, niños y adolescentes;

XIV. Articularse con la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes, y 

XV. Las demás que le encomiende el Presidente o el Sistema Estatal de Protección Integral.  

Artículo 94. El titular de la Secretaría Ejecutiva será nombrado y removido libremente por el Presidente del Sistema y deberá cumplir con los siguientes requisitos:

I. Tener ciudadanía mexicana en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener más de 30 años de edad;

III. Contar con título profesional de nivel licenciatura debidamente registrado;

IV. Contar con al menos cinco años de experiencia en las áreas correspondientes a su función, y

V. No haber sido sentenciado por delito doloso o inhabilitado como servidor público.

Capítulo Cuarto
De los Sistemas Municipales de Protección Integral

Artículo 95. Los Sistemas Municipales serán presididos por los Presidentes Municipales y estarán integrados por las dependencias e instituciones vinculadas con la protección de niñas, niños y adolescentes.

Los Sistemas Municipales garantizarán la participación de los sectores social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes.

El eje rector de los Sistemas Municipales será el fortalecimiento familiar con el fin de proteger de forma integral los derechos de niñas, niños y adolescentes de esta entidad.

Cada Sistema Municipal de Protección Integral contará con una secretaría ejecutiva cuyo titular será nombrado y removido libremente por el Presidente Municipal, quien deberá ser ciudadano mexicano; tener mas de treinta años; contar con título profesional debidamente registrado y experiencia en materia de asistencia social. 

Los Sistemas Municipales de Protección Integral funcionarán y se organizarán de acuerdo a los lineamientos establecidos por el Sistema Estatal de Protección Integral. 

Artículo 96. Los Sistemas Municipales se reunirán cuando menos dos veces al año. Para sesionar válidamente se requerirá un quórum de la mayoría de sus miembros y la asistencia de su Presidente; sus decisiones se tomarán por mayoría de votos y, en caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

En casos excepcionales, el Presidente Municipal podrá ser suplido por el Síndico.

Los integrantes del Sistema Municipal de Protección Integral nombrarán un suplente que deberá tener el nivel inmediato inferior al que le corresponda a su titular.

Capítulo Quinto
De los Organismos de Protección de los Derechos Humanos

Artículo 97. La Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el ámbito de sus competencias, deberá establecer áreas especializadas para la protección efectiva, observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Capítulo Sexto
Del Programa Estatal y de los Programas Municipales

Artículo 98. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través del Sistema Estatal y los Sistemas Municipales de Protección Integral, así como los sectores privado y social, participarán en la elaboración y ejecución de los Programas Estatal y Municipales, según corresponda, los cuales deberán:

I. Alinearse al Plan Estatal de Desarrollo y al Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes y la presente ley; 

II. Prever acciones de mediano y largo alcance e indicar los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, e

III. Incluir mecanismos transparentes que permitan su evaluación y seguimiento, así como de participación ciudadana, mismos que serán publicados en el Periódico Oficial del Estado.

Para la implementación y aplicación de los  Programas Estatal y Municipales, los Sistemas Estatal y Municipales de Protección Integral, contarán con órganos consultivos de apoyo, en los que participarán las autoridades competentes y representantes de los sectores social y privado.

Capítulo Séptimo 

De la Evaluación y Diagnóstico

Artículo 99. Corresponderá a las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, la evaluación de las políticas de desarrollo social vinculadas con la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, en términos de lo establecido en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta Ley, el Programa Estatal de Protección Integral y las demás disposiciones aplicables. 

TÍTULO SEXTO
De las Infracciones Administrativas

Capítulo Único
De las Infracciones y Sanciones Administrativas
Artículo 100. Respecto de un servidor público, personal de instituciones de salud, educación, deportiva o cultural, empleado o trabajador de establecimientos sujetos al control, administración o coordinación de aquellas, como centros de asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal, de acuerdo a sus funciones y responsabilidades y en el ámbito de sus respectivas competencias; se considerará como infracciones a la presente Ley:

I. Negar injustificadamente el ejercicio de un derecho a la niña, niño o adolescente; así como a la prestación de un servicio al que se encuentra obligado por la presente Ley;

II. Cuando en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas tenga conocimiento de la violación de algún derecho de alguna niña, niño o adolescente y se abstenga de hacerlo del conocimiento de la autoridad competente, en contravención de lo prescrito por la presente Ley y demás disposiciones estatales aplicables;

III. Propiciar, tolerar o abstenerse de impedir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión, daño, intimidación, violencia, maltrato o perjuicio de que tengan conocimiento, en contra de niñas, niños y adolescentes, y

IV. Toda actuación que no cuente con el permiso o autorización respectiva de la autoridad correspondiente; especialmente, en los procedimientos de adopción de acuerdo a lo prescrito por la presente Ley y la Ley General.

Artículo 101. Para la determinación de la sanción, las autoridades competentes deberán considerar:

I. La gravedad de la infracción,

II. El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción;

III. Los daños que se hubieren producido o puedan producirse;

IV. La condición económica del infractor, y

V. La reincidencia del infractor.

Artículo 102. Las sanciones previstas en esta Ley se aplicarán por las siguientes autoridades:

I. La dependencia o entidad de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza que resulte competente, en los casos de las infracciones cometidas de acuerdo al artículo 100 de esta Ley;

II. Tratándose de servidores públicos, así como empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o coordinación del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza; la Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza; órganos con autonomía constitucional, o del Tribunal Estatal de Justicia Fiscal y Administrativa, las sanciones serán impuestas por los órganos que establezcan sus respectivos ordenamientos legales;

III. El Sistema Estatal DIF, en los casos que resulte competente.

Artículo 103. Contra las sanciones que las autoridades estatales impongan en cumplimiento de esta Ley, se podrá interponer el recurso de revisión de acuerdo a las disposiciones aplicables en la materia. 

Artículo 104. Será cada institución pública del Estado, la que de acuerdo al ámbito de su competencia y las obligaciones emanadas de la presente Ley determine la gravedad del hecho investigado, la responsabilidad del funcionario público y en su caso, la sanción a imponer; de acuerdo al procedimiento administrativo establecido por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades y sanciones conexas que puedan resultar aplicables de acuerdo a la legislación estatal.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación. 

SEGUNDO. Los Sistemas Estatal y Municipales de Protección deberán integrarse a más tardar dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.

TERCERO. La Procuraduría Estatal de Protección deberá constituirse a partir del siguiente ejercicio presupuestal a la publicación del presente Decreto.

CUARTO. Se abroga la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas y Niños del Estado de Coahuila.

SEXTO. Los Sistemas DIF estatal y municipales deberán reformar su normativa orgánica en un plazo no mayor a noventa días naturales, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para formalizar la creación de la Procuraduría de Protección a la que alude el mismo. 

SÉPTIMO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley.

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”GRUPO PARLAMENTARIO “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

        COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ 


inicativa con proyecto de decreto que POR LA CUAL SE ADICIONA LA FRACCION V AL ARTICULO 154 BIS 5 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, que presenta el diputado javier de jesus rodriguez mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSE MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ " del Partido Verde Ecologista de México. 
H. PLENO DEL CONGRESO 
DEL ESTADO DE COAHUILA 

PRESENTE.- 


 Las drogas en sus diferentes formas han invadido nuestro entorno, se trata de un fenómeno de múltiples facetas que incluye las etapas de producción, tráfico, distribución, consumo y dependencia que afectan a todos los grupos de la población y tienen implicaciones importantes  para la salud pública de la Nación.


Por ello, el problema requiere de enfoques novedosos que permitan enfrentar  un problema complejo y cambiante pues las drogas impactan en múltiples esferas, afectan el desarrollo económico y social, aumentan los costos de atención de salud al asociarse con lesiones y con una gran variedad de enfermedades infecciosas (VIH, Hepatitis B y C) así como enfermedades crónicas (cirrosis, cardiovasculares, enfermedades mentales, etc.).


Definir el fenómeno de las drogas desde una perspectiva de salud pública  permite reconocer diferencias entre las drogas y sus riegos, se aleja de conceptualizaciones que ven a las drogas como fin último, con el decomiso y la detención de las personas como la meta; en cambio ve a las sustancias en su interacción con las personas que las usan o tienen potencial para hacerlo, que viven en contextos de mayor o menor riesgo y que son más o menos vulnerables a la experimentación y al paso del uso al de la dependencia por una combinación de factores hereditarios y adquiridos. Por esto debemos definir al problema como una enfermedad y por lo tanto se han adecuado las políticas públicas para la atención de los enfermos.


En México contamos con un sistema avanzado de recuperación de información útil para la toma de decisiones en materia de adicciones, lo que ha permitido conocer que de la misma manera que ocurre en todo el mundo,  el consumo de sustancias presenta periodos de crecimiento y disminución y no podemos pasar por alto que este fenómeno de salud afecta, sin distinción de género, incidiendo principalmente en niños y adolescentes, de cualquier estrato social y de todas las regiones  de nuestro país.


Es por esta razón que cada estado de la República cuenta con un Consejo Estatal Contra las Adicciones que permite focalizar el trabajo de campo en cada entidad y de la mano con la Secretaría de Salud, trabajar para lograr brindar una nueva oportunidad a las personas que padecen alguna adicción, en este sentido en Coahuila se hace un gran trabajo pero no podemos permitir que en las instituciones ya sean públicas o privadas se violen el derecho a la salud y mucho menos los derechos humanos de las personas que desean rehabilitarse de su adicción a las sustancias; este puede manifestarse a través de una deficiente atención, malos tratos e incluso aislamiento innecesario por todas estas razones es necesario que se establezca en la Ley Estatal de Salud, que deben llevarse a acabo revisiones periódicas que permitan conocer que las instituciones dedicadas a la rehabilitación cumplen con los requisitos establecidos en la ley además de que no violenten las garantías de las personas internadas.


Pues para nadie es un secreto que estas instituciones sobre todo las privadas han proliferado a lo largo de todo el Estado y en algunos casos se han presentado no solamente malos tratos por parte de las personas encargadas sino que además su estancia transcurre en medio de deplorables condiciones de higiene que hace que los enfermos no deseen terminar su tratamiento; es por ello que al llevarse  cabo revisiones periódicas a dichas instituciones donde además se verifique que cumplen con los requisitos establecidos en la norma oficial y sean realmente de ayuda para la sociedad y no solamente busquen un beneficio económico para ellos.


Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE ADICIONA LA FRACCION V AL ARTICULO 154 BIS 5 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, PARA QUEDAR:
.
Artículo 154 bis 5. En materia de rehabilitación de la farmacodependencia, la Secretaría deberá: 

I al IV.- ... ...

V.- Llevar a cabo una revisión periódica a los centros de tratamiento, que permita establecer si dichos centros cuentan con las medidas médicas y de infraestructura para lograr la recuperación del individuo en tratamiento. 
T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
Saltillo, Coahuila; a 05 de Mayo de 2015.

ATENTAMENTE
POR LA FRACCION PARLAMENTARIA 

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ”

 DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL 

ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el Diputado José Armando Pruneda Valdez conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para MODIFICAR El CONTENIDO DE LAS FRACCIONES I, II, III, IV, y X, RECORRRIENDO EL ACTUAL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN  X a la XI  QUE SE CREA, DEL ARTÍCULO 8 de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

La educación y la salud son dos factores primordiales para el desarrollo pleno de las personas; además, el artículo Cuarto Constitucional establece:

…………

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia.

La actividad física como parte integrante de la formación y desarrollo de los seres humanos, constituye  un proceso biológico y pedagógico cuyo fin es el desarrollo de las capacidades del rendimiento físico de las personas, sus habilidades motrices, el dominio de una técnica deportiva, y una salud óptima que le permita gozar de su vida y entorno al máximo, con calidad, eficiencia y plenitud.

Las personas que practican algún deporte, son casi por definición, sanas de mente y positivas en cuanto a su forma de ver la vida, evitan los vicios, la delincuencia y la 

violencia; son también, como lo demuestran las estadísticas, personas con un notable éxito laboral y profesional, y una ética de trabajo destacada, sin importar cuál sea su actividad, profesión y  oficio.

Desde hace años, tanto organismos internacionales como el gobierno federal de México, consideran al deporte como un medio altamente eficiente para combatir fenómenos como la delincuencia, las adicciones, la violencia y el crimen, tanto en su fase preventiva, como en la correctiva. 

Sin embargo, falta mucho por hacer, así lo refleja el Programa Nacional de Cultura Física y Deporte 2014-2018, publicado en el Diario Oficial de la Federación en fecha 30 de abril del 2014. Que entre otros aspectos, algunos que ya mencionamos en ocasión de una proposición con puntos de acuerdo de la Comisión de Deporte u Juventud, presentada la semana pasada en este Tribuna, detalla los siguientes:

“…..Son DEBILIDADES identificadas en el sistema deportivo nacional:

Atención deficiente en el ámbito del deporte social debido a la gran cantidad de municipios. Existen 2,457 municipios, en la mayoría de los cuales no hay personal contratado para desarrollar programas encaminados a la atención del deporte social, según el número de municipios representados en los Sistemas Estatales del Deporte; el único Estado con responsable del deporte en todos sus municipios es Baja California.
No existen ligas deportivas escolares y municipales. Al iniciar la actual administración la Subdirección General de Cultura Física de la CONADE no contaba con ninguna Liga Municipal registrada ni tampoco con Ligas Escolares debidamente protocolizadas.

Se carece de Programas de Activación Física. En general, la población recibe mucha información acerca de la necesidad de realizar actividades físicas, sin embargo, no existen programas que establezcan de manera clara qué requiere cada individuo para mejorar su salud y mucho menos que permitan dar un seguimiento.
Falta de Integración de la Iniciativa Privada en los Programas de Activación Física. Aunque existe un creciente interés por abatir el sedentarismo y las enfermedades crónicas degenerativas por parte de la sociedad en general, no existen programas unificados que convoquen a las empresas para que fortalezcan económicamente los esfuerzos por activar físicamente a la sociedad.
Resultados del deporte mexicano en el contexto internacional.

…………..

No se cuenta con un censo de instalaciones deportivas en el país. No se puede tener de manera clara y precisa un punto de partida para conocer la situación real de la infraestructura dedicada al deporte social en el país, además de la inexistencia de un esquema, normas o instrucciones en torno a la planificación, creación y operación de instalaciones deportivas.
Financiamiento público insuficiente para la activación física. Ante la inexistencia de un registro oficial en la materia, tomando como base el presupuesto que la CONADE recibió para el programa "Ponte al 100" en el Ejercicio 2013, un total de 181 millones de pesos (MDP), que divididos entre más de 112 millones de habitantes, está por debajo de los 2 pesos por persona, lo cual resulta insuficiente. Las siguientes cifras corresponden a la inversión prevista para la activación física.

……..

Como conclusión, se destacan los diez problemas o insuficiencias más importantes del sistema deportivo mexicano actual:

Falta de visión transversal en la acción pública del deporte, lo que genera ineficiencia y limita el impacto del mismo en la sociedad.

Falta de hábitos de práctica deportiva y elevado nivel de sedentarismo de la población, asociado a un porcentaje muy bajo de educación física efectiva en el sistema educativo.

Un sistema deportivo complejo y difícil de gestionar.

Escaso desarrollo en la intervención de los Municipios en el deporte.

Limitada capacitación de los responsables -voluntarios y profesionales- del sistema deportivo.

Un conjunto de instalaciones deportivas de uso social insuficiente y de baja calidad.

…………….” Fin de la cita textual.

De acuerdo a la Ley de Cultura Física y Deporte de nuestra entidad, son atribuciones de los municipios las que leemos a continuación:

ARTÍCULO 8.- Los municipios, en la esfera de su competencia, tendrán las siguientes atribuciones: 

I. 
Fomentar y promover la cultura física y la práctica de las actividades deportivas entre los habitantes de su municipio; 

II. 
Crear una unidad administrativa responsable y especializada en materia de cultura física y deporte; 

III. 
Crear una previsión presupuestal anual que permita ejecutar los programas en materia de cultura física y deporte; 

IV. 
Participar en la planeación de la infraestructura del deporte y presentar a las autoridades estatales, las recomendaciones que consideren pertinentes; 

V. 
Convocar a la sociedad en general y, en particular, a los deportistas y sus asociaciones, a formar parte del Sistema Municipal del Deporte; 

VI. 
Establecer regulación para los eventos deportivos que se realicen en espacios y vías públicas, 

VII. 
Vigilar el uso de instalaciones deportivas para prevenir expresiones, actitudes y conductas, agresivas y violentas. 

VIII. 
Crear el Registro Municipal del Deporte (Deportistas, Entrenadores, Clubes, Escuelas, Gimnasios, Academias, Ligas, Asociaciones, Cuerpos arbitrales, instalaciones). 

IX. 
Procurar la Prevención del uso de sustancias y métodos prohibidos en eventos y en la práctica deportiva. 

X. 
Las demás que le confiera esta ley y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 9.- Además de las atribuciones a que se refiere el artículo anterior corresponden a los municipios en forma concurrente con la autoridad estatal, las previstas en las fracciones I, VI, VII, VIII y IX del artículo 7 de esta ley. 

(I. Promover y fomentar la cultura física y el deporte en la población del Estado, así como la difusión, investigación y la participación social; VI. Alentar entre la sociedad, la constitución y entrega de reconocimientos y estímulos a los deportistas;  VII. Destinar, conforme lo establezca su presupuesto de egresos, recursos para la construcción, mejoramiento, equipamiento y rehabilitación de instalaciones deportivas; así como para la ejecución de programas para el fomento y promoción de la cultura física y el deporte; 

VIII. Ofrecer servicios en materia de medicina del deporte y prevenir el uso de sustancias y métodos que pongan en riesgo la salud de los deportistas; IX.
Elaborar, en coordinación con los municipios y sociedad civil, los programas que conformen el Plan Estatal del Deporte…)

Es el municipio la autoridad más cercana a la gente, la que conoce de cerca las necesidades, fortalezas y carencias en materia de deporte de sus comunidades.

En este orden de ideas, nos dimos a la tarea de hacer un estudio de derecho comparado sobre atribuciones de los municipios en otras leyes estatales del deporte, concretamente en los estados de Nuevo León, Chiapas, Sinaloa y Veracruz. Encontrando diferencias significativas en todos ellos, desde luego, positivas y favorables. 

Por tal motivo y por todos los argumentos y datos expuestos, consideramos necesario modernizar el marco de las atribuciones de los municipios en materia deportiva
Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esté H. Pleno  el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido de las fracciones I, II, III, IV, y X, recorriendo el contenido actual de la fracción X a la XI que se crea, del artículo 8 de   Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

 ARTÍCULO 8.- Los municipios, en la esfera de su competencia, tendrán las siguientes atribuciones: 

I. 
Fomentar y promover la cultura física y la práctica de las actividades deportivas entre los habitantes de su municipio; y celebrar convenios con instituciones públicas, privadas, sociales y recreativas, con objeto de patrocinar la realización de eventos deportivos y la conformación de ligas y equipos de las distintas disciplinas físicas más aceptadas por los habitantes de cada municipio.

II. 
Crear una unidad administrativa responsable y especializada en materia de cultura física y deporte, cuya titularidad, cualquiera sea la denominación de ésta, deberá recaer en una persona de amplia y comprobada experiencia en la promoción y difusión del deporte. 

III. 
Asignar una partida presupuestal anual que permita ejecutar los programas en materia de cultura física y deporte; la cual deberá quedar debidamente especificada en el presupuesto de egresos del ejercicio fiscal que corresponda.

IV. 
Participar en la planeación de la infraestructura del deporte y presentar a las autoridades estatales, las recomendaciones que consideren pertinentes. Asimismo, administrar las instalaciones deportivas de su competencia y promover la participación de la comunidad, para que, de forma organizada, subsidiaria y corresponsable pueda participar en la construcción, ampliación, remodelación y mantenimiento de las instalaciones deportivas; quedando establecidas las reglas y bases de esta participación en el reglamento que corresponda.

V a la IX……

X. 
Impulsar el desarrollo de las actividades deportivas en las zonas rurales y en los sectores marginados de acuerdo a sus planes de desarrollo. 

XI. Las demás que le confiera esta ley y demás disposiciones aplicables. 

……………

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 06 DE MAYO DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ 
DIP. JESUS DE LEÓN TELLO



        COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS
DIP. LARIZA MONTIEL LU IS
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta el Diputado  Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR TRES PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 18 DEL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO EL ESTADO; Y ADICIONAR TRES PÁRRAFOS AL INCISO K) DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 41 DEL ESTATUTO JURÍDICO PARA LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS; Y SE MODIFICA EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 294 Y SE ADICIONAN TRES PARRAFOS AL ARTÍCULO 302 DEL CÓDIGO MUNICIPAL,  TODOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
Con base en la siguiente:
Exposición de motivos
Los mexicanos tienen el derecho a recibir justicia pronta y expedita de parte de los tribunales facultados para impartir justicia. Así lo establece el artículo 17 Constitucional; y así lo define la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos criterios emitidos desde los años noventas hasta los años más recientes, por brevedad, mencionamos uno:

Registro No. 921075 
Novena Época 
Instancia: Segunda Sala 
Tesis Aislada 
Materia: Constitucional 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN AQUEL DERECHO PÚBLICO SUBJETIVO, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.- La garantía individual o el derecho público subjetivo de acceso a la impartición de justicia, consagra a favor de los gobernados los siguientes principios: 1. Justicia pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades encargadas de su impartición, de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto se establezcan en las leyes; 2. Justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos, cuyo estudio sea necesario; y garantice al gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. Justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución, no sólo apegada a derecho, sino, fundamentalmente, que no dé lugar a que pueda considerarse que existió favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y 4. Justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de su impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación de ese servicio público. Ahora bien, si dicha garantía está encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla, lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, con independencia de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.
Para nadie es secreto que los juicios de tipo laboral /burocrático, o procesos laborales de los servidores públicos contra sus patrones, esto es, las dependencias para las que trabajaban, suelen tardar años en resolverse, muchas veces no por cuestiones de carácter jurídico o constitucional; si no, por actos y acciones dilatorias que persiguen fines generalmente deshonestos, entre otros:
I.- Tratar de hacer que el actor (demandante) se dé por vencido y desista de sus pretensiones para aceptar en su caso una negociación que le confiera prerrogativas muy por debajo de las justas y apegadas a derecho.

II.- Generarle a la dependencia pública (el patrón) una enorme erogación en el pago de la liquidación correspondiente y de los salarios caídos; este acto, es comúnmente planeado entre las partes involucradas, quienes arman una simulación y una farsa con tal fin.

III.- Generales a una administración que fue exitosa, honesta y eficiente, una carga financiera perjudicial, con el único objetivo de causarle un menoscabo patrimonial o financiero hasta donde sea posible, como acto de venganza de actores políticos resentidos y administraciones intolerantes.
Entre las principales razones de que los procesos laborales se prolonguen de modo injustificado por años.
El documento “La Duración de los Juicios de Despido Injustificado en Materia Burocrática”, de Jorge Luis Silva Méndez, publicado en 2011, por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, revela los promedios de duración de los juicios o procesos laborales relacionados con la administración pública en México (más de 500 casos contra la SEP Federal). Si bien, estos promedios varían en atención a diversos factores como los recursos colaterales ajenos a la competencia del tribunal, la estructura del proceso de acuerdo a cada legislación, la cantidad de personal de los tribunales competentes, la sobrecarga de trabajo, la ubicación geográfica de los tribunales en relación a los demandantes, la capacidad profesional de los abogados litigantes y otros factores, se logró demostrar que el promedio estándar (en los casos de la SEP Federal) es de 1347 días para que un juicio laboral concluya. Los casos que se resolvieron en menos de mil días, generalmente están asociados a conciliaciones entre las partes.
Mientras que los juzgados y tribunales civiles, mixtos, de cuantía menor, penales, administrativos, fiscales, familiares y mercantiles (federales o estatales) cumplen siempre y a toda costa con emitir sus respectivas sentencias en los plazos de ley; resulta que los llamados Tribunales  de los Trabajadores Estatales y/o Municipales; así como el federal, se toman el tiempo del mundo para emitir los laudos correspondientes, con los perjuicios que ya hemos señalado anteriormente. Hecho que resulta absurdo, pues no cabe explicación que justifique por qué unos sí pueden impartir justicia en plazos razonables y apegados a derecho, mientras que los tribunales de los servidores públicos no pueden hacerlo.
En la reforma laboral del año 2012, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha viernes 30 de noviembre del año 2012; entre otras muchas adecuaciones, adiciones, derogaciones y modificaciones a la Ley Federal del Trabajo, destaca la siguiente:
Artículo 48. El trabajador podrá solicitar ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, a su elección, que se le reinstale en el trabajo que desempeñaba, o que se le indemnice con el importe de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago.

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior.

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

En caso de muerte del trabajador, dejarán de computarse los salarios vencidos como parte del conflicto, a partir de la fecha del fallecimiento.

Los abogados, litigantes o representantes que promuevan acciones, excepciones, incidentes, diligencias, ofrecimiento de pruebas, recursos y, en general toda actuación en forma notoriamente improcedente, con la finalidad de prolongar, dilatar u obstaculizar la sustanciación o resolución de un juicio laboral, se le impondrá una multa de 100 a 1000 veces el salario mínimo general.

Si la dilación es producto de omisiones o conductas irregulares de los servidores públicos, la sanción aplicable será la suspensión hasta por noventa días sin pago de salario y en caso de reincidencia la destitución del cargo, en los términos de las disposiciones aplicables. Además, en este último supuesto se dará vista al Ministerio Público para que investigue la posible comisión de delitos contra la administración de justicia…..

Esta reforma se hizo, entre otras cosas, para poner fin a las prácticas dilatorias dolosas con ánimo meramente lucrativo,  concertadas entre autoridades y abogados litigantes. 
Es menester recordar que la Ley Federal del trabajo es supletoria a la Ley Federal de los Trabajadores al Servicios del Estado, Reglamentaria del Apartado B de la Constitución Federal, se acuerdo al artículo 11 de este ordenamientos, es también supletoria en materia local  el Estatuto  Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, de acuerdo al artículo 7; y supletoria al Estatuto Jurídico de los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, de acuerdo a lo plasmado en el dispositivo 9 de su texto. 

Si bien, durante la pasada legislatura, se realizaron dos reformas tendientes a resolver este problema, ambas a los Estatutos que rigen a la burocracia estatal y a los profesores en la entidad, consideramos como Grupo Parlamentario, que atendiendo al principio de que toda ley es perfectible, se necesita una adecuación mayor para asegurar el fin de los procesos largos y las prácticas dolosas y corruptas que ya hemos señalado en la presente.
Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:
DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO: Se adiciona tres párrafos al artículo 18  del Estatuto para Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila de Zaragoza; PARA QUEDAR COMO SIGUE:
ARTICULO 18.-  Primer párrafo….
Si durante el proceso correspondiente se demuestra que el trabajador fue despedido injustamente, éste tendrá derecho a percibir el pago de los salarios vencidos, computados desde la fecha de despido y hasta por un plazo de doce meses.
Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no se ha concluido con el procedimiento correspondiente o no se ha ejecutado el laudo o resolución, se pagarán al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de hasta quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, sin que esto sea aplicable al pago de otros tipos de indemnizaciones o prestaciones.
Cualquier laudo o resolutivo que sea emitido en un plazo que supere al mencionado en el párrafo segundo y no se encuentre plenamente justificado en cuanto a su dilación, importará todas las sanciones a que haya lugar para los responsables en los términos de la legislación aplicable. 

…………..

ARTÍCULO SEGUNDO: Se adicionan tres párrafos al artículo inciso k) del la fracción VI del Artículo 41, recorriendo el contenido que ocupa actualmente el párrafo quinto a la novena posición del Estatuto para los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 41.-……

I a la V…….

VI……..

a) a l   j)…….

k).- Párrafos del primero al quinto……

Si durante el proceso correspondiente se demuestra que el trabajador fue despedido injustamente, éste tendrá derecho a percibir el pago de los salarios vencidos, computados desde la fecha de despido y hasta por un plazo de doce meses.
Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no se ha concluido con el procedimiento correspondiente o no se ha ejecutado el laudo o resolución, se pagarán al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de hasta quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, sin que esto sea aplicable al pago de otros tipos de indemnizaciones o prestaciones.
Cualquier laudo o resolutivo que sea emitido en un plazo que supere al mencionado en el párrafo segundo y no se encuentre plenamente justificado en cuanto a su dilación, importará todas las sanciones a que haya lugar para los responsables en los términos de la legislación aplicable. 

Por lo que respecta al incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General del Servicio Profesional Docente a los sujetos obligados a ella, se regirán por el procedimiento establecido en la misma Ley. 

……………

ARTÍCULO TERCERO: Se modifica el contenido de la fracción IV del Artículo 294, y se adicionan tres párrafos al artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 294…….

I a la III….

 IV. Reinstalar a los trabajadores de base en las plazas de las cuales los hubieren separado injustificadamente y ordenar el pago de los sueldos caídos a que fueren condenados por laudo ejecutoriado, de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 302 del presente Código.

V…….

ARTÍCULO 302. Primer párrafo…..

Si durante el proceso correspondiente se demuestra que el trabajador fue despedido injustamente, éste tendrá derecho a percibir el pago de los salarios vencidos, computados desde la fecha de despido y hasta por un plazo de doce meses.
Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no se ha concluido con el procedimiento correspondiente o no se ha ejecutado el laudo o resolución, se pagarán al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de hasta quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, sin que esto sea aplicable al pago de otros tipos de indemnizaciones o prestaciones.
Cualquier laudo o resolutivo que sea emitido en un plazo que supere al mencionado en el párrafo segundo y no se encuentre plenamente justificado en cuanto a su dilación, importará todas las sanciones a que haya lugar para los responsables en los términos de la legislación aplicable. 

…………………

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  a  06 de mayo de 2015

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LU IS

        COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de la Defensa de los Derechos Humanos y Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Que por instrucción de la Presidenta de la Mesa Directiva del Congreso del Estado, el día 30 del mes de abril del presente año, se turnó a las Comisiones Unidas de la Defensa de los Derechos Humanos y Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones son competentes para emitir el presente dictamen, con fundamento en los artículos 82, 83, 84, 104, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, así como en el Acuerdo aprobado por el Pleno del Congreso el 21 de abril de 2015, mediante el cual se integra la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, y en el cual se señala el objeto de la Comisión en comento.
SEGUNDO.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

“Los niños, niñas y adolescentes representan la esperanza del futuro en todos los lugares de nuestro planeta. No debemos olvidar que la niñez es la etapa más importante del desarrollo de los seres humanos y es obligación del estado garantizarles un pleno desarrollo, evitando en lo posible todo obstáculo que lo dificulte, pues la pobreza, el no tener acceso a la educación, la violencia, la falta de oportunidades, las enfermedades, entre otros, impiden que muchas veces un niño crezca feliz.

En 2012, 21.2 millones de niñas, niños y adolescentes, es decir 53.8% de la población menor de 18 años en México, estaba viviendo en pobreza y 4.7 millones en pobreza extrema
, lo que representa un importante reto al que debemos hacer frente para reducirlo de manera considerable pues la información que precede es un indicador de un problema en las políticas públicas, sobre todo de desarrollo social, que impacta en la población conformada por niños y niñas durante su infancia y adolescencia que se traduce en la necesidad de priorizar y focalizar la actividad gubernamental para garantizar el futuro de estas personas.

Es para el actual gobierno una tarea prioritaria el generar políticas públicas a favor de niños, niñas y adolescentes, quienes forman parte de uno de los grupos considerados como vulnerables en nuestro país, sin embargo debe considerarse importante actuar también desde el ámbito legislativo, por lo que constantemente se está buscando actualizar los diversos aspectos que conforman la protección de los derechos de los mismos que si bien gozan de una Ley en la materia que los dota de los derechos básicos que tienen como individuos en pleno proceso de desarrollo físico y mental, es necesario además que se les proporcione un contexto adecuado para que el resultado de este proceso se vea posteriormente reflejado con personas en pleno goce y ejercicio de derechos y obligaciones, capaces de interactuar en todos los aspectos para coadyuvar en la conformación de una mejor sociedad.

A nivel internacional, el instrumento jurídico a favor de niños y niñas que tiene más importancia, es la Convención sobre los Derechos del Niño, mismo que fue adoptado por la Organización de las Naciones Unidas en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, el 20 de noviembre de 1989, y que fue aprobado por el Senado de la República el 19 de junio de 1990, y publicado en el Diario Oficial de la Federación del 31 de julio de 1990, y que entró en vigor a partir del 25 de enero de 1991. 

La Convención sobre Derechos del Niño cuenta con los instrumentos siguientes, que están en vigor y de los que México es parte: Enmienda, adoptada en Nueva York el 12 de diciembre de 1995. Protocolo Facultativo Relativo a la Participación de Niños en Conflictos Armados, adoptado en Nueva York, el 25 de mayo de 2000. Protocolo Facultativo Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía, adoptado en Nueva York, el 25 de mayo de 2000.

Este instrumento internacional contiene una serie de principios o derechos humanos que el Estado mexicano debe satisfacer o hacer efectivos ya que es una obligación adquirida desde el momento de ratificarlo. 

Debe tomarse en cuenta que la obligación de cumplir con lo estipulado en este instrumento, no es únicamente de la federación, sino que se extiende a todas las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios. 

A nivel federal, el Congreso de la Unión, en cumplimiento a la obligación del estado mexicano de garantizar los derechos de niños y niñas, expidió la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, misma que fue publicada el 4 de diciembre de 2014 en el Diario Oficial de la Federación, quedando abrogada su antecesora la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

En esta ley general, se estipulan los principios generales de los derechos de las niñas, niños y adolescentes de no discriminación, prioridad, derecho a la vida y la supervivencia, participación e interés superior de la niñez, definiéndose tales principios como ejes rectores, también se incluyen los derechos de las niñas, niños y adolescentes de manera general, sin perjuicio de lo que los tratados internacionales de derechos humanos contemplan y otras normas nacionales.  

Se crea el Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescente, entendiendo el mismo como el mecanismo permanente de concurrencia, colaboración, coordinación y concertación de los gobiernos federal, de las entidades federativas y municipales, para la garantía y reparación del daño en caso de vulneración de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en México. Este Sistema está compuesto por las instituciones, organismos, autoridades, organizaciones e instancias a nivel nacional, estatal, del Distrito Federal y municipal, tanto públicas como de la sociedad civil, que están orientados a la finalidad descrita.   

Se crea la innovadora figura del  Secretariado Ejecutivo Nacional de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes, como un organismo desconcentrado dependiente de la Secretaría de Gobernación, con autonomía técnica, de gestión y presupuestal cuya función es la de coordinar la recopilación de información estadística y relevante en materia de niñas, niños y adolescentes, así como la de preparar las reuniones del Consejo Nacional para su toma de decisiones, y del mismo modo esta figura debe adecuarse en la legislación de nuestro estado.

A nivel estatal, el Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, expidió la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 18 de marzo de 2014, sin embargo es necesario adecuar este instrumento legal con las modalidades establecidas en la ley general, toda vez que el artículo segundo transitorio de esta ley indica que las entidades federativas deberán homologar su legislación dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor. 

Se establecen los lineamientos del Programa Estatal a favor de las niñas, niños y adolescentes, así como su proceso de elaboración y de evaluación, de forma que garantiza la participación de la sociedad civil en dichos procesos, así como de los propios niños, niñas y adolescentes. Se refuerza también los contenidos y lineamientos, a fin de que contemplen la integralidad de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.  

Con la reforma también se fortalece a la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, especializándola como órgano garante de la promoción, protección y respeto a los derechos de niños, niñas y adolescentes en el Estado. 

Se cambian términos por lo que conocíamos como hogar sustituto y hogar provisional ahora será familia de acogida o familia de acogimiento pre – adoptiva respectivamente y las Delegaciones Regionales y Unidades de Atención se transforman en Subprocuradurías Regionales y Procuradurías Municipales.

Asimismo se establecen obligaciones para quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia y podrán hacerse acreedores a diversas sanciones en caso de incumplimiento.

Se refuerza el Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado y se crea el Sistema Municipal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños, Niñas y Adolescentes con la finalidad de coordinar e implementar las políticas públicas a favor de los derechos de niños, niñas y adolescentes, así como las acciones de difusión, promoción y la prevención de vulneración de los mismos, en el ámbito de su competencia.

También se prevén que las autoridades estatales y municipales den cumplimiento a las obligaciones previstas en la ley general para coadyuvar con el cumplimiento de los objetivos de la misma.

Sin embargo, debemos estar conscientes que la promulgación de una Ley, no cambiará de facto el paradigma tutelar aún existente en México, ni tampoco bastará por sí sola para garantizar de manera efectiva los derechos de niñas, niños y adolescentes. La consecución de esta normatividad representa sólo un punto de partida, para seguir avanzando en la garantía de los derechos de la infancia en México.

Es indispensable que los estándares fijados en la legislación general, sean reflejados y aterrizados en las legislaciones locales y en las disposiciones de los diversos ámbitos jurídicos. Por ello en Coahuila se efectúa una armonización legislativa que permita hacer operativa la ley.

Asimismo, para hacer operativo y exigible el contenido de los derechos, debemos construir una nueva estructura institucional, que supere el enfoque de necesidades y facilite la garantía efectiva de las prerrogativas fundamentales de los niños, niñas y adolescentes bajo un enfoque integral, sustentable y progresivo. 

Esta nueva estructura tiene que ser edificada como un sistema de protección integral, que debe de estar claramente establecido por la ley e integrado por diversos órganos con atribuciones y capacidades suficientes para realizar las diferentes funciones que implica una labor de garantía, como son la rectoría de la política pública en materia de infancia, la promoción y defensa de sus derechos, así como la restitución de los mismos”.

TERCERO.- Una vez analizada la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, los integrantes de las Comisiones Unidas de la Defensa de los Derechos Humanos y Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, consideramos pertinente realizar las adecuaciones propuestas con la finalidad de homologar nuestra legislación estatal con la federal, lo cual permitirá - entre otras cosas – hacer más operativa la ley objeto del presente Dictamen.  

Lo anterior, da la oportunidad como bien se señala en la exposición de motivos, de garantizar de manera efectiva los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes en nuestra entidad. 

De igual manera, esta reforma además de alinear aspectos fundamentales con la normatividad federal, colocará a nuestra legislación local en punto de convergencia con las distintas convenciones internacionales que tutelan los derechos de las niñas, niños y adolescentes, lo que ubicará a Coahuila como unos de los Estados que cumple con los estándares tanto nacional como internacional.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.-  Se reforman el artículo 1, primer párrafo y fracciones V y VI del artículo 2, artículo 3, la denominación del Capítulo segundo, primer párrafo y fracciones V, VI, XIII y XXI del artículo 4, la denominación del Capítulo Tercero, primer párrafo,  fracción I y último párrafo del artículo 5, artículo 6, penúltimo párrafo del artículo 7, fracciones I, II, V, VII, VIII, X, XI, XII, XIV y XV del artículo 12, primer párrafo y fracciones VI, VIII, X, XII, XIII, XIV y XV del artículo 14, fracciones IV, V y VIII del artículo 15, artículo 16, denominación del Capítulo Quinto, artículo 18, artículo 19, artículo 20, segundo párrafo del artículo 22, fracciones II, III y IV del artículo 23, fracción IV del artículo 25, artículo 26, artículo 27, artículo 28, de las fracciones I a la XIII del artículo 30, artículo 33, artículo 35, segundo párrafo del artículo 36, denominación del capítulo octavo, artículo 38, primer párrafo y fracción III del artículo 40, fracciones I, II, III, IV, VI y X del artículo 43, denominación del capítulo noveno, artículos 44, 45, primer y segundo párrafo del 46, artículo 47, primer párrafo del artículo 48, fracciones I a IV del artículo 49, primer párrafo del artículo 50, primer párrafo del artículo 52, primer párrafo del artículo 53, artículos 54, 55, 56, 57, 58, primer párrafo del artículo 59, primer párrafo del artículo 61, artículo 62, primer y cuarto párrafo del artículo 63, incisos b) y  d) de la fracción V y fracción IX del artículo 64, artículo 65, primer párrafo del artículo 66, artículos 68, 69, 71, 72, fracciones II y III del artículo 73, artículo 74, primer párrafo y fracción I del artículo 75,  primer párrafo y fracción I del artículo 76, artículos 77, 79, primer párrafo del artículo 80, artículos 81, 82, 83, 84, 93, 94, 96, segundo párrafo del artículo 100, artículos 104, 106, 107, 108, primer párrafo del artículo 110; Se adicionan el artículo 4 bis, 6 bis, fracción XVIII del artículo 7, segundo párrafo del artículo 8, artículo 17 bis, artículo 18 bis; Se derogan artículo 21, artículo 31 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, interés social y de observación obligatoria en el Estado de Coahuila de Zaragoza, tiene como objeto: 

I. Reconocer a niños, niñas y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte;

III. Crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños, y Niñas, a efecto de que el Estado cumpla con su responsabilidad de garantizar la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niños, niñas y adolescentes que hayan sido vulnerados;

IV. Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política estatal en materia de derechos de niños, niñas y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y bases de coordinación entre el estado y los municipios; así como la actuación de los Poderes Legislativo y Judicial, y los organismos autónomos; y

V. Establecer las bases generales para la participación de los sectores privado y social en las acciones tendentes a garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes, así como a prevenir su vulneración.

Artículo 2.- Para garantizar la protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, las autoridades realizarán las acciones y tomarán medidas, debiendo observar, además de los establecidos en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, como mínimo los siguientes principios rectores:

I. a IV. …

V. Prioridad: Es obligación del Gobierno del Estado, los municipios, la familia y la sociedad en general, garantizar preferentemente el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes; 

VI. Opinión y participación: Los niños, niñas y adolescentes, tienen derecho a expresar libremente su opinión y las autoridades deben escucharlos y permitir su participación en todos los asuntos que afecten el desarrollo de su vida, tomando en cuenta su edad y desarrollo intelectual; 

VII. a XI. …

Artículo 3.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:
· Acogimiento Residencial: Aquél brindado por centros de asistencia social como una medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar.

· Adolescente: Personas de entre 12 años cumplidos y menores de 18 años de edad.

· Amenaza: Acción u omisión con que se da a entender que se quiere hacer algún daño.

· Afectación: Acción u omisión que se desarrolla para dañar, menoscabar, perjudicar o influir desfavorablemente.

· Consejo: Consejo para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas. 

· Consejo Técnico de Adopciones: El perteneciente al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

· Defensor: Defensor de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

· DIF: Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

· Familia de origen: Aquélla compuesta por titulares de la patria potestad, tutela, guarda o custodia, respecto de quienes, niños, niñas y adolescentes tienen parentesco ascendente hasta segundo grado.

· Familia extensa o ampliada: Aquélla compuesta por los ascendientes de niños, niñas y adolescentes en línea recta sin limitación de grado, y los colaterales hasta el cuarto grado.

· Familia de Acogimiento Pre-adoptivo: Aquélla distinta de la familia de origen y de la extensa que acoge provisionalmente en su seno niños, niñas y adolescentes con fines de adopción, y que asume todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y protección, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez.

· Familia de Acogida: Es una modalidad de atención en la cual una familia seleccionada y capacitada, acoge voluntariamente a un niño, niña o adolescente, como una medida de protección, esto con la finalidad de que se le brinde la atención integral que le garantice y restituya sus derechos, hasta que se pueda asegurar una opción permanente con la familia de origen, extensa o adoptiva.

· Ley: Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

· Ley General: Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

· Niño o niña: Personas menores de 12 años de edad.

· Niño, niña o adolescente institucionalizado: Es aquel que recibe como medida de protección judicial o administrativa, el internamiento en un centro de asistencia social público o privado, debido a la carencia de cuidado parental o familiar.

· Procuraduría: Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.

· Riesgo: Contingencia o proximidad de un daño.

· Sistema: Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas. 

· Sistema Municipal: Sistema Municipal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas.
· Situación extraordinaria: Conjunto de factores o circunstancias que impiden el disfrute de alguno o algunos de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes. 

CAPÍTULO SEGUNDO

De los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Artículo 4.- Niños, niñas y adolescentes son sujetos titulares de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y la Ley General, entre los que se encuentran, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes: 

I. a IV. …

V. A la igualdad sustantiva, la equidad de género y la no discriminación en los términos prescritos en la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza; 

VI. A formar parte, convivir, ser criados y desarrollarse preferentemente por su familia de origen, extensa o adoptiva y, excepcionalmente, por una familia de acogimiento pre-adoptiva o de acogida, o en instituciones asistenciales conforme a las disposiciones de la legislación civil aplicable, así como los artículos 55 y 59 de la presente Ley; 

VII. a XII. …

XIII. A la libertad de pensamiento, conciencia y religión. Los padres, tutores, representantes legales o responsables tienen el deber de orientar a niños, niñas y adolescentes en el ejercicio de estos derechos a fin de que contribuya a su desarrollo integral; 

XIV. a XX. …

XXI. De acceso a la justicia, a la seguridad jurídica y al debido proceso.

Para sus efectos, aplicación e interpretación se estará a lo establecido en los términos de la Ley General.

Artículo 4 Bis.- Quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niños, niñas o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia tendrán las obligaciones establecidas en la Ley general, el presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables.

CAPÍTULO TERCERO

De niños, niñas y adolescentes en circunstancias especiales.

Artículo 5.- Las autoridades estatales y municipales, a través del Consejo, deberán garantizar a niños, niñas y adolescentes:

I. El derecho al disfrute de una vida plena y digna cuando estén mental o físicamente impedidos, en condiciones que aseguren su dignidad, que le permitan llegar a bastarse a sí mismo y le faciliten la participación activa en la sociedad; 

II. a XI. …

Así mismo, el Consejo ordenará que se realice lo necesario para que se establezca de forma interinstitucional un programa específico y prioritario para brindar atención a niños, niñas y adolescentes cuando se encuentren en situación de calle; así como impulsar e implementar medidas tendientes a prevenir y evitar que realicen actividades marginales o de sobrevivencia mediante acciones preventivas para protegerlos y evitar su explotación; y que se implemente un programa interinstitucional para la defensa y protección de migrantes y repatriados, brindando los servicios necesarios para reintégralos con sus familias y comunidades de origen. Además, con las organizaciones de la sociedad civil, impulsar la consolidación de albergues de tránsito para su atención especializada y temporal.

Artículo 6.- El Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas es el mecanismo transversal de la administración pública, creado para coordinar e implementar políticas públicas a favor de los derechos de niños, niñas y adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 6 Bis.- El Sistema se integra por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal así como por organizaciones de la sociedad civil que actúen dentro del Estado que tengan la obligación o facultad de garantizar los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes debiendo observar como mínimo los principios rectores establecidos en la presente Ley.

Artículo 7.- …

I. a XVII. …

XVIII. Los Presidentes Municipales.

Formarán parte del Consejo con derecho a voz y voto, cinco personas representantes de la sociedad civil, de las cuales tres serán designadas por organizaciones encargadas de promover o proteger los derecho humanos en el Estado de Coahuila de Zaragoza, las restantes deberán ser un niño, niña o adolescente conforme a la convocatoria que la persona titular del Poder Ejecutivo emita para tal efecto. Si, durante el tiempo que se establezca, no se realiza designación alguna, este derecho será de la persona que funja como Presidente del Consejo. 

…

Artículo 8.- …
Así mismo, contará con una Secretaría Ejecutiva que estará a cargo de la Dirección General del DIF. 

Artículo 12.- …

I. Promover, respetar, garantizar y proteger los derechos humanos reconocidos a favor de niños, niñas y adolescentes de acuerdo al Plan Estatal de Desarrollo mediante la gestión y promoción de programas coordinados entre las dependencias y entidades del Estado; 

II. Aprobar los programas que las dependencias generen a favor de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes;

III. a IV.
V. Establecer los mecanismos administrativos procedentes para la prevención de situación de riesgo, amenaza o afectación de los derechos de niños, niñas y adolescentes;

VI. …

VII. Promover, diseñar e instrumentar modelos de intervención en los cuales las dependencias y entidades públicas, así como organizaciones de la sociedad civil e instituciones privadas puedan articular sus recursos financieros, humanos, materiales y operativos, conforme al Plan Estatal de Desarrollo, para la prevención y atención de la problemática que afecta a niños, niñas y adolescentes; del Estado y limita su desarrollo;

VIII. Fomentar y fortalecer la colaboración, concertación, coordinación y participación corresponsable de los diversos Sistemas Estatales regulados por la legislación del Estado de Coahuila de Zaragoza, de las dependencias y entidades públicas, así como organizaciones de la sociedad civil e instituciones privadas para la realización de acciones para garantizar el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes;

IX. …

X. Impulsar acciones de difusión y socialización de los derechos de niños, niñas y adolescentes, así como promover a través de medios masivos de comunicación campañas de sensibilización comunitaria; 

XI. Promover medidas positivas encaminadas a generar un proceso de cambio social para hacer de los derechos de niños, niñas y adolescentes, una práctica cotidiana entre las familias y las comunidades de la entidad así como fomentar la cultura de la denuncia de violaciones a los mismos; 

XII. Promover la participación permanente de niños, niñas y adolescentes en el conocimiento, difusión y puesta en práctica de la Convención sobre los Derechos del Niño y demás normas vigentes en la materia, a fin de permitirles actuar como agentes de cambio en sus propias vidas, la de sus familias y sus comunidades;

XIII. …

XIV. Promover la formación de Consejos Municipales para la garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes;

XV. Fomentar la cultura de la denuncia de violaciones a los derechos de niños, niñas y adolescentes;

XVI. y XVII. …

Artículo 14.- La Secretaría Ejecutiva tendrá las facultades siguientes:

I. a V. …

VI. Promover y coordinar la instalación de los Consejos Municipales para la garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes;

VII. …

VIII. Promover y mantener la coordinación con dependencias y entidades públicas así como organizaciones de la sociedad civil que coadyuven a mejorar la situación de niños, niñas y adolescentes en el Estado; 

IX. …

X. Dirigir y organizar el Sistema Informático para la Protección de Derechos de Niños, Niñas y la Familia, que consistirá en una plataforma tecnológica que servirá para la gestión de datos que permitan medir, evaluar y mejorar la administración y el monitoreo del estado de la protección de derechos de niños, niñas y adolescentes;

XI. …

XII. Fungir como instancia de interlocución con el Sistema Nacional de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes, para la articulación de políticas públicas, así como el intercambio de información necesaria;

XIII. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema, llevar el archivo de éstos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expedir constancia de los mismos;

XIV. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación con instancias públicas y privadas, nacionales e internacionales;

XV. Las demás inherentes a su cargo, las que le encomiende el Presidente y las establecidas en la Ley General.

Artículo 15.- …

 I. a III. …

IV. De toda sesión del Consejo se levantará el acta respectiva a través de la Secretaría Ejecutiva. Las actas deberán contener una síntesis del asunto a tratar y el punto o puntos acordados y se resguardarán por la propia Secretaría; 

V. La Secretaría Ejecutiva del Consejo, al inicio de cada sesión, dará lectura al acta de la sesión anterior para su aprobación. La misma deberá ser autorizada con las firmas del Presidente y del Secretario o de quien deba suplirlos; 

VI. y VII. …

VIII. La Secretaría Ejecutiva del Consejo, deberá vigilar la ejecución y dar seguimiento a los acuerdos sin demora y sin esperar a que se apruebe el acta de donde provenga el acuerdo.

Artículo 16.- Se establecerá un Sistema Municipal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños, Niñas y Adolescentes, con la finalidad de coordinar e implementar las políticas públicas a favor de los derechos de niños, niñas y adolescentes, así como las acciones de difusión, promoción y la prevención de vulneración de los mismos, en el ámbito de su competencia.

En cada uno de los municipios se establecerá un Consejo Municipal para la implementación y seguimiento del Sistema Municipal, presidido por la persona titular del Ayuntamiento e integrado por el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia Municipal, las dependencias de la Administración Pública Municipal, organizaciones de la sociedad civil que en su función estén vinculadas al tema de promoción, garantía y protección de derechos de niños y niñas, así como niños, niñas y adolescentes, conforme al reglamento municipal que se expida para tal efecto. 

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia Municipal fungirá como Secretaría Ejecutiva del Consejo Municipal. 

Artículo 17 Bis.- Las autoridades estatales y municipales coadyuvarán para el cumplimiento de los objetivos de la Ley General, de conformidad con las obligaciones previstas en el referido ordenamiento, esta Ley y demás disposiciones legales aplicables.

CAPÍTULO QUINTO

De la política pública para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 18.- El Consejo a través de su Presidencia incorporará dentro del Plan Estatal de Desarrollo, lo referente a los objetivos y estrategias que mediante políticas públicas transversales e integrales se implementarán en el Estado de Coahuila de Zaragoza para garantizar los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes. 

Dichas políticas públicas garantizarán el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes, para lo cual deberán observar el interés superior de la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones aplicables.

El Consejo deberá establecer medidas y acciones para promover y fortalecer los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes, así como consolidar una cultura de respeto y protección de los mismos.

Artículo 18 Bis.-  El Consejo deberá elaborar y ejecutar el Programa Estatal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, el cual preverá acciones de mediano y largo alcance, así como políticas, objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias en materia de ejercicio, respeto, promoción y protección integral de niños, niñas y adolescentes.

El Programa Estatal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, deberá alinearse al Plan Estatal de Desarrollo y al Programa Nacional de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 19.- La Unidad de Evaluación y Seguimiento para la Protección de Derechos de Niños y Niñas, con la finalidad de lograr la transversalidad de las políticas públicas, supervisará que los programas que las dependencias y entidades públicas generen a favor de niños, niñas y adolescentes, observen el Plan Estatal de Desarrollo, las disposiciones de esta ley, así como las recomendaciones de organismos autónomos e internacionales con facultades para ello. De igual manera, velará porque se observe el cumplimiento de las obligaciones internacionales a nivel estatal y municipal.

Artículo 20.- La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia es un organismo público centralizado de la Administración Pública Estatal que tiene a su cargo la obligación de promover y proteger los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Artículo 21.- Se deroga.

Artículo 22.- …

Para los efectos de este artículo, el principio de publicidad se refiere a la divulgación, por cualquier medio, de las actuaciones de la Procuraduría conforme a la Ley de la materia.

Artículo 23.- …

I. …

II. Subprocuradurías Regionales; 

III. Procuradurías Municipales; 

IV. Defensores; 

V. a VII. …

Artículo 25.- …
I. a III. …

IV. Tener experiencia en materia de procuración de justicia o defensa de derechos de niños, niñas y adolescentes.

Artículo 26.- Quienes estén a cargo de las Subprocuradurías Regionales y Procuradurías Municipales ejercerán las mismas facultades que la persona titular de la Procuraduría, siempre que sean compatibles con su cargo, pero en todo caso estarán sujetos a las instrucciones que reciban del mismo. 

Artículo 27.- La Procuraduría tendrá las facultades y obligaciones siguientes: 

I. La promoción y protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, en el ámbito de su competencia; 

II. Elaborar programas tendientes a prevenir, detectar, y atender la violencia familiar, escolar y comunitaria, en el ámbito de su competencia; 

III. Proporcionar asesoría  y orientación a las personas que lo soliciten, en todos los asuntos de controversias familiares; 

IV. Impulsar la creación de Procuradurías en cada Municipio del Estado, con especialistas en las áreas de medicina, adopción, psicología y psiquiatría, jurídica, medios alternos de solución de controversias y trabajo social; 

V. Establecer y mantener una coordinación adecuada con las Agencias del Ministerio Público; así como con las autoridades de seguridad pública del Estado y los municipios, para lograr, cuando sea necesario, su intervención oportuna y brindar atención a niños, niñas y adolescentes que resulten víctimas de violencia familiar; 

VI. Recibir, atender e investigar todo reporte respecto a niños, niñas y adolescentes en riesgo, amenaza, afectación o situación extraordinaria; 

VII. Recibir y atender todo reporte de las autoridades educativas acerca de situaciones que se presuman afectan el desarrollo educativo de niños, niñas y adolescentes que cursan la educación obligatoria; 

VIII. Solicitar al Ministerio Publico y a la Secretaría de Salud la práctica de exámenes médicos o psicológicos necesarios para determinar si un niño, niña o adolescente se encuentra en riesgo, amenaza, afectación o situación extraordinaria; así como la realización de dictámenes periciales necesarios para el desempeño de sus funciones; 

IX. Decretar custodias de emergencia y separaciones provisionales o preventivas en el seno familiar, respecto de niños, niñas y adolescentes, en los casos que se estimen necesarios; 

X. Promover ante la autoridad judicial los procedimientos de guarda y custodia, pérdidas o suspensión de patria potestad, tutela y adopción de niños, niñas y adolescentes institucionalizados, en los términos previstos en legislación civil y demás disposiciones aplicables; 

XI. Solicitar ante las autoridades administrativas y judiciales las medidas cautelares o precautorias necesarias, para la atención, protección y restitución de los derechos de niños, niñas y adolescentes que estén en riesgo de sufrir daños a su salud como consecuencia de la violencia familiar; 

XII. Representar, a través de los Defensores a niños, niñas y adolescentes ante las autoridades administrativas o judiciales, así comoInterponer denuncias o querellas, ante la falta o negativa de quien legalmente corresponda; en los términos de las disposiciones aplicables;

XIII. Conocer y aplicar preferentemente medios alternos y restaurativos de solución de controversias ante situaciones que afecten el bienestar de niños, niñas y adolescentes;

XIV. Determinar, en casos urgentes, las medidas especiales de protección de niños, niñas y adolescentes en situación extraordinaria; 


XV. Vigilar para que los niños, niñas y adolescentes no sean internados en lugares destinados para la reclusión de adultos y, en su caso, denunciar tales circunstancias ante las autoridades competentes sin perjuicio de lo señalado en la legislación penal vigente en el Estado;

XVI. Coadyuvar en la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones laborales aplicables a niños, niñas y adolescentes; 

XVII. Proteger el derecho a la identidad de niños, niñas y adolescentes que estén bajo la custodia del organismo, mediante la realización de los trámites necesarios ante las autoridades del Registro Civil, o en su caso mediante el ejercicio de acciones de paternidad o maternidad conforme a la legislación civil;

XVIII. Colaborar con los Sistemas Federal, Estatales y Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia; 

XIX. Realizar visitas de supervisión a las instituciones públicas y organizaciones de la sociedad civil que alberguen o brinden cuidados alternativos o atiendan a niños, niñas y adolescentes en el Estado; 

XX. Fungir como organismo auxiliar de la administración de justicia del Estado; 

XXI. Intervenir en los procesos de adopción de niños, niñas y adolescentes, en los términos de la legislación aplicable;

XXII. Determinar el egreso de niños, niñas y adolescentes que se encuentran bajo la custodia del Estado, de los centros de asistencia social públicos o privados; 

XXIII. Promover campañas e instrumentar programas en coordinación con otras dependencias u organismos públicos o privados, encaminadas a sensibilizar y concientizar a la población en general, sobre las formas de expresión de la violencia familiar, sus efectos en las víctimas y demás integrantes del núcleo de convivencia, así como de las formas de prevenirla, combatirla y erradicarla; 

XXIV. Incentivar el estudio e investigación sobre maltrato infantil y difundir los resultados que derivan de dichos estudios e investigaciones; 

XXV. Establecer mecanismos de consulta e intercambio de datos sobre la detección, la atención y los resultados de las investigaciones en materia de maltrato infantil; 

XXVI. Difundir por los medios más eficaces, el conocimiento de la presente ley, a efecto de lograr su plena observancia y contribuir con la cultura de legalidad; 

XXVII. Aplicar medidas de apremio y sanciones administrativas cuando procedan; y 

XXVIII. Emitir recomendaciones a los servidores públicos o autoridades responsables de la restricción o vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes, mismas que tendrán como finalidad exhortarlos a respetarlos y, en su caso, restituirles en el goce de sus derechos;
XXIX. Las demás que se deriven de los ordenamientos aplicables. 

Artículo 28.- Las actuaciones practicadas por las personas encargadas de la Procuraduría, Subprocuradurías Regionales y Procuradurías Municipales, en ejercicio de sus facultades, tendrán el valor que se le otorga a los testimonios investidos de fe pública.

Artículo 30.- …

I. Elaborar el plan de trabajo integral de la dependencia, de acuerdo al Plan Estatal de Desarrollo y velar por su ejecución; 

II. Promover y celebrar convenios de colaboración con dependencias, entidades y organismos públicos, así como instituciones o asociaciones de los sectores social y privado con el propósito de que faciliten a la Procuraduría apoyos técnicos y humanos para el mejor desempeño de sus funciones;

III. Coordinar las funciones a cargo de la dependencia y las labores de las áreas que la componen; 

IV. Rendir los informes que le sean solicitados por la persona titular del Poder Ejecutivo, el Consejo o la autoridad que tenga competencia para ello, en cualquier tiempo; 

V. Adoptar las medidas que juzgue pertinentes para el eficaz y eficiente desarrollo de las actividades de la Procuraduría; 

VI. Designar a las personas titulares de las Subprocuradurías Regionales y Procuradurías Municipales, así como a las personas que temporalmente desempeñarán las funciones inherentes al cargo, en caso de ausencia, falta o excusa de quien sea titular; 

VII. Crear, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar el desempeño y funcionamiento de las unidades administrativas que le estén adscritas; 

VIII. Ordenar las visitas de supervisión interna y externa que le competen a la Procuraduría; 

IX. Designar al personal técnico y administrativo adscrito a la dependencia; 

X. Conocer y resolver sobre los asuntos relacionados con niños y niñas menores de doce años, quienes hayan realizado una conducta tipificada por las leyes penales como delito;

XI. Solicitar el uso de fuerza pública en los casos que se requiera; 

XII. Proponer el reglamento interior de la Procuraduría, y

XIII. Las demás que le confiera el presente ordenamiento y otras disposiciones aplicables.

Artículo 31.- Se deroga.

Artículo 33.- La Procuraduría en su actuar se apoyará del Cuerpo Especializado de Seguridad Pública, área adscrita a esta dependencia que se crea fundamentalmente para prevenir e investigar las afectaciones a derechos de niños, niñas y adolescentes. 

Artículo 35.- Los requisitos de ingreso y permanencia para ser miembro del Cuerpo Especializado de Seguridad Pública serán los mismos que se establecen en el artículo 474 de la Ley de Procuración de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza salvo lo referente al grado de estudios y la especialización para el tratamiento de hechos relacionados con niños, niñas y adolescentes, para lo cual será necesario: 

   I. a  II. ...

…

Artículo 36.- …

El Centro de Profesionalización, Acreditación, Certificación y Carrera dependiente de la Subprocuraduría Jurídica, de Derechos Humanos, Profesionalización y de Proyectos de la Procuraduría General de Justicia del Estado, así como el Instituto Superior de Estudios de Seguridad Pública del Estado de la Comisión Estatal de Seguridad, serán los responsables de establecer y operar el Servicio Profesional de Carrera Policial de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, para lo cual se tomarán las medidas o celebrarán los convenios de colaboración que sean necesarios.

CAPÍTULO OCTAVO

De los Defensores de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Artículo 38.- Los Defensores de los derechos de niños, niñas y adolescentes, dependientes de la Procuraduría, tienen a su cargo la función de promover, proteger y defender los derechos humanos reconocidos en nuestro sistema jurídico. 

Artículo 40.- Para ser Defensor de los derechos de niños, niñas y adolescentes se requiere: 

I. y II. …

III. Acreditar experiencia mínima de tres años en el ejercicio profesional;

IV. a VIII. …

Artículo 41.- …

I. Promover acciones para protección de los intereses difusos o colectivos relativos a niños, niñas y adolescentes; 

II. Interponer acciones para la protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes en cualquier juicio, instancia o tribunal; 

III. Promover ante las autoridades judiciales, la tramitación de los juicios relativos a custodias definitivas, pérdidas o suspensiones de la patria potestad, tutelas y los que sean procedentes de niños o niñas institucionalizados o en su representación ante la falta o negativa de quien legalmente corresponda;

IV. Velar por el efectivo respeto a los derechos y garantías legales de niños, niñas y adolescentes, promoviendo las medidas judiciales, extrajudiciales y administrativas a su alcance; 

V. … 

VI. Brindar asesoría y orientación jurídica de cualquier índole a niños, niñas y adolescentes; 

VII. a VIII. …

X. Las demás que tengan como propósito la promoción, defensa y protección de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes.

CAPÍTULO NOVENO

De las medidas especiales de protección y restitución de derechos.

Artículo 44.- El Estado a través de la presente ley regula medidas especiales de protección y  restitución de derechos de carácter administrativo y no afectan de ningún modo las medidas de carácter judicial existentes, sino que tienen el fin primordial de prevenir o sustraer a niños, niñas y adolescentes del riesgo, amenaza o afectación restricción o vulneración de cualquiera de sus derechos de manera inmediata y transitoria mediante resolución administrativa, entretanto se recibe la protección judicial necesaria. 

Artículo 45.- La autoridad competente puede imponer una o más medidas especiales de protección y restitución en un sólo caso siempre que se encuentre justificado y sirva para proteger o garantizar los derechos del niño, niña o adolescente. 

Artículo 46.- Son autoridades competentes para disponer las medidas especiales de protección y restitución de derechos de carácter administrativo, quien sea titular de la Procuraduría, de las Subprocuradurías Regionales y de las Procuradurías Municipales. 

Quien sea titular de la Procuraduría podrá disponer de las medidas especiales de protección y restitución de derechos en todo el Estado de Coahuila de Zaragoza. Las personas titulares de las Subprocuradurías Regionales y de las Procuradurías Municipales, sólo podrán hacerlo en el territorio al que fueron asignados. 

…

Artículo 47.- Cuando cualquiera de las Procuradurías Municipales conozca de un hecho que resulte de trascendencia e interés público, la Procuraduría de oficio o a petición de la primera podrá solicitar que le remitan las constancias existentes para que previa valoración determine si ejercerá la facultad de atracción para conocer directamente del asunto. 

Artículo 48.- La Subprocuradurías Regionales y las Procuradurías Municipales tienen la responsabilidad de hacer el seguimiento de las medidas especiales de protección y restitución que hayan ordenado, revisar su aplicación y evaluar su efectividad durante su vigencia, en relación con la finalidad que se tuvo al momento de decretarlas. 

…

Artículo 49.-  …

I. El niño, niña o adolescente que sufra de alguna afectación a sus derechos; 

II. Los Defensores; 

III. El DIF; y

IV. Cualquier persona o entidad que tenga conocimiento de una situación de riesgo, amenaza o afectación de derechos de niños, niñas o adolescentes.

Artículo 50.- El reporte que para tales efectos levante la Procuraduría, consignará la conducta denunciada, las circunstancias de su realización y, cuando sea posible, el nombre, edad, domicilio, vínculos familiares o de otro tipo existente entre las personas involucradas, así como todos aquellos datos que consideren necesarios para diagnosticar la situación de sus derechos. 

…

Artículo 52.- La Procuraduría por si o a través de los Defensores podrá girar citatorios, realizar investigaciones e implementar las acciones necesarias para constatar los hechos denunciados, detectados o recibidos, para lo cual se apoyará del cuerpo especializado de seguridad pública y/o de las autoridades competentes. 

…

Artículo 53.- Una vez que se tenga información sobre un posible riesgo, amenaza, afectación restricción o vulneración de los derechos de un niño, niña, o adolescente, se podrá solicitar al personal del cuerpo especializado de seguridad pública que realicen la investigación que sea necesaria para diagnosticar la situación de sus derechos.

…

Artículo 54.- La Procuraduría podrá, por acuerdo de su titular o, en su caso, de quienes ocupen las Subprocuradurías Regionales o Procuradurías Municipales, separar preventivamente al niño, niña, o adolescente de la situación considerada como de riesgo, amenaza o afectación restricción o vulneración y, en su caso, de su hogar o de quien ejerza la patria potestad, tutela, guarda y custodia legal o de hecho, cuando aparezcan motivos fundados que hagan presumir la existencia de un peligro inminente e inmediato a su integridad física o mental, aun cuando no se hayan concluido las investigaciones a que se refiere el artículo anterior. 

Al llevar a cabo la medida a que se refiere este artículo, la Procuraduría deberá comparecer ante las autoridades judiciales correspondientes, acompañando las constancias respectivas, en un plazo que no excederá de setenta y dos horas, a efecto de que dicha medida sea ratificada, se dicten las medidas judiciales que resulten aplicables o se resuelva lo conducente. 

Artículo 55.- El Estado, a través de los encargados de los centros con que el DIF cuente para ello, ejercerá la guarda y custodia de niños, niñas y adolescentes en los centros de asistencia pública o privada, así como con familias de acogimiento pre–adoptivas que determine para tal efecto, privilegiando cuando esto sea posible que los hermanos queden juntos, en tanto no se resuelva en definitiva la situación jurídica. 

El personal de la Procuraduría realizará visitas periódicas a los lugares a que se refiere el párrafo que antecede, a efecto de vigilar la atención y cuidados que se brinden a niños, niñas y adolescentes, pudiendo llevar a cabo las acciones conducentes a su protección y salvaguarda. 

Artículo 56.- Toda persona o institución que tenga bajo su custodia o cuidado a niños, niñas y adolescentes que hayan sido sustraídos de situaciones de riesgo, amenaza, afectación, restricción o vulneración de sus derechos, deberán permitir el contacto del personal de la Procuraduría con los mismos y deberán presentarlos para las entrevistas y diligencias que deban llevarse a cabo, bajo apercibimiento de que en caso de no cumplir con lo anterior se hará el retiro de la persona, sin perjuicio de las demás responsabilidades administrativas, civiles y penales en que pueda incurrir.

Artículo 57.- Para la investigación de la situación de riesgo, amenaza, afectación, restricción o vulneración, la Procuraduría realizará todas las acciones conducentes para el esclarecimiento del caso, pudiendo solicitar, tratándose de notoria urgencia y bajo su responsabilidad, el auxilio de la fuerza pública para la seguridad en la práctica de sus diligencias cuando el cuerpo especializado de seguridad pública a su cargo no sea suficiente.

Artículo 59.- La Procuraduría procederá a solicitar a la autoridad judicial competente la pérdida o suspensión de la patria potestad, si la situación de riesgo, amenaza o afectación restricción o vulneración persiste durante los noventa días posteriores a la ratificación de la medida o de haberse dictado la medida judicial que haya resultado aplicable. En caso contrario se procurará la reintegración de la familia estableciendo el modo en que ésta deberá realizarse y las obligaciones a cargo de las personas responsables de los niños, niñas y adolescentes.

…

Determinada la imposibilidad de reintegrar al niño, niña o adolescente, y habiendo resolución de la autoridad judicial competente sobre la pérdida de la patria potestad, la Procuraduría podrá iniciar el procedimiento de adopción correspondiente, previa opinión del Consejo Técnico de Adopciones, en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 61.- A fin de garantizar el derecho de un niño o niña expósito a ser inscrito inmediatamente después de ser encontrado, el derecho a un nombre y a adquirir una nacionalidad conforme al artículo 7 de la Ley de Nacionalidad, la Procuraduría solicitará ante la autoridad competente que el Registro Civil realice el registro provisional conforme a lo establecido en la legislación de la materia. 

…

Artículo 62.- Los directores y el personal encargado de los centros de salud, educativos, albergues, guarderías, estancias infantiles o cualquier otro sitio donde permanezcan, se atienda o se le preste algún servicio a niños, niñas o adolescentes, sean públicos o privados, están obligados a reportar cualquier situación de riesgo, amenaza o afectación de los derechos de los mismos.

Artículo 63.- La Procuraduría una vez que reciba a un niño, niña o adolescente que por las circunstancias especiales en las que se encontraba se determina que no se trata de expósito y no sea posible determinar su identidad, recabará la información necesaria para identificarlo. 

…

Hecho lo anterior, si es posible, la Procuraduría entrevistará al niño, niña o adolescente, tomando en cuenta su edad y capacidad intelectual, para que éste proporcione información útil para determinar su identidad o encontrar a sus padres u otros familiares. 

…

Artículo 64.- …
I. al V. …

a) …

b) La guarda y custodia provisional a favor de instituciones públicas u organizaciones de la sociedad civil que alberguen niños, niñas o adolescentes; 

c) …

d) El registro provisional del niño, niña o adolescente ante el Registro Civil cuando no se tenga certeza sobre su identidad. 

VI. a VIII. …

IX. Las demás que establezca la legislación civil aplicable.

Artículo 65.- Sin perjuicio de lo anterior, la Procuraduría tendrá la facultad de nombrar un hogar sustituto: de forma temporal conforme a la legislación civil vigente.

Artículo 66.- Una vez recibido y admitido el inicio del procedimiento no contencioso, el Juez ordenará, siempre que sea posible y conducente, realizar una búsqueda en la base de datos del Registro Civil o cualquier otra institución pública u organización de la sociedad civil dentro del Estado, que pudiera proporcionar información para determinar la identidad del niño, niña o adolescente, o para localizar a su familia. 

…

Artículo 68.- Si durante la tramitación del procedimiento comparece una persona que se identifica como familiar distinto a los padres y se presume que estos últimos han incurrido en un hecho que amerita la pérdida o suspensión de la patria potestad, previa investigación de la Procuraduría, deberá estarse a lo dispuesto en la legislación civil respecto a la tutela, la guarda y la custodia. 

Artículo 69.- Si transcurridos 90 días naturales contados desde el inicio del procedimiento no contencioso y habiendo agotado todos los mecanismos legales a su alcance, no se tuviere noticia alguna sobre la identidad del niño, niña, adolescente, o su familia el Juez ordenará su inscripción definitiva en el Registro Civil y otorgará la tutela a favor de la Procuraduría conforme a la legislación civil del Estado. 

Artículo 71.- Cuando la Procuraduría, el DIF o alguna organización de la sociedad civil adquieran la guarda y custodia definitiva de un niño, niña o adolescente y obtengan datos sobre sus padres o familiares, la Procuraduría en su calidad de tutor podrá exigirles el pago de alimentos ante la autoridad judicial.

Artículo 72.- La Procuraduría, las Subprocuradurías Regionales y las Procuradurías Municipales tienen la facultad de realizar labores de inspección y vigilancia a través de su titular o del personal que designe para tal efecto sin necesidad de previo aviso en instituciones públicas o privadas que brinden acogimiento residencial a niños, niñas, o adolescentes para verificar el cumplimiento de la presente Ley. 

Artículo 73.- …

I. …

II. La persona titular de la Procuraduría, de las Subprocuradurías Regionales, de las Procuradurías Municipales o el personal designado para tal efecto se presentará en el domicilio de la institución, ante el administrador o encargado de la misma o con la persona que lo reciba cuando no se encuentre aquel, mostrando el documento que acredite su personalidad,  y manifestará el motivo de su visita, solicitando que la persona que atienda se identifique, otorgándole copia del acto administrativo mediante el cual se haya ordenado la inspección y se levantará la constancia correspondiente; 

III. Inmediatamente después se solicitará que se permita el acceso a las instalaciones de la Institución pública o privada. Si existe negativa u oposición, tal circunstancia se asentará en el acta que se levante para tal efecto y se presumirá que los niños, niñas, o adolescentes se encuentran en riesgo; 

IV. y V. …

Artículo 74.- Cualquier persona que tenga conocimiento de que un niño, niña o adolescente sufre maltrato o violencia familiar, deberá informar inmediatamente a la Procuraduría, la cual, bajo su responsabilidad realizará las actuaciones que estime necesarias para asegurarse de la existencia o no de vulneración o restricción a sus derechos.

Artículo 75.- Tales actuaciones podrán realizarse en el hogar, escuela o en el lugar donde sea posible localizar al niño, niña, adolescente, sus padres o la persona que lo tenga a su cargo, a través del personal de la Procuraduría y podrán consistir en: 

I. Entrevista que no requerirá más trámite que la presunción de existencia de vulneración o restricción a sus derechos; 

II. a IV. …

Artículo 76.- Si se acredita la posible existencia de vulneración o restricción a sus derechos, la Procuraduría decretará: 

I. La custodia de emergencia cuando la persona receptora de violencia sea niño, niña o adolescente;

II. y III. …

Artículo 77.- Hecho lo anterior y sin demora la Procuraduría a través de su Titular, de la Subprocuraduría Regional o Procuraduría Municipal correspondiente actuará conforme a lo dispuesto en la legislación aplicable. 

Artículo 79.- El derecho a la filiación de niños, niñas y adolescentes deberá ser garantizado por la Procuraduría, o por su madre o padre, según sea el caso mediante la acción de investigación de la paternidad o la maternidad conforme a las disposiciones de la legislación civil del Estado.

Artículo 80.- El niño, niña o adolescente que, de acuerdo a su desarrollo y madurez intelectual, manifieste interés en conocer la identidad de su padre o madre biológicos podrá solicitar el auxilio de la Procuraduría para que, si existe un principio de prueba, promueva la acción correspondiente sin que sea necesaria la mediación de otra persona salvo en los casos de adopción. Las madres solteras o adolescentes gozarán del mismo derecho a la asistencia de la Procuraduría para realizar la investigación o desconocimiento de la paternidad o de la maternidad. 

…

Artículo 81.- El Registro Civil tendrá la obligación de informar a la Procuraduría las inscripciones de nacimientos de hijos monoparentales, la cual podrá realizar las investigaciones e iniciar los procedimientos pertinentes que garanticen el derecho de niños, niñas y adolescentes a conocer su filiación y su origen, en la medida de lo posible y siempre que ello sea acorde con el interés superior de la niñez.

Artículo 82.- Los niños, niñas o adolescentes que por su situación social o por su filiación corran el riesgo de pertenecer a la delincuencia organizada y requieran de auxilio recibirán el apoyo y protección necesarios por parte de la Procuraduría.

Artículo 83.- La Procuraduría en conjunto con el cuerpo especializado de seguridad pública creará los mecanismos de investigación, necesarios y eficaces, para identificar oportunamente y prevenir conductas tipificadas como delito, que pudieran ser cometidas por niños, niñas, adolescentes, o en su agravio.

Artículo 84.- La Procuraduría siempre que decrete las medidas especiales de protección y restitución que estime necesarias para proteger los derechos humanos de niños, niñas, y adolescentes, deberá satisfacer los siguientes requisitos: 

I. a VI. …

Artículo 93.- La Procuraduría a través del personal a su cargo que cuente con conocimientos suficientes en la materia o mediante el auxilio del Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias del Poder Judicial y de la Procuraduría General de Justicia del Estado brindará en sus instalaciones el servicio público de mediación y conciliación para que las partes sometidas a su competencia puedan solucionar sus controversias sin recurrir a instancias judiciales o para terminar con un proceso judicial siempre que esté permitido por las leyes aplicables

Artículo 94.- Para dotar de eficacia jurídica a los convenios celebrados ante la Procuraduría se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 96.- Las actuaciones que tengan lugar en la Procuraduría, relativas a la aplicación de medios alternos de solución de controversias serán confidenciales y no podrán ser utilizadas como medio de prueba en otros juicios, excepción hecha de los acuerdos y resoluciones que se adopten, ni los mediadores o conciliadores podrán ser compelidos a declarar como testigos.

Artículo 100.- …

Tratándose de asuntos relacionados con niños, niñas o adolescentes, antes de dictar la resolución o de establecer la conciliación, deberá oírseles atendiendo a su edad y condición, a fin de que su opinión sea tomada en cuenta en todos los asuntos que les afecten.

Artículo 104.- Se otorga a la Procuraduría la facultad, de oficio o a petición de parte, de solicitar la inscripción de personas en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos cuando hayan dejado de cumplir sus obligaciones alimentarios por un periodo de tres meses consecutivos o no en el transcurso de un año, contraídas mediante la celebración de convenios de mediación o conciliación celebrados ante ella.

Una vez que se acredite lo anterior, la Procuraduría ordenará al Registro Civil su inmediata inscripción en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos.

Hecho lo descrito en el párrafo que antecede, se deberá ejercitar la acción correspondiente ante la autoridad jurisdiccional para proceder con la ejecución forzosa del Convenio respectivo.

La cancelación de la inscripción, únicamente será procedente si el deudor alimentario moroso acredita que han sido cubiertos en su totalidad los adeudos que la motivaron.

Artículo 106.- Una vez integrado el expediente, las Subprocuradurías Regionales lo remitirán al área de adopciones de la Procuraduría de las Niñas, Niños y la Familia, quien validará y enviará a la Unidad de Evaluación y Seguimiento para la Protección de Derechos del DIF, a fin de registrar su solicitud de adopción. 

Artículo 107.- La Procuraduría iniciará de manera inmediata el juicio de adopción de conformidad a lo previsto en la legislación civil aplicable una vez que se hayan agotado y satisfecho los requisitos legales que se desprenden de la Ley de Asistencia social y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Reglamento del Proceso Administrativo de Adopciones del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 108.- La Procuraduría, una vez concluido el procedimiento judicial, realizará el seguimiento que establece la legislación civil aplicable, con la finalidad de verificar que el niño, niña o adolescente, ha logrado su integración plena a su nuevo núcleo familiar.

Artículo 110.- Los padres, tutores o cualquier otra persona que infrinja de modo alguno las disposiciones de esta ley, incumpla con las obligaciones establecidas en la Ley General respecto de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niños, niñas y adolescentes, con independencia de las sanciones que prevean otras leyes, podrá hacerse acreedores, según la gravedad de la infracción a:

I. a VI. …

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- En los casos en que otras leyes hagan alusión a las Delegaciones Regionales y Unidades de Atención, se entenderá que se refieren a las Subprocuradurías Regionales y Procuradurías Municipales respectivamente.

TERCERO.- En los casos en que otras leyes y demás disposiciones se refieran a hogar sustituto o a hogar provisional, deberá entenderse como familia de acogida o familia de acogimiento pre – adoptiva respectivamente.

CUARTO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de la Defensa de los Derechos Humanos y Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Georgina Cano Torralva (Coordinadora), Dip. Claudia Elisa Morales Salazar (Secretaria), Dip. Martha Hortensia Garay Cadena, Dip. Francisco Tobías Hernández, Dip. Jesús de León Tello; y Dip. Martha Hortensia Garay Cadena (Coordinadora), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretaria), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren y Dip. Sonia Villarreal Pérez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 5 de mayo de 2015.
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